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Based on a study case drawn from meetings of a Research Ethics Committee - REC, 
in this thesis I analyze the dynamics of what is known as the institutional surveillance 
model of research ethics. In order to elucidate the institutional and interactional 
dimensions of the committee, I use the concept of “boundary organizations.” This 
concept allows me to: first, discuss how the committee negotiates within what I 
describe as the institutional network of research ethics governance, a negotiation that 
results from tensions among actors located within the network. And second, to 
deeply analyze the difficulties generated by the conjunction of “communities of 
practice,” and the strategies used to solve those difficulties. In despite of having 
regulatory expectations, by enacting a discourse that preserved the confidence in 
researchers’ moral behavior, and by using internal procedures concentrating ethical 
assessment in the head of health experts trained in bioethics, I conclude that the 
Committee consolidated as a space in which researchers deepened their functional 
and institutional autonomy.  
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RESUMEN: Se aborda la dinámica del modelo de supervisión institucional de la 
ética de la investigación a partir de un estudio de caso realizado sobre las actas de 
un Comité de Ética en Investigación o CEI. Se emplea el concepto de 
“organizaciones de frontera” con el ánimo de examinar una dimensión institucional u 
organizativa y otra interaccional del rol que juega este cuerpo colegiado. En la 
primera se analiza su posicionamiento dentro de lo que denominamos red 
institucional de gobierno ético de la investigación, el cual es el resultado de las 
tensiones que surgen con otros actores de la misma. En la segunda se profundiza 
en las “anomalías” que se generan con ocasión de la concurrencia de “comunidades 
de prácticas” y las estrategias desplegadas para resolverlas. Se concluye que pese 
a las expectativas reglamentarias el organismo constituye un espacio en el que los 
investigadores profundizaron su autonomía funcional e institucional: Primero, a 
través de un discurso que contribuyó a preservar la confianza en la conducta 
intrínsecamente moral del investigador y el uso de controles blandos, no invasivos. 
Segundo, a través de estrategias de funcionamiento interno que concentraron la 
evaluación ética en grupos de expertos en el área de la salud con entrenamiento en 
bioética.  
 
Palabras clave: Comité(s) de Ética en Investigación - CEI, ética de la 
investigación, gobierno institucional de la ética de la investigación, evaluación 
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Los Comités de Ética en Investigación (CEI) o Institucional Review Boards (IRB), 
como se les conoce en Estados Unidos (EUA), han sido los organismos 
administrativos involucrados con ciencia y tecnología que tal vez más rápidamente 
se han expandido a nivel mundial e influenciado la dinámica actual de producción de 
conocimiento. En 1971 y 1973 el Royal College of Physicians of London recomendó 
su creación y se establecieron por primera vez bajo la denominación de Research 
Ethics Committees, con el propósito de salvaguardar los “Derechos Humanos” de los 
sujetos de investigaciones biomédicas (Galende Domínguez, 2008:42) y constituirse 
en escenarios centralizados de supervisión y administración del riesgo ético de la 
experimentación biomédica. Sin embargo, no comenzaron a operar regularmente y a 
tener una posición institucional bien definida sino hasta la Ley 93-348 de julio de 
1974, a través de la cual el Congreso de los Estados Unidos creó la National 
Comission for the Protection of Human Subjects and Behavioral Research. Esa 
comisión produjo el Belmont Report, un famoso texto que se convirtió en punto de 
referencia obligado en la bioética y en guía práctica que aún hoy en día se tiene en 
cuenta para fijar la organización y funcionamiento de estos cuerpos colegiados. Allí 
se plasmaron numerosas recomendaciones para el Congreso de los EUA en materia 
de protección de seres humanos que participaran como sujetos de investigación, de 
las cuales la mayoría fueron sancionadas legislativamente con posterioridad.  
El propósito de los Institutional Review Boards era “revisar todas las investigaciones 




para la investigación del Departamento de Salud, Educación y Bienestar en virtud de 
la Ley de Servicio de Salud Pública”; es decir, recursos del Gobierno Federal de los 
EUA. Las consideraciones de la Comisión en torno al establecimiento de los IRB se 
hicieron, de manera expresa, sobre la “premisa de que los investigadores no debían 
hacerse cargo solos de la responsabilidad de determinar si una investigación (…) 
cumplía estándares éticos”, entre otras razones por los conflictos de interés que 
podían presentarse (National Commission for the Protection of Human Subjects of 
Biomedical and Behavioral Research, 1978:1). Siguiendo esta recomendación de la 
Comisión los IRB adoptaron un modelo de organización multidisciplinar que fue 
posteriormente acogida en otros países. En las guías para la conformación de estos 
cuerpos colegiados hizo carrera y se estabilizó la idea de que debían estar 
integrados por profesionales de distintas disciplinas  e, incluso, integrados también 
por representantes de las comunidades en las que se desarrollaran las 
investigaciones (Mishkin, 1974). En esa medida, los CEI o IRB surgieron en el 
escenario administrativo de la ciencia y la tecnología como una institución que 
buscaba democratizar la vigilancia ética de la investigación, en el sentido de incluir 
en dicho ejercicio de supervisión a experticias y disciplinas diferentes a aquellas en 
las cuales se desarrollaba la investigación.  
Los antecedentes de la formación de los CEI constituyen uno de los ejemplos más 
destacados de la transformación de los arreglos institucionales de la ciencia y la 
tecnología, que se venía gestando desde mediados de los años sesenta en EUA con 
la crítica al modelo de la big science. Puede decirse también que la consolidación de 




(Halpern, 2006), durante los años setenta en EUA y Europa, contribuyó al 
afianzamiento de estos organismos. 
Se puede ubicar el inicio de las críticas al modelo big science desde mediados de los 
años sesenta, cuando comenzó a hacerse visible una transformación del campo 
científico que imprimiría un carácter distintivo a la relación entre la ciencia y la 
tecnología y otras esferas sociales. Los estudios sobre política científica adoptaron 
la tipología “Modo 2” de producción de conocimiento para dar cuenta de ese nuevo 
modelo epistemológico, social e institucional (Gibbons et al., 1994). Dentro de las 
características más importantes de este modo de producción de conocimiento 
sobresale su descentralización (física, social y cultural), su heterogeneidad y su alto 
contenido reflexivo, debido a la participación de un conjunto heterogéneo de actores 
y grupos de interés.  
En el Modo 2 el conocimiento se produce en diversos lugares geográficos, sociales y 
culturales, no únicamente en el laboratorio. Mejor aún, el laboratorio se ha 
descentralizado en distintos escenarios geográficos, sociales y culturales. Debido a 
ello, han emergido nuevos conflictos y nuevos acomodamientos socio epistémicos y 
diseños institucionales para acoger una nueva relación entre expertos, experticias y 
públicos. La “cultura de la autonomía” fue desplazada por la “cultura de la 
responsabilidad”, dando lugar a la aparición de un conjunto de mecanismos de 
control social en escenarios de toma de decisiones que involucran conocimiento 
técnico y científico, en lo que se conoce como “reflexividad institucional” (Nowotny, 




Uno de los ejemplos más notables de este tipo de mecanismos es el que aporta 
David Guston (2000). Este autor plantea que a mediados de los años setenta en 
EUA comenzó a cuestionarse la legitimidad del discurso autonomista, promovido 
desde la ideología del “contrato social para la ciencia”. Precisamente por esa época 
tomaría fuerza la noción de que la producción de conocimiento es una actividad de 
interés público, que por lo tanto debe ser supervisada a la luz del “interés común” e, 
igualmente, a tomar forma un diseño institucional de carácter híbrido en respuesta a 
esas demandas (Guston, 2000:86).  
En ese contexto se implementarían diversos arreglos institucionales pensados para 
reunir en un mismo espacio a políticos, administradores y agentes reguladores con 
científicos e investigadores. En principio, como lo relata de forma detallada el autor 
antes citado, se trató de órganos administrativos con funciones de diseño de política 
pública. Posteriormente se crearían organismos como la Office for Scientific Integrity 
–OSI, que más adelante se convertiría en la Office for Research Integrity - ORI, que 
tenía la función de instruir denuncias por presuntas faltas cometidas en actividades 
propias del quehacer profesional de los investigadores, como la falsificación de 
datos experimentales.  
A cambio de los recursos para investigación proveídos por el estado y el sector 
privado, los investigadores debieron someterse a mecanismos administrativos de 
vigilancia y control en los que debían negociar no solo agendas de investigación sino 
también fronteras entre ciencia, buena ciencia y política (Guston 1999, 2001). Lo 
anterior trajo consigo una seria contradicción con la tradicional pretensión de 




mertoniano. En casos como el mencionado un párrafo atrás la vigilancia implicaba 
una verdadera “intromisión” en labores percibidas como propias de la órbita 
funcional de los investigadores.  
Por su parte, a partir de la segunda mitad del siglo XX la bioética comenzó a florecer 
como un campo conceptual con una comunidad de hablantes y centros de difusión 
bien establecidos. Indudablemente, la consolidación disciplinar de la bioética tuvo un 
impacto significativo en la afirmación institucional de los CEI y el modelo de 
supervisión institucional de la ética de la investigación. Ya en la seg unda mitad del 
siglo XX se contaba con algunas reglas formales (consignadas en textos normativos) 
para la investigación clínica, como el Código de Núremberg de 1947 y la Declaración 
de Helsinki de la Asamblea Médica Mundial de 1964. El Código de Núremberg,  
producto de los juicios que se llevaron a cabo en esa ciudad alemana contra 
integrantes del partido Nazi dentro de los cuales se encontraban médicos que 
adelantaron investigaciones con humanos sin contar con su consentimiento, puede 
considerase quizá uno de los primeros esfuerzos por regular la experimentación 
biomédica. Allí se estableció, precisamente, la obligación de contar con el 
consentimiento informado del sujeto involucrado en el ensayo clínico e, igualmente, 
que este debía proyectarse con base en experimentación previamente efectuada en 
animales. 
Sin embargo, no fue sino hasta los años sesenta en EUA donde comenzó a 
estructurarse con mayor definición un cuestionamiento ético a la investigación 
biomédica. El médico Henry Beecher (1966) publicó un famoso artículo en The New 




que calificó de antiéticas, comunes a la investigación adelantada en instituciones 
públicas, hospitales y universidades de prestigio en los EUA. A menudo dichas 
prácticas implicaban la violación del consentimiento informado de los pacientes 
participantes en las investigaciones clínicas, debido al no suministro de información 
suficiente acerca de la naturaleza y riesgos de las mismas; en otros casos , se 
reprochaba su fin puramente experimental, que no suponía ningún beneficio para el 
sujeto de la investigación. Beecher mencionó, por ejemplo, el uso indiscriminado de 
placebos en pacientes con enfermedades conocidas y tratables, con el único 
objetivo de observar las fases de las mismas; la sobreexposición a agentes 
químicos, dosis de medicamentos mayores a las normales o el abuso de terapias, a 
pesar de ser conocidos sus efectos nocivos. En su criterio, resultados de 
investigaciones obtenidos sin el consentimiento informado de los pacientes no 
debían ser publicado (Beecher, 1966:372). 
La historiografía de la bioética suele citar como evento decisivo del surgimiento de 
una preocupación ética en la ciencia y la tecnología los experimentos adelantados 
en Tuskegee, Alabama, entre 1932 y 1972, por el Servicio Público de Salud de EUA 
(ver, por ejemplo: Reverby, 2012; Mays, 2012; Dorr, 2011:162). El experimento se 
llevó a cabo en cerca de 400 hombres afroamericanos infectados con el virus 
Treponema pallidum, causante de la sífilis, a quienes se les negó el tratamiento con 
penicilina que se desarrolló durante los años 40, con el único fin de observar los 
efectos y morbilidad de la enfermedad.  
Comienza a hablarse de bioética justamente a mediados de la década de 1960. Se 




de los gestores de la disciplina (Arango Bayer, 2009:87), de acuerdo a su propio 
relato, con el ánimo de integrar las ciencias humanas y las ciencias naturales: “dos 
culturas” aparentemente incapaces de comunicarse entre sí, como único camino 
para “salvar el futuro” (Van Rensellaer, 1999). 
La bioética surge de la influencia directa de la ética médica norteamericana (Annas, 
2010), ya que se originó en medio de las controversias por la práctica e investigación 
clínica. Suele ser definida por sus practicantes como una ética multidisciplinar y 
secular de la vida (Llano Escobar, 2002; Gracia, 2002). Intentos por definirla con 
más precisión fracasan en la diversidad de objetos de interés: la bioética abarca un 
conjunto amplio de campos como la ética clínica, ética de la investigación y, más 
recientemente, ética del medio ambiente (Sarmiento, 2001). Dentro de los tópicos de 
los que clásicamente se han ocupado los bioeticistas cuentan, por ejemplo, el 
suicidio asistido o eutanasia, decisiones clínicas controversiales de la práctica 
médica cotidiana como la prolongación de la vida por medios mecánicos, eugenesia, 
calentamiento global, investigación en células madre, etc. (Lolas, 2002). La bioética 
está constituida, en ese sentido, por una amplia gama de preocupaciones 
transdisciplinares que han dificultado el establecimiento de un objeto claro y, 
correlativamente, fronteras disciplinares bien definidas. No obstante, aparece donde 
quiera que surja una controversia relacionada con ciencia, tecnología o medicina 
que involucre cuestionamientos éticos.       
Guillermo Hoyos (entrevista de 2011), siguiendo a Stephen Toulmin, sostiene que la 
bioética revivió el pensamiento ético, prácticamente abandonado en la filosofía de la 




contemporáneos más reputados de este campo, encuentra en la deontología médica 
y el pensamiento ético pragmatista anglosajón de los siglos XVIII y XIX las raíces 
más profundas de la “ética médica” que, según plantea, vino a convertirse en la 
bioética norteamericana. Hay entonces un vínculo –y así lo predican sus 
practicantes- entre la bioética, entendida como disciplina que se pregunta por las 
implicaciones éticas de la ciencia y la tecnología en la vida, y la ética, en tanto 
reflexión fi losófica que indaga por lo moralmente correcto.    
La parte de la bioética que tenía que ver con la investigación biomédica (en donde 
se discutieron y definieron reglas con condiciones éticas mínimas para la ejecución 
de experimentos que involucrasen humanos) se convertiría en el sustrato conceptual 
con el que operarían los CEI. Con este los CEI contaron con una plataforma teórica 
y filosófica que legitimó su presencia en el panorama institucional de la ciencia y la 
tecnología y herramientas conceptuales que facilitaron su funcionamiento. Particular 
acogida en EUA, por su utilidad para resolver casos concretos, tuvo la propuesta 
principialista desarrollada por Beauchamp y Childress, quienes a través de cuatro 
presupuestos axiológicos (autonomía, beneficencia, no maleficencia y justicia) 
intentaron dar respuesta a las situaciones de riesgo ético (Halpern, 2006). Fue tal la 
adopción de los recursos conceptuales de la bioética que esto organismos 
comenzarían a ser reconocidos simplemente como comités de bioética.  
Indudablemente, no es un fenómeno reciente que el quehacer científico sea vigilado 
o supervisado de acuerdo a estándares de orden ético. La historia de la libertad de 
investigación como derecho constitucional (Ahumada Canabes, 2008), así sea como 




establecimiento religioso a lo largo de la alta Edad Media, muestra que ese tipo de 
preocupaciones han acompañado desde siempre el quehacer científico. Sydney 
Halpern (2006) examinó, por ejemplo, las “tradiciones morales” que gobernaron la 
investigación e intervención médica en EUA antes de la consolidación de la bioética. 
Aunque se trató de una ética médica influenciada por el ethos de la profesión médica 
y la deontología de la relación médico-paciente del juramento hipocrático, la 
existencia de una “comunidad de prácticas” (médicos investigadores) conformada 
también por reglas tácitas acerca de lo moralmente correcto, justo y bueno, indica 
que los marcos deónticos de la investigación son tan antiguos como esta misma.  
Ahora bien, la creación de un órgano y un sistema administrativo dedicados a revisar 
los protocolos de investigación y autorizar y vigilar su puesta en marcha supuso la 
configuración de un modelo de supervisión de la ética de la investigación, hoy 
imperante, que, a diferencia de las “trayectorias morales” descritas por Halpern 
(2006), se caracteriza por un proceso de institucionalización de dicha supervisión, 
que se refleja en varios frentes: primero, en la centralización de la tarea de vigilar 
éticamente la investigación en cabeza de los CEI; segundo, en una tendencia a la 
formalización y a la unificación de las reglas éticas de la investigación (el acervo con 
el cual se presume operan los CEI) bajo estándares, reglas y principios formulados 
positivamente (es decir, que obran en texto escritos) y, tercero, un diseño 
multidisciplinar en la conformación de los CEI, que como se pudo ver en los orígenes 
de los IRB en EUA, fue una medida con la que se buscó ampliar el conjunto de 





La primera característica, esto es, la centralización de la supervisión ética, constituye 
uno de los elementos más característicos del modelo de gobierno ético de la 
investigación contemporáneo. Dicha tendencia implica que los investigadores deben 
someter sus protocolos y proyectos de investigación a la aprobación de un CEI antes 
y durante la ejecución de los mismos. La supervisión previa y concomitante obedece 
a que la labor del CEI se concentra, presuntivamente, en la evaluación de los 
riesgos que implican las investigaciones. De ahí que se realice sobre proyectos, no 
sobre productos de investigación. Esta es una de las características más 
controversiales del modelo. Aún hoy en ciertos sectores académicos la supervisión 
ética así configurada sigue siendo percibida como una intromisión inconstitucional 
que atenta contra el principio de libertad de investigación o una forma renovada de 
censura (Hamburguer, 2005), y los miembros del CEI, por su parte, como una 
“burocracia académica” ineficiente, “esencialmente…no controlada, sujeta a pocas 
reglas y supervisión exterior, y dependiente de su propio juicio para actuar 
apropiadamente” (Zywicki, 2007:863).  
Estas críticas, como se verá más adelante, se encuentran en parte de la literatura 
que durante las últimas tres décadas se ha dedicado a revisar empíricamente y 
evaluar el funcionamiento de estos organismos, y que ha puesto en evidencia la falta 
de uniformidad en sus procedimientos y decisiones, a pesar de la tendencia 
aparente a concentrar la vigilancia ética en los CEI. Pueden atribuírsele, también, a 
tensiones y conflictos que surgen entre los diferentes actores institucionales del 
gobierno ético de la investigación, a raíz de la propia centralización de la supervisión 




Tensiones y conflictos cuya causa puede rastrearse en la autonomía con la que 
científicos y expertos se definen a sí mismos y buscan ser tratados por outsiders 
(miembros de otras comunidades disciplinares, políticos, abogados, etc.), 
amparados precisamente en el presunto esoterismo de sus prácticas y saberes o, 
para usar el término de Wenger (2002), de sus “comunidades de prácticas”.  
El proceso de centralización se ha logrado con relativo éxito. Es prácticamente 
impensable que hoy en día investigaciones con seres humanos que aspiren a 
financiación pública o cuyos resultados aspiren a ser publicados en cualquiera de las 
redes internacionales de publicación académica se adelanten sin contar con el aval 
de un CEI. Aunque la necesidad de avalar éticamente algunos proyectos de 
investigación que no implican intervención o trato directo con seres humanos, en 
áreas como ciencias sociales, humanidades, artes, ingeniería o matemáticas, sigue 
siendo un asunto controversial (Agar Corbinos, 2004; Achío, 2005), en biomedicina, 
psicología, antropología o trabajo social, para mencionar las más frecuentes, resulta 
hoy imprescindible. Incluso, ha comenzado a extenderse la práctica de que sea un 
CEI el que certifique que un determinado proyecto no requiere ser evaluado 
éticamente.  
Como lo veremos en la primera sección del capítulo empírico, tanto las instituciones 
públicas o privadas que financian investigación como las plataformas de publicación 
académica han contribuido a conformar la red institucional de gobierno ético de la 
investigación, estabilizando la vigilancia ética y posicionando a los CEI en puntos de 
paso obligado dentro de la red, en tanto centros de producción de avales de ética. 




los investigadores no pueden evadir a menos que quieran prescindir de activos tan 
caros dentro de la dinámica contemporánea de producción de conocimiento, como lo 
son los recursos para producirlo y los medios para divulgarlo.   
El segundo proceso de institucionalización del modelo, el de los estándares éticos 
de la investigación, se caracteriza por una tendencia hacia la estandarización de los 
instrumentos normativos, protocolos y guías de supervisión, y por su adopción en 
legislaciones nacionales que los incorporan dentro de sus sistemas jurídicos 
haciéndolos obligatorios para los investigadores (para un análisis pormenorizado del 
marco normativo de la ética de la investigación ver Tealdi, 2006:33-62). Es un 
proceso que bien podría denominarse de legalización de la ética de la investigación, 
en la medida en que las preocupaciones deontológicas implicadas en la producción 
de conocimiento dejan de convertirse en un asunto propio de la órbita personal del 
investigador o de su comunidad disciplinar para ser administradas por un conjunto 
de normas positivas heterónomas creadas y aplicadas por instituciones estatales. 
Esta es una tendencia que se viene consolidando desde los Juicios de Núremberg  
de 1946, con la expedición del Código de Núremberg, y posteriormente con la 
Declaración de la Asamblea Médica Mundial en 1964. Aunque esos documentos 
contenían pautas éticas para la investigación adoptadas al seno de la comunidad 
médica, fueron progresivamente incorporadas por comunidades médicas locales y 
nacionales, y más tarde convertidas, en lo sustancial, en reglas justiciables 
nacionalmente por los estados (sobre el proceso de adopción de la bioética y la ética 




Así, por ejemplo, Barke (2009:359) observa que en la actualidad más de 80 países 
se han adherido a la Declaración de Helsinki.  
Si bien es un asunto controversial, podríamos aceptar que la ética de la 
investigación es una parte de la bioética que comprende un conjunto bastante 
amplio de estándares. Dichos estándares existen con el fin de proteger a los sujetos 
participantes de la investigación. Originalmente las reglas éticas para la 
investigación buscaron proteger a las comunidades que tradicionalmente habían 
sido utilizadas indiscriminadamente en los procesos experimentales, como personas 
en situación de confinamiento en cárceles, hospitales y centros de reclusión para 
enfermos mentales. Ello debido a que las investigaciones que inicialmente 
generaron controversias públicas por sus deficientes estándares éticos fueron 
estudios a gran escala sobre presos, enfermos terminales o personas discriminadas 
por razón de su raza o creencias religiosas, como ocurrió en el caso Tuskeeguee en 
EUA o los experimentos Nazis. 
Dado que a menudo los pacientes-sujetos experimentales no eran informados 
acerca de los efectos de los experimentos en su salud (los cuales en no pocos casos 
tampoco eran conocidos por el personal médico, que siguiendo una práctica de 
ensayo y error buscaba aislar causas o efectos clínicos ensayando directamente 
sobre seres humanos), el respeto de la voluntad a través de la exigencia del 
consentimiento libre e informado y la necesidad de probar protocolos de 
experimentación previamente ensayados en animales fueron las primeras garantías 
con las que se buscó proteger a los sujetos experimentales (ver, por ejemplo, 




de la voluntad de los sujetos experimentales y la noción de equilibrio entre el riesgo 
generado en el sujeto experimental y el bien producido para él y para las demás 
personas, determinable a partir de experimentaciones previas que permitieran 
detectar probables efectos adversos, fueron las pautas que guiaron durante los años 
cincuenta, sesenta y setenta una ética de la investigación casi exclusivamente 
preocupada por la experimentación biomédica y del comportamiento.  
Otra característica de esos primeros intentos por codificar estándares éticos para la 
investigación es la profunda influencia de los principios deontológicos de la profesión 
médica, que sigue estando presente en los estándares éticos contemporáneos. El 
principio de beneficencia y no maleficencia aparecería con propiedad en la 
Declaración de Helsinki, en apartes que hablan, por ejemplo, del deber del 
investigador de buscar el beneficio del paciente que participa del proceso 
experimental por encima del bienestar que pueda producir en otros individuos, en la 
sociedad o en el avance de la ciencia y la tecnología (Principio No. 3, Declaración de 
Helsinki).  
Es evidente, igualmente, la influencia de los marcos deónticos del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos en los estándares éticos para la 
investigación (ver, por ejemplo: Annas, 2005). Particularmente en lo que tiene que 
ver con la defensa de la voluntad del individuo-sujeto experimental, que es 
interpretado por quienes escriben sobre estos tópicos como expresión del principio 




El riesgo también aparece en el lenguaje de los estándares éticos de la 
investigación. En la Declaración de Helsinki de 1964 y sus posteriores enmiendas se 
puede apreciar un esfuerzo por establecer fórmulas que partiendo de reconocer los 
riesgos implícitos en la experimentación, hicieran posible adelantarla dentro de 
marcos éticos razonables: “La investigación biomédica en seres humanos no puede 
realizarse legítimamente a menos que la importancia del objetivo guarde proporción 
con el riesgo inherente para la persona que toma parte en ella” (Principio 4, 
Declaración de Helsinki), al tiempo que “Todo proyecto de investigación biomédica 
en seres humanos debe ir precedido de una minuciosa evaluación de los riesgos 
predecibles en comparación con los beneficios previsibles para el participante o para 
otros” (Principio 5, Declaración de Helsinki). 
Este proceso de formalización, legalización o estandarización de las pautas éticas 
para la investigación va de la mano con la tendencia de centralización de la 
supervisión ética en los CEI. La concentración de la certificación ética oficial en los 
CEI parece haber motivado la unificación de las normas éticas para la investigación. 
A partir de la creación de la Comisión Mundial de Ética del Conocimiento Científico y 
la Tecnología, el programa de Ciencias Sociales y Humanas de la UNESCO 
introdujo una política global de fomento, denominada ABC (Assisting Bioethics 
Committees), dedicada a ofrecer asistencia a los Estados Miembros en la 
constitución de comités de bioética y la formación de una red de comisiones 
nacionales de bioética.  
Precisamente bajo el auspicio de la Conferencia General de la UNESCO en 2005 se 




sobre “cuestiones éticas relacionadas con la medicina, las ciencias de la vida y las 
tecnologías conexas aplicadas a los seres humanos” (art. 1). Además de reconocer 
la profunda relación entre bioética y derechos humanos, la Declaración proporciona 
“un marco universal de principios y procedimientos que sirvan de guía a los Estados 
en la formulación de legislaciones, políticas u otros instrumentos en el ámbito de la 
bioética” (art. 2, literal a, objetivos). Entre dichos principios el artículo 3 consagra el 
de dignidad humana, derechos humanos, beneficios y efectos nocivos (beneficencia 
y no maleficencia), autonomía, responsabilidad individual, consentimiento, 
privacidad, confidencialidad, igualdad, justicia y equidad, entre otros. La Declaración 
constituye un marco normativo que debe ser respetado por los Estados Miembros 
del sistema de Naciones Unidas, e incorporado a través de leyes nacionales dentro 
de sus respectivos ordenamientos jurídicos nacionales. Es la expresión más 
depurada de la formalización de una ética que cobija la investigación. 
En cuanto tiene que ver con los estándares éticos de la investigación y la 
conformación de CEI, en 1991 la Organización Mundial de la Salud, que también 
hace parte del sistema de Naciones Unidades, aprobó las Pautas Éticas 
Internacionales para la Investigación Biomédica en Seres Humanos, (CIOMS-OMS, 
1991). Este documento contiene reglamentación más específica acerca de la 
experimentación biomédica en materia, por ejemplo, de criterios éticos y técnicos 
para la escogencia de los sujetos de prueba y grupos de control que participan en 
ensayos clínicos, condiciones para el suministro de placebos, criterios para la 
elección de tratamientos y suministro de agentes químicos, estrategias para la 




medicamentos, etc. Por otro lado, las Pautas Éticas Internacionales para la 
Investigación Biomédica en Seres Humanos también fijan criterios generales para la 
conformación de CEI, organismos a los cuales atribuye el deber vigilar el 
cumplimiento de dichos estándares. Estas pautas son la versión más reciente de los 
estándares éticos para la investigación y pese a no constituir normas de obligatorio 
acatamiento por parte de los Estados Miembros han servido de guía para la 
elaboración de legislaciones nacionales como la colombiana y constituye una de las 
fuentes más influyentes en cuanto a reglas éticas de la investigación. 
Ahora bien, como lo veremos en el primer capítulo de este trabajo, pese a la 
existencia de un marco normativo heterogéneo pero estable la práctica local de 
supervisión ética de la investigación indica que los CEI operan más sobre 
“precedentes locales” o trayectorias  idiosincráticas de decisión (Stark, 2012). La 
unificación de los estándares éticos, contrario a lo que podría pensarse, no reduce la 
flexibilidad interpretativa que gobierna y, de hecho, es promovida por los expertos en 
bioética y ética de la investigación como atributo fundacional de su disciplina. Según 
Stark (2012), las reglas o principios operan más como recursos discursivos para 
justificar las decisiones, en el sentido de que no se toman infundadamente o 
arbitrariamente, que como marcos certeros e inflexibles del juicio ético.  
De otro lado, la condición multidisciplinar de los CEI, que es la otra característica del 
modelo, es propia del diseño institucional que adoptó la vigilancia ética de la 
investigación en EUA. Desde 1974 la National Commission for the Protection of 
Human Subjects of Biomedical and Behavioral Research planteó la necesidad de 




condición organizacional de estos organismos se inscribe dentro de las 
transformaciones institucionales a las que se hizo referencia al inicio de este trabajo. 
Ahora bien, se trata también de un atributo representativo de los diseños 
institucionales estadounidenses (Miller, 2001; Guston, 2000), muy propio de una 
cultura adversarial consolidada bajo lo que Jasanoff (1991) llamaría una democracia 
jeffersoniana.  
Jasanoff (1991) estudió el rol de los expertos en el asesoramiento de las agencias 
estatales de regulación para la toma de decisiones que involucran conocimiento 
técnico especializado y la tensión con los encargados de elaborar políticas públicas 
en el contexto institucional de EUA. Esta autora plantea que los arreglos 
institucionales donde se interceptan ciencia y política responden a la manera en que 
la concepción jeffersoniana de la democracia en ese país ve con reserva que la 
toma de decisiones políticas sea un asunto librado exclusivamente al criterio de los 
expertos. De ahí que una de las características con las que tradicionalmente se ha 
identificado el diseño administrativo del asesoramiento científico en Estados Unidos, 
además de su carácter adversarial, sea la de auspiciar esos espacios de 
convergencia entre experticias (Miller, 2001). 
Como se verá en la segunda sección del capítulo empírico, este modo de 
supervisión de la ética en escenarios multidisciplinares puede tener dos alcances: de 
un lado, y como ya se planteó, busca democratizar los espacios de toma de 
decisiones en ciencia y tecnología abriendo la participación a sectores 
tradicionalmente excluidos o que no tenían interés en participar. A partir de trabajos 




hablado de la transformación institucional y epistémica de la producción de 
conocimiento durante la segunda mitad del siglo XX, podría pensarse que los CEI y 
el modelo de gobierno ético de la investigación con ellos implementado 
contribuyeron a erosionar la visión estructuralista, hegemónica en la literatura sobre 
ciencia y tecnología de buena parte del siglo pasado. Según esta última, a pesar de 
las necesarias influencias externas la ciencia es fundamentalmente una actividad 
autoregulada. Dado que los investigadores y las comunidades disciplinares a las 
cuales pertenecen se han visto compelidas a interactuar con los CEI y a adoptar el 
lenguaje de la ética de la investigación, constituirían un buen ejemplo de una 
institución característica de un modo de producción de conocimiento 
descentralizado, vigilado y supervisado socialmente y, por ende, más abierto y 
democrático.  
Sin embargo, es necesario tener en cuenta que la condición multidisciplinar del 
modelo puede ser leída también como una estrategia que relegitimó socialmente el 
papel de los científicos y los investigadores. La creación de un espacio 
multidisciplinar que valida la corrección ética de la investigación tiene un profundo 
efecto legitimante si se observa que dicho espacio constituye la arena pública 
contemporánea en la que las experticias relevantes santifican éticamente el 
conocimiento. De ahí que Kelly Moore (Moore; 1996, 2006, 2008) hable de las 
organizaciones de interés público en ciencia y tecnología de los años sesenta en 
EUA, constituidas bajo el mismo principio multidisciplinar, como válvulas de escape 




En el caso colombiano, la supervisión ética de la investigación bajo el modelo aquí 
estudiando podría remontarse a los años ochenta, época en la que se crearon los 
primeros CEI en el Hospital San Juan de Dios y la Fundación Santa Fe (1983) 
(Prieto, 2011). Sin embargo, quienes durante los últimos años han puesto atención a 
estos organismos parten del consenso tácito de que el hito que marcó su origen y el 
de la ética de la investigación en el país fue la Resolución 8430 de 1993, del 
entonces Ministerio de Salud. Con esta resolución el Gobierno Nacional buscó 
desarrollar algunos lineamientos generales para la evaluación ética de proyectos de 
investigación en seres humanos, pero fundamentalmente exigir la creación de CEI 
en todas las instituciones en las que se adelantaran investigaciones de ese tipo, así 
como fijar los derroteros de su actividad. Varios años después, mediante Resolución 
2378 de 2008, que adoptó el Manual de Buenas Prácticas Clínicas, el Ministerio de 
la Protección Social (antiguo Ministerio de Salud) ordenó la instalación de CEI en 
todas las instituciones que adelantasen investigación farmacológica en seres 
humanos, pese a ser dicho mandato prácticamente el mismo que el de la Resolución 
8430 de 1993. La Resolución 2378 de 2008 quiso fijar, sin embargo, normas 
operativas más estrictas para los CEI. Estableció reglas precisas para su 
conformación, procedimientos rutinarios de supervisión y estándares éticos para la 
revisión, buscando alinear el funcionamiento de estos organismos con los 
estándares internacionales. 
Además de estas dos resoluciones, en Colombia se han expedido otras normas que 
crean diversas comisiones de bioética. El Decreto 1101 de 2001 del Presidente de la 




y asesor del Gobierno Nacional adscrito al Ministerio de Salud, para el estudio, 
análisis y formulación de políticas públicas en temas relacionados con la protección 
del ser humano, frente a la investigación, desarrollo y a la aplicación de los 
conocimientos científicos y tecnológicos” (art. 1, Decreto 1101 de 2001). Más 
recientemente, siguiendo la tendencia internacional de creación de órganos 
consultores y asesores en materia de bioética, de orden nacional, el Congreso de la 
República expidió la Ley 1374 de 2010, que creó el Consejo Nacional de Bioética, 
integrado por miembros de “la sociedad civil” escogidos por el Presidente de la 
República, con el objetivo oficial de “establecer un diálogo interdisciplinario para 
formular, articular y resolver los dilemas que plantea la investigación y la 
intervención sobre la vida, la salud y el medio ambiente, así como la construcción e 
implementación de políticas en los asuntos referentes a la Bioética” (art. 2, Ley 1374 
de 2010). Tal parece, no obstante, que la existencia de estos organismos no ha 
pasado mucho más allá del acto de performatividad legal, pues no se tiene noticia de 
la designación de sus integrantes o de la instalación e inicio oficial de sus sesiones, 
al parecer debido a que la ley que lo creó no ha sido aún reglamentada por las 
autoridades competentes, entre ellas Colciencias. 
Estas comisiones de bioética son, sin embargo, diferentes a los CEI. Las comisiones 
nacionales de bioética son fundamentalmente cuerpos asesores de gobiernos y 
legislativos, cuya función principal es participar en debates sobre ciencia y 
tecnología que tienden a convertirse en controversias éticas o normativas de orden 
nacional. Los CEI, por su parte, son organismos que si bien pueden verse como 




sobre la investigación, responden a entornos institucionales mucho más locales. Los 
CEI operan bajo un mandato legal de supervisión ética de la investigación mucho 
más específico, rutinario y burocrático que el de las comisiones nacionales de 
bioética, ya que su labor más importante es la revisión ética de proyectos de 
investigación. 
Los CEI en Colombia pueden encontrarse en casi todas las instituciones que hacen 
investigación o que por lo menos aspiran a los recursos destinados para ese rubro. 
Poco se sabe, sin embargo, acerca de los conflictos y tensiones que afloran a raíz 
de una vigilancia institucional y centralizada de la ética, sobre investigadores que 
pertenecen a comunidades disciplinares que tradicionalmente han defendido no solo 
su autonomía e independencia sino su autoridad moral derivada de lo que conciben 
como el ethos de su trabajo (neutralidad, objetividad, desinterés).  
En ese orden, a partir de un estudio de caso realizado en un CEI de una Universidad 
que por razones de confidencialidad se ha preferido no identificar, y que en adelante 
denominaré CEI-A, el objetivo general de este trabajo es identificar y analizar 
algunas de las tensiones de ese modelo. Para ello, me interesa adentrarme en la 
práctica localizada y cotidiana de la supervisión ética de la investigación, 
entendiéndola, más que como un ejercicio lógico de aplicación de reglas o principios 
(como suele ser visto por la mayor parte de la literatura en bioética), como una saber 
hacer mediado por dinámicas burocráticas y administrativas propias del modelo de 
supervisión. Indudablemente, la mejor manera de seguir la ética de la investigación 




Siguiendo a autores como Jasanoff (1987), Miller (2001), Kelly (2003) y Bijker, Bal y 
Hendriks (2009), que analizaron organizaciones u organismos similares al que aquí 
se estudia, en este trabajo los CEI son vistos como puntos de paso obligado (Callon, 
1986) de la red institucional de gobierno ético de la investigación. En estos cuerpos 
colegiados se producen versiones autorizadas de la corrección ética de la actividad 
investigativa a través de un ejercicio de hibridación y purificación (Latour, 1993) o de 
construcción y mantenimiento de fronteras (Guston, 1999 y 2001), particularmente 
entre el radio de acción institucional del CEI y las demandas de independencia moral 
y cognitiva de aquellas comunidades disciplinares. 
Considero que con la instauración de un modelo de gobierno ético de la 
investigación que se basa en el control centralizado ejercido por los CEI vale la pena 
revisitar el problema de la autonomía. No obstante, a diferencia de una postura 
normativa acerca de la independencia o la autonomía, más cercana a un enfoque 
funcionalista propio de la sociología de la ciencia metorniana, que encuentra en ella 
uno de los atributos distintivos de la comunidad científica, en este trabajo la 
autonomía se aborda como parte de los “esfuerzos ideológicos” (Gieryn, 1983) a 
través de los cuales ciertos actores buscan preservar un orden institucional con una 
forma determinada de intervención del CEI en las comunidades disciplinares sobre 
las cuales debe ejercer vigilancia. Siguiendo a Jasanoff (1987), la autonomía y la 
independencia de las comunidades disciplinares (junto a su neutralidad, objetividad y 
desinterés) son vistos como parte del ethos público de la actividad investigativa, o de 




En este punto conviene hacer algunas precisiones metodológicas. El factor más 
influyente para la elección del CEI-A fue su conformación altamente multidisciplinar. 
El CEI-A se ha apegado a recomendaciones internacionales que, influenciadas por 
el paradigma dialógico habermasiano, tan vivo en la ética de la investigación, 
conciben el CEI como un espacio autónomo e independiente para e l intercambio 
multidisciplinar. Este organismo se conforma, en primer lugar, a partir de 
representantes de la mayoría de institutos y facultades de la Universidad, 
nombrados por el Consejo Académico, previa postulación efectuada autónomamente 
por los comités de ética o los comités de investigación de dichos institutos o 
facultades. Por un representante de la Comunidad Científica Externa, designado por 
el mismo Consejo Académico, de nombre propuesto por el Consejo Nacional de 
Investigación, máximo órgano de administración de la investigación en la 
Universidad y, además, por el vicerrector del área (Ver art. 8, Acuerdo “A” de 2005). 
El CEI-A ofrece, por lo tanto, una posibilidad inmejorable de rastrear la configuración 
de la ética de la investigación como producto de un colectivo disciplinarmente 
heterogéneo.  
La elección del CEI-A obedece, en segundo lugar, a que goza de una posición 
institucional privilegiada dentro de la institución universitaria de la cual hace parte. 
Este CEI es la máxima instancia consultiva y asesora en materia de ética de la 
investigación dentro de dicha institución. Tiene dentro de sus funciones 
reglamentarias asesorar a las directivas y diseñar una política en su campo (Ver 
Acuerdo “A” de 2005 que crea el CEI-A), y opera como instancia de revisión de las 




reglamento interno del CEI-A). Constituye, en ese sentido, un actor importante 
dentro del circuito institucional de la institución educativa.  
La tercera razón de la elección del CEI-A responde a una decisión de carácter 
práctico: la calidad y la facilidad en el acceso a la información empírica. Sobre este 
punto debo comenzar señalando que el objetivo de este trabajo era observar a los 
CEI “en acción”. Las encuestas, la correspondencia e, incluso, las entrevistas podían 
tener el inconveniente de ser reconstrucciones oficiales que poco informarían acerca 
de las prácticas locales de funcionamiento del organismo. Se precisaba por ello de 
cercanía con su funcionamiento cotidiano, alcance que inicialmente, se pensó, podía 
darlo un método de observación directa de las sesiones de un CEI. 
Indudablemente, uno de los retos más importantes a la hora de planear un estudio 
de estos organismos tiene que ver con las limitadas posibilidades de acceso a 
material empírico que permita dar cuenta de su funcionamiento. A excepción de 
trabajos como el de Stark (1992), la mayoría de se han realizado a partir de 
encuestas o entrevistas formuladas a sus miembros o a los presidentes, o a partir de 
documentos como la correspondencia que mantienen con el investigador. Estas 
terminan siendo las únicas fuentes posibles para estudiar organizaciones que suelen 
operar a puerta cerrada.  
Ese también fue el caso en esta investigación. Los tropiezos para acceder a la 
información empírica también caracterizaron este trabajo. En el mes de junio de 
2011 se presentó una solicitud al CEI de una de una facultad de medicina con la 




colegiados y examinar las posibilidades de acceso a las fuentes  primarias. Tras 
algunas dificultades para establecer la dependencia administrativa encargada de 
administrar los archivos y, por ende, de resolverla, la secretaria del CEI me informó 
que debía entrevistarme con el presidente, quien consideraría la viabilidad de contar 
con ese material. Al cabo de algunos días y de que la reunión no se pudiera llevar a 
cabo debido a la inasistencia del presidente, la misma funcionaria me comunicó 
telefónicamente que se había decidido que la solicitud debía tramitarse a través de 
una petición de aval de investigación convencional. Es decir, no solo la posibilidad 
de consultar las actas y memorias sino la investigación en su totalidad debía ser 
avalada por este CEI. Considerando que el objetivo no era otro que adelantar una 
consulta preliminar como ejercicio previo a la construcción de un proyecto de 
investigación más elaborado y consistente, y probablemente al notar la centralidad 
que para este tenía la propuesta investigativa, desistí del proceso.       
Casi simultáneamente hice otra solicitud al CEI del Instituto Nacional de Salud-INS, 
autoridad sanitaria del país que traza la política pública en la materia y financia y 
ejecuta proyectos de investigación biomédica. Luego de una entrevista con la 
Subdirectora de Investigación del Instituto y de que el CEI la revisara directamente, 
sus miembros plantearon que la decisión no se podía tomar “sin el consentimiento” 
del director del Instituto (que no es, necesariamente, el director ni el presidente del 
CEI) por ser éste “un órgano asesor” de la Dirección General (ver: CEI-INS, 
septiembre 1, 2011), sugiriendo entonces que fuese aquel quien la absolviera. 




participación en dos sesiones plenarias, en calidad de “invitado”, a las que acudí en 
el mes de septiembre y octubre de 2011. 
Previamente a estas dos solicitudes, algunos meses antes (mayo de 2011), una 
similar había sido planteada al CEI sobre el cual se realizará este trabajo. Esta 
primera solicitud fue agenciada por el docente encargado de dirigir este trabajo. La 
respuesta que en ese momento se dio mostró a este como un cuerpo colegiado con 
las puertas abiertas para adelantar la investigación. En la sesión respectiva el CEI-A: 
acepta la petición del estudiante…y lo autoriza para que revise las actas y 
para que asista a las sesiones. Además ofrece su apoyo para presentar al 
estudiante… ante los comités de facultad donde podrá apreciar de manera 
más directa la forma en que se avalan los proyectos (CEI-A, noviembre 1, 
2011).  
Varios meses después, cuando se consolidó una propuesta investigativa para 
participar como observador en las sesiones, agenciada esta vez de manera directa 
por el investigador y con el antecedente de que previamente ya se había autorizado 
su participación, la posición del CEI-A cambió sustancialmente. Remitieron una 
comunicación indicándome que debía acudir personalmente a presentar el proyecto 
de investigación.  
El acceso amplio y sin limitaciones inicialmente manifestado cuando la solicitud fue 
planteada por el director de este trabajo se hizo mucho más exigente. Se habló 
incluso de consultar si no existía ninguna restricción normativa para la participación 




informado” donde se indicara cómo se usaría la información. Se preguntó 
insistentemente “por qué el interés en conocer el desempeño de este comité, siendo 
posible en la Universidad visitar otros muchos más prácticos antes que fi losóficos”. 
Se argumentó igualmente que “la pluralidad en la conformación…no (era) exclusiva 
de este Comité, en tanto que el juicio de casos de estudio sobre ética en la 
investigación (era) reducido cuando se compara con otros…”. El representante del 
área de Veterinaria y Zootecnia consideró modificar la propuesta metodológica de 
modo que en lugar de la intervención en las sesiones se formulara un “conjunto de 
preguntas dirigidas a establecer los procedimientos” del CEI, las cuales fueran 
“respondidas en una sesión directa” e, incluso, que podría bastar con la interacción 
con el relator. Se indicó, asimismo, que la autorización para asistir podría justificar 
que “cualquiera otro cuerpo colegiado…debiera recibir observadores que 
desarrollaran investigaciones sobre su desempeño”, aunque otro integrante señaló 
que de ninguna manera aquélla podía entenderse de ese modo.  
Debido a este tipo de contratiempos preferí no identificar el CEI sobre el cual se 
realizará este trabajo. Aunque el CEI-A dio acceso público a la mayoría de sus 
actas, como se pudo apreciar durante el proceso investigativo se evidenciaron 
ciertas reservas de algunos de sus miembros en cuanto al uso de la información, por 
lo que se estimó que la mejor manera de mantener la confianza con el organismo y 
evitar que se cerraran definitivamente los canales de comunicación era atender la 
propuesta presenta por el Vicerrector en el sentido de suscribir lo que él denominó 




Por fuera de sesión propuse al relator suscribir un documento en donde constasen 
los términos de confidencialidad para el uso de la información. Elaboré una 
propuesta con los términos bajo los cuales se usaría la información, para la cual 
tomé como referencia el Convenio de Confidencialidad suscrito con el Director del 
INS. Luego de un intercambio de correos electrónicos con el relator, en los que él 
aclaró que el CEI no le preocupaba tanto la información confidencial protegida con 
propiedad intelectual sino la mención expresa a los comisionados, profesores o 
funcionarios de la universidad, se definió un documento que él presentaría a la 
plenaria del CEI para su aprobación, en el que básicamente se planteaba que 
ninguna persona sería identificada con su nombre y que se evitaría dar información 
específica que permitiese identificarla.  
Algunos meses después, a mediados de 2012, el relator me informó que el CEI-A 
llevaba varias sesiones sin reunirse y que por lo tanto no había sido posible poner 
bajo su consideración la propuesta. Dado que para entonces ya había tomado la 
decisión de concentrar el trabajo sobre las actas –que,  además, ya habían sido 
publicadas en el portal de Internet de la universidad-, y como quiera que el trabajo 
llevaba meses de retraso sin la respuesta del organismo, estimé que la mejor 
manera de salvaguardar la identidad del CEI y las personas referidas en las actas 
era manteniendo la reserva del nombre de la institución y las personas referidas en 
las actas.  
Aunque en principio consideré mantener el anonimato de las personas, únicamente, 
identificando en cambio a la institución universitaria, en vista de la resistencia que 




presentado solicitud de ingreso, interpreté que la mejor manera de proteger los 
intereses del CEI-A, ante la aún pendiente aprobación de los términos de uso de 
información, era preservando la identidad de la universidad a la cual se encontraba 
adscrito. 
Como se pudo apreciar, para la consecución del material empírico de este trabajo 
fue necesario desplegar mecanismos de acreditación del investigador y de 
validación de la propuesta investigativa con distinto impacto en cada una de las 
instituciones en las que se formuló la respectiva solicitud. En unas más que en otras 
se hizo patente cierta reticencia para permitir el acceso a la documentación o  
participación en las sesiones. En dos casos se determinó que la propuesta misma 
debía someterse a evaluación del CEI. El CEI del Instituto Nacional de Salud, por su 
parte, decidió que se trataba de un asunto de carácter administrativo.  
Esto tiene ya de por sí mucho qué decirnos acerca del modo en que estos 
organismos se autoconfiguran según comprensiones locales de la ética de la 
investigación (Stark, 1992), estableciendo límites a sus competencias y, de paso, 
fronteras entre ética y derecho o entre las dimensiones técnicas y normativas de la 
investigación científica. Sin proponérnoslo terminamos haciendo parte de un 
interesante ejercicio que nos obligó a cuestionarnos la corrección ética de nuestro 
trabajo.  
La posibilidad de que la propuesta fuera rechazada a raíz de una valoración 
desfavorable hizo surgir una preocupación que en realidad no había estado presente 




reflexivo en orden a hacer emerger dicha dimensión ética, tratando de anticipar los 
juicios que al respecto podían plantear los CEI. Es decir, debimos asumir el rol de 
uno de los actores que regularmente participa del proceso de evaluación ética de la 
investigación científica -el del investigador que somete su proyecto de investigación 
a la revisión del CEI-, con la diferencia de que el objeto de investigación era esta 
misma institución.  
Más allá del carácter anecdótico de estos episodios, lo anterior podría constatar los 
hallazgos de la literatura que en los últimos años se ha dedicado al estudio de los 
CEI, acerca de la marcada variabilidad en la toma de decisiones de estos cuerpos 
colegiados. Un corte diacrónico e incluso sincrónico nos permite ver la falta de 
uniformidad en la manera de tramitar y resolver la misma solicitud. El CEI del INS 
estimó que la competencia para resolverla recaía en el Director, por considerarse un 
cuerpo asesor, no decisor, subordinado a dicho funcionario. En el primer y tercer 
caso, si bien los CEI se consideraron la instancia competente para estudiarla, la 
procesaron de distinta forma. El de la facultad de medicina decidiendo que debía 
seguir el curso regular de cualquier otra investigación, lo cual suponía, desde luego, 
una evaluación ética de la misma. El último, mostrándose en principio colaborador 
con la propuesta cuando ésta fue formulada por el docente asesor y, finalmente, 
asumiendo una posición mucho más estricta y un papel activo en la formulación 
metodológica de la misma al sugerir cambios en la manera de obtener los datos.  
Parece ser, entonces, que pese a la existencia de una dinámica institucional que 
tiende a concentrar la supervisión ética en los CEI, los contextos institucionales 




Llama la atención el énfasis que tanto el CEI-A como el del INS hicieron en el uso de 
la información. En este último, el documento suscrito por el director del Instituto, en 
el que se consignaron las condiciones de acceso, revela que la preocupación central 
era el uso de la información “científica, tecnológica y administrativa de carácter 
confidencial”. En el primero, por su parte, esta inquietud no tenía que ver con ese 
tipo de información, dado que según alguno de sus integrantes “los temas que trata 
(no revestían) características de difícil manejo” o datos reservados, sino sobre los 
fines y la manera en que aquella sería presentada (CEI-A, noviembre 6, 2012).  
Sin duda, una de las razones que explica la reserva en el uso de la información tiene 
que ver con el manejo de datos protegidos legalmente. La investigación, por lo 
menos la biomédica, suele adelantarse con la intensión de conseguir productos 
patentables o cuando menos prestigio académico. En ese sentido, un protocolo de 
investigación podría contener una propuesta novedosa  y valiosa cuyo secreto debe 
ser guardado.  
Ahora bien, es inocultable que existe reticencia por parte de algunos de los 
miembros de estos organismos para permitir el ingreso de observadores externos. 
Ello se pudo apreciar no sólo en el acuerdo de confidencialidad y el “consentimiento 
informado” que fue necesario presentar sino también a partir de la interacción con 
los secretarios de los CEI y la funcionaria encargada de someter a consideración del 
CEI del INS la solicitud formulada. Las sugerencias relativas en la modificación del 
método en el sentido de que se plantearan preguntas directas, la insinuación de que 
bastaba con entrevistar el relator o, incluso, la propuesta de que se observaran otros 




casos específicos pueden ser interpretadas, a su vez, como estrategias para 
disuadir al investigador de participar como observador en las sesiones.  
Tal prevención radica, en parte, en la asunción de que la propuesta investigativa 
buscaba evaluar el “desempeño” del organismo, como se planteó en la sesión donde 
esta fue debatida, o como se aprecia también en el rol de “veedor” que al final fue 
asignado para asistir a las sesiones del CEI-A. Evidentemente, en este último caso 
el objetivo del proyecto de observar y analizar su funcionamiento fue interpretado 
como un intento de ejercer supervisión externa. Ello no fue bien recibido en atención 
a la preocupación de los comisionados por no defraudar las expectativas del 
investigador acerca de lo que realmente constituía el trabajo dentro de la institución 
y, por lo mismo, acerca de lo que podía encontrarse durante la observación. 
Además de otros factores asociados con la protección de datos la abrupta 
modificación de la decisión de este organismo, que significó una aplicación más 
exhaustiva de los mecanismos de control ejercidos sobre la propuesta investigativa 
(con relación a los exhibidos cuanto fue agenciada por el coordinador del programa 
académico), y en general la reserva de los demás CEI,  pueden explicarse como un 
esfuerzo por proteger su imagen pública y, de paso, de su razón de ser institucional. 
Al tiempo que operó como una estrategia disuasoria (eficaz, dicho sea de paso) para 
convencer al investigador de lo innecesario e inapropiado de adelantar una 
observación directa prolongada, la determinación de convocarle a presentar el 
proyecto y someterlo a evaluación, pese a que la solicitud ya había sido aprobada, 
dio la oportunidad al CEI-A de poner en práctica un rol activo en la evaluación y 




Es decir, se le ofreció la posibilidad de actuar como el órgano de supervisión y 
control que demandan las expectativas sociales. 
En últimas, con ello buscó mantener resguardada su autoridad institucional para 
juzgar la corrección ética de la investigación, actuando de acuerdo al ethos público 
reproducido en los estándares nacionales e internacionales. De ahí la sugerencia de 
uno de los comisionados para que las sesiones a las que fuera invitado estuviese 
presente uno de sus integrantes más reputados, de modo que pudiera “dimensionar 
el nivel que alcanzan las sesiones con su participación” (CEI-A, noviembre 6, 2012). 
Su propósito no era uno distinto a dar una muestra estereotipada de lo más refinado 
del quehacer de este organismo.  
Como quiera que el CEI-A decidió finalmente permitir mi ingreso solo a dos sesiones 
(CEI-A, noviembre 6, 2012), preferí concentrar mi trabajo sobre las actas, habida 
cuenta mi interés de seguir la trayectoria de configuración institucional del cuerpo 
colegiado, lo cual podrían ser difícil de apreciar en tan pocas sesiones. La asistencia 
a dicha sesiones tampoco fue posible dada la interrupción que se presentó en los 
meses subsiguientes a noviembre de 2011, cuando asistí al organismo a presentar 
el proyecto de investigación. 
Este trabajo se basa, entonces, en el análisis de la información contenida en las 
actas de las sesiones del CEI-A que van desde su instalación, el 22 de mayo de 
2006, hasta la sesión de 6 de noviembre de 2012, fecha en la que acaeció lo 
relatado en el párrafo anterior y en la cual tuvo lugar una de las últimas sesiones 




corresponde a 43 actas de igual número de reuniones, distribuidas mensualmente 
de manera más o menos homogénea durante dicho lapso, con interrupciones 
regulares de varios meses y una interrupción de aproximadamente un año, en 2008, 
cuando el CEI-A dejó de sesionar debido a dificultades para programar las reuniones 
“ante un semestre académico con problemas de cumplimiento de objetivos” para el 
organismo (CEI-A, agosto 27 de 2008), y debido también a inconvenientes en el 
nombramiento de algunos comisionados originados al parecer en la falta de interés 
para proseguir con sus actividades. 
La información contenida en las actas fue administrada empleando la herramienta 
informática para el manejo de datos cualitativos Atlas TI. En primera medida, como 
elección metodológica (y epistemológica) se codificó la información buscando 
temáticas recurrentes que contuviesen alusiones a la organización interna del 
trabajo, experticias, relación entre el CEI-A y los investigadores, pormenores de la 
evaluación ética de proyectos de investigación, entre otros. Es decir, hice una 
codificación buscando conciliar el marco teórico y conceptual de mi interés -temas 
como experticia (Collins y Evans, 2002); “demarcación” o “purificación” e 
“hibridación” (Bijker, Wiebe; Bal, Roland y Hendriks, Ruud, 2009); Gieryn, 1983; 
Miller, 2001; Latuor, 1993) “comunidades de prácticas” (Wenger, 2002)- con tópicos 
recurrentes dentro del CEI-A. Mejor aún, se buscó leer los datos empíricos de las 
actas, en cuanto fuese posible, a la luz de dichas nociones. A partir de ese ejercicio 
comenzaron a sugerir y fueron apareciendo tópicos c laves como el posicionamiento 
interno del cuerpo colegiado dentro de la organización matriz (Om); su relación con 




CEI-A y la “esencia” de la ética de la investigación; la distribución interna del trabajo; 
la revisión de proyectos de investigación y otros más. Identificados estos temas se 
buscó su origen dentro de las actas (¿Cuándo se posicionan como temas de 
interés?), tratando de establecer los patrones y siguiendo sus trayectorias en orden 
a identificar los actores involucrados, cuando las actas lo permitiesen.  
Además de lo anterior, se llevó a cabo una entrevista a profundidad con el relator del 
CEI-A, quien ha desempeñado dicha labor desde la creación del organismo en 2006. 
El relator no tiene ni voz ni voto dentro del CEI, de modo que constituye un testigo 
de excepción de lo ocurrido durante las reuniones del cuerpo colegiado y, sobre 
todo, de su trayectoria. En su condición de relator, este empleado de la Vicerrectoría  
aportará información relevante para esclarecer algunos apartes de las actas . 
Las actas del CEI-A, en comparación con las elaboradas por otros CEI, recogen con 
suficiente claridad la dinámica de las reuniones, los objetos de debate y las 
intervenciones de los comisionados. Constituyen, en ese sentido, una fuente 
confiable de información acerca de lo ocurrido durante las sesiones. Pese a ello, 
durante la recolección y análisis de datos se encontraron algunos inconvenientes. En 
algunas actas no se identifican los autores de las intervenciones o comentarios que 
quedaron registrados, lo cual dificulta en alguna medida seguir la trayectoria de las 
discusiones y afiliar ciertos puntos de vista con los comisionados que los defienden. 
Esta circunstancia obedece, según nos informó el autor de las actas (relator), a una 
directriz impartida en el año 2006, luego de la redacción de la primer acta, por su 
jefe inmediata, la Directora de Investigación, en el sentido de que “anonimizar” la 




los otros cuerpos colegiados de la Universidad….que no era tanto el deseo de 
figurar…sino la conjunción de ideas lo que permitiría construir esos acuerdos” 
(Relator del CEI-A, entrevista de octubre de 2014: 00:05:29). 
Las actas del CEI-A, lo mismo que las actas de cualquier otro cuerpo colegiado, 
adolecen, además, de otro problema: como se sabe, no todo lo que ocurre en la 
reunión queda consignado en ellas. Junto a los apartes que olvida el relator o quien 
la redacta, no se puede ocultar el hecho de que algunas discusiones controversiales 
pueden quedar por fuera de los registros escritos a voluntad de los participantes. 
Como ocurre en derecho con la llamada prueba de referencia (testigos de oídas, por 
ejemplo), si lo que buscamos es el ser del evento histórico acaecido a partir de lo 
consignado en un documento por alguien que s í fue testigo directo del suceso, 
tendremos que aceptar la alta probabilidad de fallar en dicha exploración. En efecto, 
son innumerables los detalles que se pierden cuando del evento original (la reunión) 
queda solo la inscripción que se deja en el acta. Gestos, incorrecciones en el uso del 
lenguaje, ideas políticamente incorrectas no defendibles en escenarios públicos, son 
maquilladas para que no aparezcan o aparezcan matizadas en el acta. Estas suelen, 
además, ser demasiado sintéticas en algunos casos, de modo que a veces se 
dificulta la comprensión de las ideas registradas por ausencia de contextos. 
Tenemos que aceptar que las actas, por las menos del CEI-A, no son relatos 
pormenorizados de lo ocurrido en la sesión, sino más bien reconstrucciones más o 
menos razonables entre lo que recuerda quien la elabora y lo que presuntamente 
ocurrió en la reunión. Su redacción y la información que contienen, así como la 




responde también a los intereses de quienes participan en su elaboración: allí se 
consolida una idea del CEI-A como un espacio que opera a partir del principio de 
consenso. Termina sirviendo también, en ese sentido, como un frontstage (Bijker et. 
Al., 2009), reproduciendo una idea depurada y decimonónica del CEI. 
Aunque la observación directa no resuelve del todo este problema, que en general 
es el problema de toda observación, se diría que favorece la intermediación entre el 
evento original y el análisis que efectúa el observador, al reducir el tiempo del 
proceso, incrementar la capacidad de hacer fácil memoria del evento de interés 
pero, sobre todo, disminuir los dispositivos de inscripción que median aquel evento y 
su producto y, consecuencialmente, incrementar la confiabilidad de los datos 
obtenidos. 
Asumimos una posición fenomenológica intermedia: como las inscripciones 
producidas en los laboratorios, que no reproducen el hecho emergente en bruto sino 
que depuran una realidad construyendo el hecho científico en ese proceso, las actas 
contienen una versión sintética y manufacturada de lo acontecido en las reuniones. 
Indiscutiblemente, de haber tenido acceso a fuentes empíricas que hubiesen dado 
cuenta de todo el fenómeno, se habría contado con una perspectiva mucho más 
amplia del proceso mismo de construcción del acta. Esta hubiese sido abordada 
como producto, no como principio del análisis. Es decir, como objeto que requería, 
por sí mismo, explicación. Aunque nada despreciable, ese no es el objetivo del 
trabajo. Este se basó en el acta como principio empírico para el análisis, poniendo 
en evidencia, cuando fuese del caso, la forma que en que su configuración incidiera 




Así pues, pese a las inocultables desventajas del acta en tanto material empírico o 
principio empírico de análisis, un estudio basado en la información que reposa en 
ella no es inviable. Primero, porque sin desconocer que un registro más completo 
enriquecería los análisis, no todas las actas adolecen de este problema. Asimismo, 
para los objetivos del análisis que me propongo adelantar no siempre será 
empíricamente imprescindible detectar la adscripción exacta del comisionado y su 
comentario o punto de vista. Por ejemplo, en la Sección II del capítulo empírico, en 
el debate acerca de la revisión de trabajos de grado de posgrado, el análisis se 
concentra en el CEI-A como cuerpo colegiado, siendo lo importante reconocer, 
además de las diferentes puntos de vista acerca de la supervisión ética de la 
investigación, la manera en la que el CEI opta por ciertas formas de relación con las 
comunidades vigiladas. Importa desde luego abrir la “caja negra” de la supervisión 
ética dando cuenta de las controversias, pero una vez hecho esto me interesa 
identificar los controles administrativos que ejerce el CEI-A sobre dichas 
comunidades. Lo importante aquí es observar cómo se configuran relaciones entre 
dichos actores de la red institucional de gobierno ético de la investigación. En la 
Sección III, en cambio, es imprescindible identificar en detalle la ascendencia 
disciplinar de cada actor, dado que se aborda el impacto del modo de organización 
multidisciplinar en el trabajo del organismo. Las actas sobre las cuales versa esta 
sección sí identifican apropiadamente a los autores de las afirmaciones. Valga 
insistir, entonces, en la pertinencia de la evidencia empírica sobre la cual se 
construyó este trabajo, a la luz de los objetivos que el mismo se propone, siendo, en 
todo caso, que ocasionalmente la información aportada por el relator del CEI 




Las actas poseen una ventaja adicional respecto de la observación directa: recogen 
datos más “limpios”, queriendo decir con ello datos menos alterados por la influencia 
del observador en el comportamiento del sujeto observado. Este no es un asunto de 
poca monta en este tipo de organismos que operan a “puerta cerrada”. La presencia 
de un tercero ajeno a su “comunidad de prácticas” puede generar, en términos de 
Bowker y Leight Star (1999), interrupciones en el flujo de expectativas. Más aún 
considerando las condiciones espaciales en las que suelen desarrollarse las 
reuniones, a menudo en pequeñas salas de juntas en las que los miembros del CEI 
se sientan cara a cara. La presencia prolongada de un observador , distinto a la 
natural situación en la que se encuentra el relator, puede generar incomodidad y 
constituir un estímulo positivo o negativo para los comisionados, que rompe con la 
naturalidad y espontaneidad del momento. En efecto, puede motivar una 
intervención de un actor determinado que busca ajustarse a las expectativas de lo 
que él piensa el observador espera de él, o simplemente abstenerse de hacerla.  
Así, por ejemplo, en la sesión a la que asistí a explicar mi proyecto de investigación 
fue notoria la prevención del Vicerrector, en parte porque pensaba que buscaba 
evaluar el “desempeño” del organismo (CEI-A, noviembre 6, 2012), como se aprecia 
en el rol de “veedor” con el que al final justificó mi presencia en las dos sesiones. 
Observar y analizar el funcionamiento del organismo fue interpretado como un 
intento de supervisión externa, no muy bien recibido por el integrante del CEI que se 
acaba de mencionar y el comisionado designado por la Facultad de Medicina 
Veterinaria y Zootécnica  debido a cierto interés, del primero, de mantener bajo 




expectativas del investigador acerca de lo que realmente se hacía dentro del 
organismo y, en esa medida, acerca de lo que podía hallar durante la observación. 
En ese sentido, aunque se hubiese podido emplear otros medios, las actas eran 
necesarias para obtener información de calidad y relevante para el estudio.  
Hechas estas precisiones metodológicas, a continuación se presentará el plan global 
de este trabajo. El Capítulo I se ocupa de una revisión de la literatura nacional e 
internacional reciente que desde diferentes perspectivas ha abordado el estudio de 
los CEI. Se propone el concepto de “organizaciones de frontera” desarrollado por 
David Guston (1999, 2001) como enfoque para entender dos dimensiones 
inobservadas pero necesarias para dar cuenta del modo en que opera y es ejercido 
el control institucional sobre la ética del quehacer investigativo: una macro, o de los 
actores de la red, y otra interaccional, o de los problemas propios del modelo 
constitutivo de los CEI.  
La primera busca descentralizar analíticamente a estos organismos. Como se verá, 
es necesario entenderlos en relación con las fuerzas y trayectorias de los demás 
actores de lo que denominaremos red institucional de gobierno ético de la 
investigación. La noción de red institucional de gobierno ético de la investigación 
busca unificar el conjunto de actores articulados alrededor de la vigilancia del 
cumplimiento de estándares éticos en la investigación. El concepto se refiere 
específicamente al modelo de supervisión ética descrito en las primeras páginas, el 
cual se caracteriza por haber centralizado institucionalmente dicho ejercicio de 




Debe tenerse en cuenta que la vigilancia ética de la investigación cuenta con 
diversos agentes y agendas, por fuera incluso del sistema de ciencia, tecnología e 
innovación nacional. Puede hablarse, por ejemplo, de instituciones como la 
UNESCO a través de su programa de Ciencia y Tecnología y organismos 
internacionales como la Organización Mundial de la Salud – OMS, que produce 
protocolos para la evaluación ética de proyectos de investigación. Estos, junto a 
otros actores institucionales como la organización matriz (que aloja 
reglamentariamente al CEI), las entidades dedicadas a financiar la investigación y 
publicar los resultados de esta, así como los objetos que conforman la materialidad 
de la red (avales de ética, sistemas de publicaciones indexadas, revistas 
académicas, recursos económicos destinados a investigación) han contribuido a 
configurar el rol del CEI en su relación con los demás actores de la misma. 
Describir dicha red y su estabilización y dar cuenta de los debates que han 
conducido al posicionamiento local del CEI-A, dentro del circuito institucional del cual 
hace parte, son los objetivos de la Sección I del capítulo empírico.  
En la Sección II se abordan propiamente las tensiones que surgen entre la labor de 
supervisión del CEI-A y la autonomía discursiva e institucional de las comunidades 
disciplinares vigiladas, a propósito del aval como objeto que se vuelve controversial. 
La problematización del aval, producto del esfuerzo desplegado por una postura 
dentro del cuerpo colegiado que busca “descajanegrizarlo”, pondrá de manifiesto el 
conjunto de estrategias discursivas sobre el cual se cimienta la ética de la 
investigación como discurso público dentro del CEI. Allí se podrá observar que 




oportunidad, se han visto materializadas en medidas administrativas que 
demuestran que el CEI ha optado por un estilo de supervisión ética de la 
investigación basado en controles administrativos blandos. 
La segunda línea de análisis que se abre con el concepto de organizaciones de 
frontera tiene que ver con el proceso de articulación e interacción entre las distintas 
trayectorias (epistemológicas y de intereses) de los integrantes del CEI y entre este 
y la comunidad vigilada, durante el ejercicio de revisión ética de proyectos de 
investigación. Guston (1999, 2001) plantea que una de las características 
fundamentales de estas organizaciones es la de ser espacios en donde se reúnen 
agentes de políticos o administradores y científicos. Es por ello que en su quehacer 
cotidiano tiene lugar un trabajo de construcción de fronteras contingentes (Gieryn, 
1983) entre ciencia y política.  
En la Sección III se dirige la atención hacia los problemas que surgen con ocasión 
de la articulación e interacción en un espacio fronterizo como el del CEI-A y la 
manera en que han sido resueltos. En este punto se planteará que las 
determinaciones del organismo que privilegian espacios de decisión de las 
comunidades disciplinares vigiladas tienen que ver en buena medida con el 
problema de la habilidad y legitimidad con la que outsiders, como eventualmente son 
los miembros del CEI, emiten juicios acerca de la corrección técnica o ética de 
saberes expertos que no dominan, pero que sí dominan los investigadores miembros 
de las comunidades disciplinares vigiladas; un problema que es resultado de la 
configuración multidisciplinar del CEI y que Collins y Evans (2009) abordan cuando 




investigación el CEI-A buscó homogeneizar espacios de decisión de acuerdo con 
criterios de experticia, tratando de evadir la concurrencia de “comunidades de 
prácticas”, o basó su revisión sobre la valoración ética que el propio investigador y 
pares académicos de prestigio hicieron de su propuesta. Lo anterior evidencia que 
dentro de la práctica local de supervisión el investigador goza de un radio amplio de 
acción para interpretar y definir la dimensión ética en su trabajo, esta vez como un 
actor “interaccional” que debe estar en capacidad de hacer emerger esta última y 
comunicarla al CEI. En suma, bien sea desde el punto de vista de su 
posicionamiento con relación a los demás actores de la red o desde las dinámicas 
interaccionales sobre las cuales se basa su trabajo, se concluirá que el CEI termina 
siendo un espacio en el que se reafirma el esoterismo profesional de las comunidad 










MARCO PARA EL ANÁLISIS: DIMENSIÓN ORGANIZATIVA E INTERACCIONAL 
DEL CEI 
 
EUA e Inglaterra son probablemente los países en donde más interés académico 
han suscitado los IRB (o CEI). No es de extrañar, por lo tanto, que la mayor parte de 
la literatura que se ocupa de estos organismos se haya producido en estos países. 
Buena parte de lo que allí se ha escrito acerca de los CEI durante las tres últimas 
décadas se ha concentrando en la inestabilidad del proceso y resultados de la 
evaluación ética de proyectos de investigación. En gran medida este tipo de trabajos 
han incentivado la idea de que estos cuerpos colegiados constituyen una talanquera 
para el avance del conocimiento, una “burocracia académica” incontrolada o una 
nueva modalidad de censura. Como se verá, comparten una perspectiva 
metodológica que visibiliza la inseguridad en su funcionamiento desde un punto de 
vista sincrónico, pero han olvidado la importancia de una aproximación diacrónica 




de lo que Stark (2012) denomina “precedentes locales” y una mirada del entorno y 
los actores institucionales. 
Propondré la noción de “organizaciones de frontera” en orden a profundizar, primero, 
en la red de actores que participan del gobierno ético de la investigación y, segundo, 
en el funcionamiento de los CEI. La articulación e intermediación entre las distintas 
trayectorias epistemológicas de sus integrantes y los demás actores a los cuales se 
acaba de hacer referencia se analizan como “comunidades de prácticas” (Wenger, 
2002) concurrentes que precisan de un conjunto de mecanismos de intermediación 




Incertidumbre e inestabilidad en la supervisión ética de la investigación 
 
A excepción de unos cuantos estudios, en Colombia los CEI han recibido escasa 
atención. Los trabajos de ética y bioética existentes en el país han puesto mayor 
atención en reproducir debates teóricos de la ética y la bioética (ver, por ejemplo: 
Peña Beatriz, 2002; Llano Escobar, 2002; Peña Riveros y Arango Bayer, 2009; 
Hoyos Vázquez, 1996, 2002) que en los problemas de administración del gobierno 
ético de la investigación. Desde disciplinas distintas a la bioética se destacan 




la investigación genómica, en particular en lo que tiene que ver con la administración 
de los biobancos en donde se almacenan muestras biológicas (Nemogá Soto, 2013). 
Una búsqueda adelantada en las revistas más reputadas como la de Bioética de la 
Universidad El Bosque, Biomédica del INS, y otras más recientes como Persona y 
Bioética de la Universidad de la Sabana, arroja unos resultados exiguos que, a la 
postre, constituyen el único material escrito sobre estos organismos. En su mayoría 
se trata de documentos de trabajo con propuestas acerca de cómo deberían operar 
según las recomendaciones internacionales (Ver, por ejemplo: Peña Beatriz, 2002; 
Arango Bayer, 2008; Garzón Alarcón, Peña Riveros, Arango Bayer, Aguinaga, 
Munévar, Prieto Silva, 2008); breves historias institucionales que dan cuenta de la 
trayectoria de algún CEI en particular (Ver, por ejemplo, Prieto, 2011), o alusiones 
ocasionales que radican en el deber reglamentario de supervisión que están 
llamados a cumplir.  
En el año 2003 se llevó a cabo el primer estudio con el cual se pretendía conocer el 
estado en el que se encontraban estos organismos, después de más de una década 
de funcionamiento. El proyecto “Actualización de los comités colombianos de ética 
de investigación en humanos en normas y procedimientos” se ejecutó con fondos de 
la UNESCO y el Centro Internacional de Entrenamiento e Investigaciones Médicas - 
CIDEIM, de la ciudad de Cali, con apoyo de Colciencias y la Universidad del Valle. 
Se aplicó una encuesta en centros de investigación registrados en Colciencias y se 
seleccionaron 280 grupos de investigación que realizaban experimentación en 
humanos para el año 2002. De estos, el 80% pertenecían a 40 instituciones entre 




por correo un cuestionario a las instituciones que tenían conformado un CEI, 
indagando acerca de su constitución, composición, reglamentación, pluralidad, 
representatividad e independencia (Miranda, 2006).  
El 87% respondió la encuesta, encontrándose que el 53% de estos organismos se 
alojaba en una universidad pública o privada, el 30 % en hospitales y el 13% en 
centros de investigación públicos y privados. En promedio contaban con 8 
miembros: alrededor del 47% médicos, el 23% “representantes de la comunidad”; el 
39% estaban conformados totalmente por miembros afiliados a la organización 
matriz. En el 50% se evidenció equidad en la constitución por género y el 70% 
contaba con un manual de operaciones interno (Miranda, 2006:146).  
La Fundación Avanzar llevó a cabo un estudio posterior con datos obtenidos a través 
de similar metodología en los años 2001 y 2002. A pesar de que al seleccionar el 
universo de instituciones encuestadas se enfatizó en hospitales de nivel III y IV 
(73%), los resultados son similares a los del estudio relacionado en precedencia: los 
CEI encuestados estaban conformados por 9 miembros en número promedio y 
número mediano y 7 en número modal. En cuanto al perfil profesional de sus 
integrantes 6 pertenecían al área de la salud, 2 no estaban relacionados con este 
campo y uno se reconocía como “no profesional” (representante de la comunidad, 
sacerdote católico), al tiempo que en promedio 7 pertenecían a la organización 
matriz (Alterio et al., 2008: 106). 
Un aspecto de importancia no indagado en el primer trabajo reseñado tiene que ver 




79% de los organismos encuestados dijo emplear la Norma de Buena Práctica 
Clínica del Comité Internacional de Armonización (ICH - GCP); 73% señaló también 
utilizar la resolución 8430 de 1993 y la declaración de Helsinki; 50% la Guía 
Internacional sobre aspectos éticos de la investigación médica (Consejo de la 
Organización Internacional de Ciencias Médicas – CIOMS / OMS) y cerca del 40% 
también el código de Núremberg.  
También se investigaron los aspectos de la investigación evaluados por los CEI, 
obteniéndose los siguientes resultados: “éticos en la totalidad de instituciones, 
metodológicos en 34 instituciones (89.47%), la idoneidad y calidad del investigador 
en 29 instituciones (76.32%), la idoneidad y calidad del patrocinador en 28 
instituciones (73.68%), la validez de la pregunta de investigación en 24 instituciones 
(63.16%), estadísticos y facilidades locativas y equipos en 22 instituciones (57.89%), 
respectivamente, aspectos financieros incluyendo pago a los pacientes en 19 
instituciones (50%), acuerdo con el investigador en 18 instituciones (47.37%), la 
idoneidad y calidad del monitor en 14 instituciones”  (Alterio et al., 2008: 111). 
Estos trabajos arrojan luz acerca del panorama general de los CEI en Colombia 
entre los años 2000 y 2003. Muestran que no han operado de forma homogénea y 
que detrás de su propósito oficial (supervisión de la ética conforme a estándares 
éticos presuntamente estables) se han desarrollado un conjunto de prácticas 
relativamente autónomas y, podemos decir, dependientes del entorno institucional 
local al cual se encuentran inscritos. Así lo evidencia la diversidad de procedimientos 
a través de los cuales sus miembros son designados, su composición y los criterios 




Huelga decir, no obstante, que este no es un fenómeno exclusivo de los CEI en 
Colombia. Este aspecto es tal vez uno de los que más atención ha recibido de parte 
de la literatura especializada en Estados Unidos e Inglaterra, en donde en los 
últimos 20 años se han adelantado numerosos estudios empíricos empleando datos 
cuantitativos obtenidos a partir de la presentación de las solicitudes de revisión de 
proyectos de investigación multicéntrica y encuestas (Ver, por ejemplo: Garfield, 
1995; While, 1995; Ahmed y Nicholson, 1996; Lux y Edwards, 2000; Silverman y 
Sugarman, 2001; Maskell, Jones y Davies, 2003). Este tipo de investigaciones 
ofrecen la posibilidad de constatar la variabilidad en la toma de decisiones por 
cuanto generalmente el mismo diseño experimental se somete a revisión en cada 
uno de los CEI de los lugares en los que aquel planea ejecutarse. Los resultados 
son abrumadores acerca de la disparidad de procedimientos, prácticas y solución a 
casos aparentemente similares, como lo evidencian las conclusiones a que llegó el 
siguiente estudio llevado a cabo en Inglaterra: 
Se propuso un estudio regional acerca de las necesidades de salud mental de 
menores infractores en el que adolescentes de 13 a 17 años debían ser 
identificados por agencias sociales, de salud y los organismos de justicia de 
menores. El estudio se efectuaría a partir de una entrevista psiquiátrica y 
social, una evaluación del nivel educativo, una entrevista con el personal, un 
cuestionario postal a los padres y un estudio de las notas. La autoridad 
regional de salud identificó 14 comités de ética. De antemano se obtuvo la 




informándoles que se trataba de un estudio transversal en el Distrito y que un 
comité ya había dado su aprobación.  
Un comité no respondió a la pregunta inicial. Dos comités vecinos tenían 
acuerdos de aprobación recíproca. Once proporcionaron diferentes formularios 
de solicitud. Uno proporcionó un formato específico para los estudios no 
clínicos...Dos formularios indagaban acerca de si el estudio era multicéntrico, 
al parecer sin que esto fuese un dato significativo. Una de las guías de un 
comité señalaba que la investigación no terapéutica en niños era en general 
inaceptable. Un comité indicó que para el consentimiento en un estudio 
utilizando sólo entrevistas o cuestionarios podría no ser necesaria la 
presentación de un escrito, mientras que otro planteó que el consentimiento en 
los cuestionarios postales debía obtenerse directamente de la persona 
(Garfield, 1995:660). 
En estos países se han adelantado estudios que demuestran que a pesar de la 
existencia de regulaciones centralizadas no hay estandarización en los protocolos 
de evaluación ética que se exige elaborar a los investigadores (Sherwood, 2006); en 
la determinación de los “elementos básicos del consentimiento informado” (Whittle, 
2004; Silverman, 2001) -en particular cuando se trata de menores de edad-, y en la 
forma de acreditarlo (White y Gamm 1999; Burman, 2003); en el tiempo promedio 
que toma la evaluación de un proyecto de investigación (Mansbach, 2007) y en la 
determinación de estrategias sistemáticas para resolver el balance riesgo/beneficio 
(Larson, 2004; Reynolds, 2002; Rogers, Schwartz, Weissman y English, 1999). 




los ensayos y las hipótesis que aspiran demostrarse, en cuanto se refiere a la 
distinción entre terapias experimentales (de las cuales se conoce su eficacia para 
tratar problemas de salud previamente conocidos) y terapias convencionales y bajo 
qué circunstancias las primeras deben adelantarse; cuándo usar placebos y qué 
pacientes debe someterse al ensayo clínicos (Stark, Tyson y Hibberd, 2010), entre 
otros.  
Este tipo de trabajos tienen por común denominador ciertas estrategias 
metodológicas para abordar el estudio de los CEI y un enfoque normativo acerca de 
su estructura y funcionamiento. En cuanto a lo primero, buena parte de los citados 
en esta sección se basan en investigaciones cuantitativas desarrolladas a partir de 
encuestas efectuadas vía correspondencia u otros medios no personales (Ver, por 
ejemplo: Speckman, Gerson, Wangsmo, Muse, Sugarman, 2007). Con frecuencia se 
encuentran trabajos cuya principal fuente la constituye la correspondencia entre el 
CEI y el investigador o las cartas de respuesta a la solicitud de revisión (Hirshon et 
al. 2002; Mansbach, Acholonu, Clark, Camargo, 2007). Estas estrategias 
metodológicas y los resultados producidos por investigaciones así adelantadas 
terminan acentuando la inconsistencia en la evaluación ética de la investigación 
multicéntrica, como se planteó atrás, sometiendo a revisión simultáneamente un 
mismo diseño experimental. Sin embargo, estas estrategias tienen que ver también 
con que estos organismos sesionan confidencialmente y a puerta cerrada, 
dificultando la obtención de información empírica producto de la observación directa.  
Lo anterior planeta un reto metodológico subestimado en la literatura analizada en 




obra en la correspondencia o las cartas que conceden o niegan el aval a una 
investigación constituya sólo una parte de las razones o los arreglos locales que 
motivan las decisiones que toma el CEI. No se puede perder de vista que existe una 
expectativa de razonabilidad a la que por supuesto deben hacerle juego los CEI, 
como ocurre igualmente con cualquier otra institución que a través de sus 
pronunciamientos debe responder a ciertas demandas de forma y contenido en el 
uso del lenguaje o a ciertos imaginarios colectivos, dentro de lo que Charles Tilly 
(2006) denominaría una práctica de “dar razones”. En ese sentido, los 
pronunciamientos oficiales deben ser leídos como actos teatrales, puestas en 
escena o performance públicos que contribuyen a definir representaciones oficiales 
de la actividad investigativa y la ética.  
Por esta línea de análisis discurre la propuesta de Dixon-Woods, Angell, Ashcroft y 
Bryman (2007), quienes han planteado que las cartas o avales cumplen tres 
“funciones sociales”. En primer lugar, definen para cualquier solicitud de revisión lo 
que un CEI considera una práctica ética y confieren autoridad a esa definición. “Lo 
hacen activamente, a través de observaciones sobre aspectos concretos de las 
propuestas, y pasivamente a través de silencios sobre otros” (Dixon-Woods et al, 
2007:1). En segundo lugar, dan cuenta de la labor del CEI y constituyen una forma 
de “presentación institucional”. Una especie de frontstage (Bijker et al, 2009). En 
tercer lugar, definen la naturaleza de la relación entre el CEI y el solicitante, a quien 





La propuesta de este trabajo profundiza en el enfoque de Dixon-Woods et al (2007), 
en la medida en que no se limita a un análisis transversal de las comunicaciones 
emitidas por diferentes CEI sino del proceso que hay detrás de su configuración en 
tanto objeto público. De lo que se trata en últimas es de develar las trayectorias de 
estabilización de los avales con miras a descubrir las prácticas y discursos locales 
que son invisibilizados a partir de los juicios categóricos que a menudo quedan en 
ellos registrados. Para ello es imprescindible seguir las trayectorias de formación de 
estos avales, cuyo análisis se ve profundamente limitado desde la metodología y 
bases empíricas empleadas en los trabajos comentados, por cuanto se precisa de 
cierta cercanía con las prácticas y procedimientos cotidianamente empleados por 
esos organismos. 
La segunda característica de los trabajos acerca de la inestabilidad en el 
funcionamiento de los CEI tiene que ver con su propio enfoque, en cuanto asume la 
incertidumbre del proceso de revisión ética como una característica de su mal 
funcionamiento, ineficiencia e inoperatividad. Si bien algunos autores plantean que la 
aplicación de diferentes estándares para la evaluación ética no es en sí mismo un 
problema o no puede considerarse una dinámica nociva por cuanto es de esperar 
que las condiciones locales varíen en cada caso y asimismo los juicios éticos de la 
investigación, son cuestionables las “variaciones injustificadas” (Edwards, Ashcrofty, 
Kirchin, 2004).  
Producto de estos cuestionamientos los CEI han pasado de ser organismos 
supervisores a ser supervisados. A fin de conjurar la dispersión en la toma de 




tendientes a refinar su estructura burocrática. Todas tienen por común denominador 
que buscan estandarizar su funcionamiento a través de la centralización, 
certificación y supervisión de su trabajo y la creación de protocolos de revisión ética 
estandarizados (Coleman, 2008; Steinbrook, 2002; Green y Geiger, 2006; Emanuel 
et al., 2004; Wood Grady, Emanuel, 2004). Es decir, reforzar el carácter centralizado 
y burocrático del modelo. 
Son varios los problemas a los que, sin embargo, se ven abocadas este tipo de 
aproximaciones. En primer lugar, dan por descontada la premisa de que los CEI 
deben responder de manera uniforme a los mismos casos que se someten a su 
estudio, asumiendo que la ética de la investigación es un campo coherente y que, 
por lo tanto, a los mismos inputs deben seguir los mismos outputs. Al hacerlo dejan 
sin abordar el problema de la flexibilidad interpretati va que, podemos sospechar, 
reina en la ética y la bioética. Estos campos se caracterizan por la permanente 
circulación de conceptos dúctiles, maleables, atributos que se acentúan cuando, 
además, como ocurre con la ética discursiva y la bioética, son prohijados como 
elementos definitorios de las mismas disciplinas.  
Estos análisis desconocen igualmente que el gobierno ético de la investigación 
ocurre en medio de híbridos institucionales en los que se entrecruzan objetos y 
personas con trayectorias epistemológicas, ascendencias disciplinares e intereses 
no siempre concurrentes. Parte del proceso consiste precisamente en la 
“purificación” (creación de distintas “zonas ontológicas” entre lo humano y lo no 
humano) y “traducción” (creación de híbridos socio-naturales) (Latour, 1993); o 




funcionales institucionales (Gieryn, 1989; Miller, 2001; Bijker et el., 2009). Hasta 
dónde se extienden los dominios de lo ético y lo científico de la investigación, qué 
experticias se requieren para juzgar su corrección (científica y ética); por lo tanto, 
hasta dónde se prolonga la competencia del CEI y cómo se administra internamente 
su trabajo, son asuntos que no resuelven estos organismos de manera aislada sino 
dentro de la red de actores heterogéneos que hacen parte del gobierno ético de la 
investigación. 
Más que evaluar a los CEI, se trata de dar cuenta de la manera en que cumplen con 
su rol en tanto órganos llamados a concentrar la supervisión ética de la actividad 
científica. Las elecciones metodológicas (estudios estadísticos) de los trabajos que 
se han ocupado de la variabilidad en su funcionamiento no han tenido en cuenta que 
a pesar de su “malfuncionamiento” cada CEI estabiliza ciertas prácticas locales que 
le permiten cumplir con su rol misional. Si transversalmente se observa 
incongruencia, una mirada diacrónica ofrece la posibilidad de seguir las estrategias y 
dispositivos que se emplean para hacer frente a la flexibilidad interpretativa que 
caracteriza la ética de la investigación y la heterogeneidad de actores que participan 
de ella.  
 
 





El campo de la ética de la investigación en humanos ha heredado de la ética en 
general y de la bioética en particular una amplia flexibilidad interpretativa que lo hace 
particularmente susceptible de controversias de difíci l clausura o de clausuras 
desiguales. Jasanoff, por ejemplo, da cuenta de cómo el debate acerca del uso de 
células madre se abordó y resolvió de manera parcialmente distinta en Estados 
Unidos, Gran Bretaña y Alemania, en parte debido a lo que ella denomina diversas 
epistemologías cívicas. Este debate 
fue puesto al servicio de narrativas nacionales poderosas más amplias: el 
progreso a través de la innovación médica y la oposición al aborto en los 
Estados Unidos; la creación de un Rechtssaat ejemplar en Alemania, y el 
mantenimiento de un espacio bien ordenado para la investigación, en 
colaboración con el estado empirista, en Gran Bretaña (Jasanoff, 2005:201).  
Así pues, los acuerdos generales alrededor de los principios éticos no parecieran 
garantizar la uniformidad en su aplicación. Pese a que los principios éticos de la 
experimentación parecieran haberse expandido de la mano con la empresa científica 
occidental y su/sus paradigma/s ético/s, los pequeños acuerdos que lo alimentan 
tienden a ser difusos, no duraderos o fácilmente reversibles.  
Es por lo mismo paradójico que los expertos procuren no equiparar la ética, incluso 
la aplicada (que se emplea con fines prácticos, como resolver dilemas clínicos en 
hospitales), con simples normas de comportamiento (Cortina, 1989:15; Asnariz, 
2002). Se prefiere pensar en ella como un espacio conceptual y social para la 




planteamiento se cimienta sobre un cuestionamiento al hecho de que el juicio ético 
esté mediado por dinámicas institucionales de poder (jerarquías académicas, 
profesionales) diferentes al debate público y racional propio de la “acción 
comunicativa” habermasiana. La ética, por lo menos la adscrita al paradigma 
discursivo comunicativo (Peña Riveros y Arango Bayer, 2009), no sólo encuentra su 
fuente de legitimidad en la deliberación racional sino que se define a partir de ella . 
En esa esencia racional comunicativa radica también la reticencia de los expertos a 
que, paradójicamente, la “reflexión ética” sea considerada un saber o habilidad 
esotérica. Juzgar la corrección ética del quehacer científico no es patrimonio 
exclusivo de un saber determinado, suele escucharse. Es importante tener en 
cuenta que la flexibilidad interpretativa de la ética hace parte de su configuración 
como saber y práctica y es celebrada como uno de sus atributos más característicos.  
Ahora bien, la ampliación del espectro de los actores bajo la égida de la 
democratización del gobierno ético de la investigación podría ser un arma de doble 
filo. Como lo demostraron Epstein (1996), Wynne (1996) y otros autores que han 
contribuido al llamado giro participativo en los estudios sociales de la ciencia, 
quienes intervienen en una controversia científica a menudo apelan a la autoridad 
que emana de la posición social de los actores involucrados, o a las “credenciales”, 
que como “meta experticias” permiten a los outsiders juzgar la conveniencia de un 
saber que no dominan (Collins y Evans, 2009). Al ampliar el espectro de actores 
legitimados para intervenir en una controversia ética se diluye la eficacia de 
dispositivos sociales de ingreso y acreditación que en otras controversias reducen 




reducido de expertos que dominan un conocimiento esotérico y que comparten en lo 
fundamental lo que Knorr-Cetina (1999) llamaría una “cultura epistémica”.  
Puede plantearse, en ese sentido, que este elemento ideológico sobre el cual ha 
surgido la ética de la experimentación podría explicar parcialmente la falta de 
decisiones más homogéneas. En efecto, el hecho de que profesionales con sus 
propias trayectorias disciplinares participen en la definición de una controversia socio 
científica abriría la posibilidad a un conjunto de preocupaciones tan heterogéneas 
como heterogénea sea la composición del CEI. En ese sentido, la estabilización de 
determinadas líneas de decisión dependería de circunstancias locales muy 
específicas y contingentes; por ejemplo, los grupos representados, las relaciones de 
autoridad que entre sus miembros se consoliden y otros factores asociados con su 
entorno institucional.   
Trabajos como el de Stark (2012) han estudiado el problema de la inestabilidad en la 
toma de decisiones dentro de los CEI. Esta autora considera que aún unificando los 
protocolos de evaluación ética no se conseguirá uniformidad significativa en su 
funcionamiento. Como parte de la investigación que adelantó simultáneamente en 
CEI de varias universidades de EUA, Stark llevó a cabo un ejercicio experimental 
con el fin de determinar la variación de las respuestas entre los diferentes CEI, ante 
una solicitud de revisión ética de un proyecto de investigación ficticio. Este proyecto 
ficticio consistía, a grandes rasgos, en estudiar las respuestas que un grupo de 
empleadores, sin conocimiento de la investigación, daría a las solicitudes de empleo 
presentadas por otro grupo de estadounidenses blancos y afro descendientes, 




hombres afro descendientes y blancos que accedían a un trabajo después de haber 
estado en prisión. 
Stark (2012) encontró que las respuestas profundizaban en distintos aspectos del 
diseño experimental (la falta de consentimiento informado de los empleadores, 
problemas de orden legal asociados con prácticas discriminatorias a nivel laboral, 
privacidad y confidencialidad de la información, etc.) a pesar de que todas invocaban 
las mismas fuentes regulatorias. Es decir, los mismos lineamientos normativos no 
garantizaron homogeneidad en los procedimientos y resultados de la evaluación 
ética de la experimentación.  
Según Stark (2012), aunque es cierto que la variabilidad depende de las diferencias 
materiales de los CEI (composición, financiamiento, etc.), se trata también de 
diferencias conceptuales locales. Esto es, de cómo se interpretan las reglas que 
gobiernan la ética de la investigación y cómo se aplican a los casos concretos. En 
ese sentido, aclara, el lenguaje de la ponderación riesgo-beneficio tiene una función 
más bien retórica consistente en demostrar el dominio de las “reglas de juego” del 
campo, lo cual permite a estos “cuerpos declarativos”, como los denomina, generar 
la impresión de que no deciden arbitrariamente.  
Más que aplicar reglas generales abstractas e impersonales o principios éticos a 
situaciones concretas los CEI emplean “precedentes locales”, que son formas de 
resolver casos particulares que se estabilizan y continúan aplicando analógicamente 
en el futuro a otros casos que el CEI juzga similares. “Las decisiones que establecen 




estables y predecibles en el tiempo”, argumenta Stark (2012:52). Los precedentes 
locales permiten a estos organismos hacer más eficiente, rápido e internamente 
consistente su trabajo, al tiempo que son responsables de la variabilidad que 
cuestionan algunos críticos, pues cada uno puede trazar los suyos propios, en 
principio incompatibles con los delineados por otros. Para Stark, la forma en que 
estos organismos toman decisiones revela que pese apelar cotidianamente a los 
grandes principios, reglas y conceptos de la ética de la investigación, los casos 
particulares se resuelven a partir de acuerdos idiosincráticos que tienden a 
proyectarse en el futuro. 
Ahora bien, al trabajo de Stark (2012) -como al de los demás autores citados en este 
capítulo- pueden objetársele dos puntos. Primero, pierden de vista los conflictos 
propios del rol de vigilancia sobre comunidades disciplinares esotéricas que dominan 
saberes expertos. El trabajo de Stark, que es el que aborda con mayor detalle las 
dinámicas de interacción dentro de los IRB, tiende a ver la revisión ética como un 
proceso en el que el investigador tiene una agencia reducida, al tiempo que ve el 
trabajo del organismo, de algún modo, como un ejercicio heterónomo y 
excesivamente centralizado. Más allá de las contingencias institucionales locales, 
como se demostrará más adelante, existe una tensión discursiva e institucional 
permanente entre la acción del cuerpo colegiado y la facultad de autogobernarse de 
aquellas comunidades.  
Derivado de lo anterior, en segundo lugar, estos trabajos dejan sin abordar una 
dimensión fundamental para entender el origen de dichas tensiones: su dimensión 




para dar cuenta del papel de los actores que conforman la red de gobierno ético de 
la investigación en la configuración del CEI y los discursos y objetos que circulan 
dentro de ella. Si bien estos cuerpos colegiados constituyen puntos de paso obligado 
dentro de la red, deben articularse con otros actores como los investigadores y otras 
instancias administrativas como la organización matriz, otros CEI, etc. 
 
Riesgo e incertidumbre 
 
Una labor fundamental de los CEI consiste en responder a la incertidumbre que 
caracteriza el proceso de supervisión ética de la investigación. La supervisión ética 
se desarrolla fundamentalmente a partir de juicios predictivos elaborados sobre el 
diseño experimental o protocolo que somete a revisión el investigador. Se confía en 
el proyecto de investigación como dispositivo capaz de ordenar el curso de esta y 
recoger el universo de variables involucradas.  
A pesar de que este es, presuntamente, el trabajo de los CEI y el modelo de 
supervisión se ha construido sobre dicha premisa, este aspecto ha sido menos 
tratado en la literatura especializada que se ha ocupado de estos organismos. 
Trabajos como el de Van Ness han abordado el estudio de la dicotomía riesgo-
beneficio desde un punto de vista retórico (Van Ness, 2001). Este autor entiende 
dicha dicotomía como una figura retórica (rethorical trope) “asimétricamente 
agrupada…que transmite connotaciones de benevolencia y optimismo -




y los daños no, y optimismo, ya que sugiere que los daños son producto del azar, 
mientras que los beneficios no lo son...” (Van Ness, 2001:367). Descifrando las 
trayectorias morales de la experimentación biomédica en EUA antes de la 
consolidación disciplinar de la bioética, Halpern (2006) rastrea, por su parte, la 
aparición y posicionamiento de la dimensión ética de la noción de riesgo, según 
plantea, mucho antes de la aparición de los primeros códigos con pautas éticas para 
la investigación. 
Menos trabajos se encuentran en cuanto a la evaluación del riesgo que adelantan 
los CEI. Ya en un artículo de 1984 (Williams, 1984) se comenzó a sospechar que los 
IRB tenían problemas a la hora de determinar la relación riesgo-beneficio y que, 
pese a ser una de sus tareas, a menudo la evaluación soslayaba esa fase del 
proceso. Según Williams, los factores que afectaban dicho ejercicio radicaban, en 
primer lugar, en que las guías para estimar riesgo-beneficio eran ostensiblemente 
ambiguas. Según este autor, en las mismas guías que aplicaban estos organismos 
para la evaluación se imponía como principio la aprobación de los protocolos, al 
permitir la estimación de los efectos benéficos de largo plazo pero excluir 
consideraciones acerca de posibles daños. Junto a ello, este autor consideró que la  
propia conformación del IRB afectaba la estimación del riesgo-beneficio. Estos 
organismos estaban afiliados a las instituciones que adelantan las investigaciones, 
de donde también era posible deducir otro factor que influenciaba la aprobación de 
los proyectos.    
Probablemente el trabajo que mejor aborda el problema del riesgo en el CEI es el de 




ambiente de incertidumbre que no es problemático de por sí. Para administrar dicha 
incertidumbre existen ciertos dispositivos (margen de error, error de tolerancia, etc.). 
El riesgo ético, sin embargo, comprende más que esos márgenes de incertidumbre. 
Debe ser abordado de otra manera e implica una pregunta por valores que, sin 
embargo, está inextricablemente relacionada con cuestiones de hecho: ¿se justifican 
los riesgos potenciales a la luz de los potenciales beneficios de una investigación? 
En ese sentido, la incertidumbre en medio de la cual se desarrolla el trabajo del CEI 
no es, únicamente, la de determinar si una investigación implica algún riesgo para 
los sujetos participantes o las demás personas, sino, además, si hay formas de 
evitarlo, si se emplean medios adecuados para prevenirlo y contrarrestarlo y, sobre 
todo, si se justifica. La incertidumbre es, en síntesis, sobre el riesgo en sí pero 
también sobre los presuntos beneficios.     
Para Barke, dependiendo si se trata de la estimación de uno u otro, el CEI pone en 
marcha diferentes estrategias para hacerle frente a la incertidumbre: en aquellas 
investigaciones que implican riesgos considerables los CEI realizan una evaluación 
del mismo adoptando el principio de precaución, según el cual ante un riesgo debe 
actuarse cautelosamente, no iniciando o suspendiendo una acción que pueda 
producir daño no previsto, calculado o superior al calculado. En el caso de la 
estimación de los beneficios, Barke (2009) sostiene que los CEI operan a partir de lo 
que denomina “sanguinity principle”, que consiste en la tendencia a no desplegar 
mayores esfuerzos en la estimación de aquellos, a partir de la percepción de la 





Como lo reconocen los dos trabajos antes citados, el problema de la evaluación del 
riesgo en la labor de los CEI pasa por la ambigüedad e indefinición acerca de los 
marcos o estándares que deben emplear. Dichos marcos tienden a ser locales, o 
parte de las trayectorias de decisión de las que habla Stark (2012). La estabilización 
de los criterios (probatorios, empíricos, discursivos), para evaluar situaciones de 
riesgo-beneficio puede verse como un proceso que emerge simultáneamente con la 
estabilización de los procedimientos y productos del CEI. Dichos criterios hacen 
parte de arreglos más amplios, similares a lo que Karin Knorr Cetina ha denominado 
culturas epistémicas: “aquellas amalgamas de arreglos y mecanismos –delimitados a 
través de la afinidad, necesidad y casualidad histórica- que, en un campo 
determinado, configuran cómo sabemos lo que sabemos” (Knorr Cetina, 1999:1). 
Hacer de un evento futuro –la investigación- una entidad manejable en el presente, 
obliga al CEI a poner en práctica un conjunto de estrategias de representación de lo 
(naturalmente) posible y lo (moralmente) permitido. Para ello debe desplegar ciertas 
narrativas -como la dicotomía entre riesgo y beneficio- pero también medidas 
empíricas para hacerle frente a la incertidumbre. Es decir, en términos de Knorr 
Cetina, deben poner en funcionamiento una “maquinaria epistémica” que florece 
localmente gracias a la permanencia de la institución y los actores que la conforman. 
Dichas maquinarias consisten en estándares de medición, marcos empíricos que 
construyen el vínculo entre el hecho futuro y las razones para considerarle una 
potencialidad viable, pero, fundamentalmente, estrategias discursivas que apelan a 
referentes locales significativos, como el impacto social de la investigación, por 
ejemplo. Es a partir de estos medios como el CEI hace frente a la necesaria 






Los CEI como “organizaciones de frontera” 
 
El concepto de organizaciones de frontera resulta útil para visibilizar no solo la 
dimensión institucional que se echa de menos sino también los arreglos locales 
sobre los cuales se erige la ética de la investigación como práctica y como discurso 
burocratizado. 
David Guston (1999) empleó inicialmente este concepto para dar cuenta de ciertos 
espacios institucionales diseñados para acoger agentes que deben responder a 
directores con diversos intereses, particularmente del establecimiento político y el 
científico. En palabras de Guston este concepto “toma prestado de la teoría  del 
principal-agent (también conocida como “contratación ideal”), que las 
relaciones organizacionales pueden ser entendidas como (una serie 
de) delegaciones de autoridad de los directores a los agentes tanto dentro de las 
organizaciones como entre ellas” (Guston, 2001:401).  
Debido a la convergencia de actores con intereses divergentes en un mismo 
escenario público -y siguiendo a Gieryn (1983), y a Leigh Star y Griesemer (1989)-, 
este autor planteó que estas organizaciones constituyen espacios en donde se 
“internaliza el carácter contingente” de los límites entre ciencia y política a través de 




auspicia la concurrencia, comunicación e intercambio entre actores que existen en el 
límite de dichos universos “relativamente diferentes”. Para Guston, “Una 
organización de frontera exitosa deberá complacer a dos conjuntos de directores 
(principals) y mantenerse estable frente a las fuerzas externas e inestabilidad 
interna... Su éxito consiste en lograr estabilidad de la frontera, mientras que en la 
práctica esta continúa siendo negociada en el nivel más bajo…de los confines de la 
misma” (Guston, 2001: 401). 
A pesar de que la teoría principal-agent pareciera escencializar las jerarquías y la 
posición de quienes participan de ellas -es decir, entre el “director” y el “agente”-, 
“reforzando expectativas realistas” en el sentido de que políticos y científicos 
manejan información epistemológicamente distinguible, una mirada más profunda 
permitiría entender que la demarcación entre lo político y lo científico resulta tan 
complicada como la misma de director y agente. En efecto, esta última fracasa si se 
observa que la vigilancia que ejerce el director sobre el agente puede no ser 
eficiente. La primera, por su parte, se desvanece cuando se considera que un orden 
social y otro científico serían el producto del trabajo de demarcación, no su 
antecedente. 
Ahora bien, precisamente este fue uno de los puntos en los que más fue criticada 
esta formulación teórica. Para Miller (2001), pese a que Guston (1999, 2001) intenta 
desmarcarse de un enfoque realista tiende a concebir a los científicos como un 
cuerpo relativamente organizado y dispuesto a mantener la autoridad cognitiva de su 
saber, desconociendo que en su trabajo ellos “exhiben múltiples identidades 




“alineación” con intereses no-científicos. Esta se sustenta no únicamente sobre el 
trabajo de construcción de fronteras sino también en la construcción de objetos de 
comunicación con distintos públicos. 
Además, el concepto arranca tácitamente de una distinción clara entre ciencia y 
política. Si bien subsiste la idea de que una y otra pertenecen a universos distintos -
uno asociado con la producción de conocimiento y el otro, de manera separada, con 
el ejercicio del poder-, considera que la literatura contemporánea se ha encargado 
de demostrar la importancia que tiene el conocimiento científico, por ejemplo, a la 
hora de legitimar ciertas posiciones políticas y de otro lado, se han puesto en 
evidencia los arreglos sociales sobre los cuales ese conocimiento es construido. 
A lo anterior puede agregarse que allende sus intereses analíticos Guston (1999, 
2001) limita sustancialmente el universo de principals a lo político y lo científico. La 
convergencia no tiene por qué darse entre agentes del establecimiento político y el 
científico. Otros trabajos han ampliado el espectro empírico y teórico de Guston, 
enfocándose en escenarios institucionales más complejos o donde convergen más 
de dos grupos de interés, como las universidades basadas en investigación (Parker 
y Crona, 2012). Estos últimos coinciden en reconocer que a pesar de los intereses 
divergentes las organizaciones de frontera contribuyen a generar “alianzas 
inesperadas” en el marco de una estructura duradera que facilita la adaptación 
mutua, permitiendo, contra intuitivamente, reforzar las identidades divergentes de los 
grupos de interés (ÓMahony y Bechky, 2008). Desde un enfoque de tipo 
organizacional o de las ciencias de la administración se ha advertido la necesidad de 




estables, a pesar de que estas son contingentes y responden a entornos 
institucionales más amplios (Pesch y Matthijs, 2012). 
Como se puede ver, el concepto de organizaciones de frontera ha sido sumamente 
versátil. Se ha empleado para referirse a una diversidad de instituciones y 
organismos, pasando por organizaciones dedicas a la administración de recursos 
naturales (Crona y Parker 2011, 2012; Kirchhoff, Lemos y Engle, 2012; White, Corley 
y White, 2008) agencias internacionales de cooperación (Drimie y Quinlan, 2011), 
universidades (Parker y Crona, 2012) hasta proyectos conjuntos de la comunidad de 
software libre con las compañías que lo producen (ÓMahony y Bechky, 1008).  
Justamente en su flexibilidad radica su fortaleza teórica. Dicha cualidad ha permitido 
que sea usado para abarcar un conjunto amplio de diseños administrativos que 
tienen por común denominador ser espacios en donde se reúnen grupos de interés y 
expertos de diferente orden para la toma de decisiones o el diseño de políticas 
públicas. A pesar (o quizá gracias) a las críticas su utilidad sigue estando vigente.  
Su mayor aporte radica en que logra emancipar dos variables de la organización 
que, aunque distintas, convergen en el mismo punto. En primer lugar se encuentra la 
variable de la relación entre el director y el agente, que amplía el universo de actores 
hacia una dimensión macro en la que aparecen otros intereses y actores 
institucionales que se encuentran reglamentariamente por fuera de la organización 
pero que se alojan en sus alrededores.  
Indiscutiblemente, para adentrarse en las redes de actores que circundan estos 




con una mirada global a cualquiera de estas entidades para entender que la relación 
que hay, por ejemplo, entre los miembros de los CEI y las autoridades que los 
designan es mucho más compleja que un modelo de “contratación ideal” en donde, 
paradójicamente, la agencia del agente resulta comprometida (a pesar de que 
Guston (1999, 2001) reconoce que parte del problema radica en la distinción entre el 
director y el agente).  
En casi cualquiera de estas organizaciones los voceros gozan de suficiente 
autonomía para elegir los medios a través de los cuales deciden cumplir con su 
labor. En ocasiones, como ocurre con los CEI, los grupos o comunidades que 
representan los comisionados son bastante indefinidos. Es difícil pensar que los 
“representantes de la comunidad” o de la “comunidad científica” tienen un mandato 
al que deban ser fieles y una comunidad de base que vigila su trabajo.  
Trabajos como el realizado por Allison (2008) en uno de los IRB del National Health 
Institute - NHI de los EUA muestra las expectativas ambivalentes que existen 
alrededor del rol del “representante de la comunidad”. Ello obedece, en buena 
medida, a un problema de representatividad que también ha reconocido la literatura 
(Anderson, 2006). A diferencia de quienes representan, por ejemplo, a la comunidad 
médica, la comunidad –en general- no parece ser un grupo homogéneo ni con 
intereses claros. De hecho, los representantes de otros grupos de expertos también 
se adjudican el deber de protección de pacientes y sujetos de investigación, al 
tiempo que reconocen la importancia de la investigación para el avance del 




no responden, así, a un modelo de representación corporativista bajo el cual los 
representantes actúan como voceros de determinados grupos de interés.  
No obstante lo anterior, existen intereses o simplemente diferentes posiciones 
acerca, por ejemplo, del papel del mismo organismo en la supervisión ética de la 
investigación. Estas diferencias se explican más como resultado de trayectorias 
epistemológicas disímiles o “culturas de prácticas” (Wenger, 2002) encontradas que 
como problemas de agencia entre el director y el agente. De hecho, como veremos, 
subsisten dentro de estos organismos desacuerdos en torno al estatus moral del 
investigador y, en esa medida, al papel del CEI en tanto instancia llamada a ejercer 
vigilancia sobre él. 
El problema de las representaciones y membrecías resulta ser entonces más 
complejo de como lo describe la relación director-agente. Pese a ello, el concepto de 
organizaciones de frontera abre una dimensión macro del CEI que permite verlo 
como un actor (complejo, debido a su ascendencia y configuración) dentro de la red 
de gobierno ético de la investigación. Esta se extiende a las organizaciones 
internacionales (OMS, CIOMS) que son invocadas con ocasión de las pautas éticas 
para la investigación que producen; Colciencias, que financia investigación y 
administra el registro y las categorías de los grupos de investigación; los 
comisionados que representan dentro del cuerpo colegiado a la organización matriz, 
pero, ante todo, con el propio investigador. 
Esta aproximación será de trascendental importancia. Como se dejó dicho, la 




administrativos locales dentro de los cuales se configura el rol institucional de estos 
organismos. Para poner algunos ejemplos, los mecanismos de designación de los 
comisionados, su adscripción disciplinar, o el propio contexto organizacional dentro 
del cual se insertan los CEI son variables que pueden tener algún impacto en el 
modo en el que ejercen su trabajo. 
El segundo aporte del concepto de organizaciones de frontera consiste en volcar la 
atención sobre el proceso de articulación entre las diferentes “comunidades de 
prácticas” que coexisten permanentemente tanto dentro como fuera de ella. Para 
ello se emplea el ya clásico concepto de trabajo de construcción de fronteras 
(boundary work) de Gieryn (1983). Guston (1999, 2001) emplea el concepto de 
“trabajo de frontera” de Thomas Gieryn (1983), quien propone que la distinción entre 
ciencia y no ciencia hace parte del “esfuerzo ideológico” y discursivo desplegado 
para distinguirla de otro tipo de actividades como estrategia para mantener 
resguardada su “autoridad cognitiva”. Gieryn llegó a dicha conclusión tras analizar el 
despliegue discursivo y retórico de que se valieron representantes del 
establecimiento científico para desmarcarse de representantes de campos como la 
religión, la denominada pseudo-ciencia o la ingeniería, cuando entraban en 
controversias públicas, en diferentes épocas. Este autor encontró que en cada una 
de esas controversias asomaba una estrategia de demarcación distinta, lo que le 
llevó a afirmar que se trataba de una frontera contingente o producto de la 
controversia misma. 
Bijker et al (2009) y Miller (2001) están de acuerdo en que esta actividad tiene lugar 




alcance diferente: En su estudio acerca del Gezondheidsraad o Instituto Nacional de 
Salud holandés Bijker et al (2009) hablan de “trabajo y mecanismos de coordinación” 
para dar cuenta de la manera en que no solamente se construyen sino también se 
diluyen fronteras entre universos sociales aparentemente distintos. Esta actividad 
consiste en un proceso de hibridación y repurificación permanente; no únicamente 
en establecer límites, o solamente límites discursivos: “El trabajo de construcción de 
fronteras…también se realiza en la organización social del proceso del Comité, en la 
selección de los miembros y en sus condiciones materiales de trabajo” (Bijker et al, 
2009:149). 
A igual conclusión llegó Kelly (2003) después de analizar el Human Embryo 
Research Panel de los Estados Unidos, una institución similar a la que aquí se 
estudia. Para Kelly parte de la función que estos organismos cumplen en la 
administración de fronteras consiste en definir quién es quién para participar y 
decidir en las controversias ético-científicas. Como los autores antes citados, plantea 
que cuando las disputas salen del campo de autoridad científica los científicos 
pueden diluir, oscurecer o hacer desvanecer las fronteras (conceptuales), antes que 
establecer demarcaciones. Como ejemplo de lo anterior Kelly explica que una 
“estrategia retórica” de los “científicos” dentro del Human Embryo Research Panel 
fue “reclamar” la legitimidad científica y ética para la investigación sobre fecundación 
in vitro financiada públicamente, presentándola como opuesta a la investigación 
privada, no regulada. Además, los integrantes de este tipo de comités actúan a la 




ambigüedad en los roles que obedece a la coexistencia de expertos y experticias 
dentro de estos cuerpos colegiados (Kelly, 2003: 334). 
Estos planteamientos se distancian de la noción de trabajo de frontera de Gieryn 
(1983), quien atribuye a la demarcación un fin estratégico. Al respecto Bijker et al 
(2009) estiman que un fin exclusivamente de ese tipo deja la impresión de que 
“cualquier estrategia de demarcación es posible”. Pero no es así; la actividad que 
tiene lugar al seno de las organizaciones de frontera está sujeta a “presiones” 
externas en la definición, por ejemplo, de la materia u objeto de la asesoría. “(U)n 
organismo científico consultivo –argumentan- no tiene libertad ilimitada para 
posicionarse con respecto a su entorno (Bijker et al, 2009:146). 
Como se puede apreciar, por este camino el problema de la construcción de 
fronteras nos conduce a una dimensión en la que aparecen nuevamente las 
relaciones con otros actores institucionales. Se trata, por tanto, de un ejercicio que 
abarca múltiples ámbitos del funcionamiento de las organizaciones de frontera: 
mientras que en su interior ocurre un proceso de hibridación y purificación de objetos 
y conceptos, este responde a dinámicas de demarcación con su propia trayectoria y 
ascendencia social, de las cuales no puede marginarse por completo.  
 
 





El problema de la interacción entre el CEI, sus comisionados y los demás actores de 
la red de supervisión ética de la investigación puede analizarse a partir de la 
comunicación entre distintas “comunidades de prácticas”. Wenger (2002) definió las 
comunidades de prácticas como: 
grupos de personas que comparten una preocupación, conjunto de problemas 
o pasión por un tema, en el cual profundizan su conocimiento y experiencia 
mediante la interacción permanente (...) A medida que pasan tiempo juntos 
comparten información, enfoques y asesoría mutua (…) Reflexionan sobre 
temas comunes, exploran ideas y actúan como cajas de resonancia. Crean 
herramientas, normas, diseños, manuales y otros documentos, o simplemente 
desarrollan un entendimiento tácito (…) Con el tiempo, también, una 
perspectiva única sobre su materia de interés, así como un cuerpo de 
conocimiento, prácticas y enfoques comunes (Wenger, 2002: 4-5). 
Así pues, una comunidad de prácticas está consti tuida por el conjunto de reglas, 
procedimientos, ideas, objetos, supuestos, lenguajes, etc., que configuran un campo 
de comprensión mutua que facilita el trabajo colectivo. La homogeneidad diacrónica 
en el funcionamiento de los CEI que Stark (2012) atribuye a los “precedentes 
locales”, consiste precisamente en la estabilización de trayectorias de decisión 
gracias al perfeccionamiento de prácticas locales y maquinarias de pensamiento 
para la toma de decisiones. En ese sentido, detrás de la consolidación del CEI 





Ello no mengua el carácter fronterizo de estos organismos. Como cualquiera otra 
organización de similar naturaleza el CEI debe operar coordinadamente y, para 
hacerlo, se deben implementar estrategias que resuelvan los problemas de las 
diversas trayectorias epistemológicas y barreras disciplinares de sus integrantes. En 
tanto cuerpo colegiado debe poner en marcha mecanismos que le permitan 
interactuar con investigadores, otras instancias administrativas de la institución a la 
cual se encuentran adscritos y demás instituciones involucradas con la investigación, 
las cuales ostentan sus propias comunidades de prácticas. 
Los problemas surgen justamente cuando las comunidades de prácticas se 
yuxtaponen. Es decir, cuando los miembros del CEI, que cuentan con una 
ascendencia disciplinar definida, deben adoptar la comunidad de prácticas que se ha 
estabilizado dentro del organismo o cuando el organismo debe interactuar con los 
investigadores. Ello se debe, como lo plantean Bowker y Leigh Star (1999), a que 
objetos y personas ocupan al tiempo varias comunidades de prácticas. “Anomalías” 
o “interrupciones” aparecen cuando una persona u objeto ajenos a alguna de ellas 
interrumpe “el flujo de expectativas”, o aquello que se da por sentado. En otras 
palabras, cuando se desconocen las reglas de juego de alguna comunidad en 
particular. 
Los estudios sociales de la ciencia y los estudios transdisciplinares han ofrecido 
algunas aproximaciones teóricas acerca del modo en que se resuelve la membrecía 
a múltiples comunidades de prácticas. Según Bowker y Leigh Star (1999) estos 
conflictos se administran, en primer lugar, a través de un “trabajo de articulación” en 




a lo inesperado modificando, si es necesario, los cursos de acción. Metafóricamente 
referido como juggling work, consiste en un conjunto de intercambios y mecanismos 
no explícitos de respuesta ante lo desconocido.  
Por otro lado tiene lugar lo que denominan categorical work, que consiste en la 
gestión de los desajustes causados por la pertenencia a múltiples membrecías y la 
naturalización de objetos en diversas comunidades de prácticas a través de la 
enunciación de juicios universales, absolutos, que invisibilizan las configuraciones 
locales del trabajo de coordinación. A dicha dinámica responden los objetos que 
producen las organizaciones de frontera, tales como avales y conceptos, cuyas 
inscripciones hacen ver la evaluación que les antecede como procesos ordenados y 
estables. 
Estos autores prestan particular atención a los “objetos de frontera”, que se 
constituyen a partir de la cooperación estable y duradera entre comunidades de 
prácticas. Los objetos de frontera operan como “acuerdos de trabajo” que ayudan a 
resolver las anomalías de la naturalización sin que implique imponer los estándares 
de una comunidad a otra. Sugiere, por lo tanto, un escenario de cooperación; no de 
imposición ni aprendizaje por obligación.  
Según Leigh Star y Griesemer estas entidades “se adaptan a diferentes puntos de 
vista y son lo suficientemente robustos como para mantener su identidad a través 
distintos universos sociales” (Leigh Star y Griesemer, 1989: 393), permitiendo con 
ello la cooperación y “traducción” entre distintos saberes gracias al aseguramiento 




En contextos en los cuales concurren diferentes “universos sociales”, plantean estos 
autores, el problema fundamental lo constituye la construcción de representaciones 
mutuas, o lo que Latour (1988), Callon (1985), Law (1987) Callon y Law (1982) 
denominan “traducción”. Este concepto es fundamental para comprender el proceso 
de estabilización de los “hechos científicos” desde una perspectiva constructivista. 
La traducción es el proceso a través del cual los científicos enlistan un conjunto de 
aliados, reinterpretan sus intereses para alinearlos a los suyos y luego se posicionan 
en lo que Callon y Law denominan puntos de paso obligados, proceso que Latour y 
Callon denominan interessement. 
Leigh Star y Griesemer (1989) amplían dicha noción por considerar que refuerza la 
centralidad del entrepreneur; es decir, de aquel que se constituye en punto de paso 
obligado. Sugieren un análisis de tipo “ecológico” que no da por sentada la primacía 
de este actor y, por lo mismo, donde no existe un solo punto de paso obligado. No 
se habla, por tanto, de una sino de un conjunto de traducciones. 
Así, para conseguir alinear todos los intereses en juego con los objetivos del Museo 
Zoología Vertebrada de Berkley -el caso estudiado por Leigh Star y Greisemer 
(1989)-, debieron desarrollarse, reproducirse y aplicarse un conjunto de métodos 
para “disciplinar” la información obtenida por los coleccionistas y otros no científicos. 
En segundo lugar, debieron crearse objetos de frontera que permitieran maximizar, 
paradójicamente, la autonomía y la comunicación entre ellos. El éxito de los 
administradores del proyecto radicó en haber logrado movilizar una red de 
colectores y científicos y garantizar la integridad de la información obtenida a través 




recogerla y, a la vez, hacer que fuese de interés para los científicos encargados de 
estudiarla. 
Según Leigh Star y Griesemer (1989), los aliados deben ser disciplinados, pero sólo 
lo suficiente, pues debe preservarse su autonomía. Al tiempo que hace la 
información compatible, la estandarización de métodos permitió la conformación de 
una lingua franca que facilitó la comunicación entre ameteurs y científicos. No 
obstante, antes que alinear los intereses de los grupos divergentes con los 
científicos o los administradores, unos y otros lograron hacerse compatibles.  
El problema de las fronteras disciplinares en la cooperación entre saberes ha sido 
también abordado por el enfoque transdisciplinar. Este perspectiva teórica ha 
prestado particular atención empírica a los obstáculos que cotidianamente limitan la 
interacción en esos escenarios (Bunders y Reeger, 2003). En ese sentido, se ha 
reconocido que el principal cuello de botella que enfrenta la investigación 
transdisciplinar consiste en la articulación de los grupos de interés, investigadores y 
comunidades de impacto. En particular entre usuarios/destinatarios y expertos. 
Regeer y Bunders (2009) hablan de intransigencias como la tendencia de los 
investigadores a actuar dentro del “Modo 1”, inter o multidisciplinar, en parte debido 
a que allí las trayectorias profesionales cuentan con espacios de legitimación y 
autoridad académica relativamente estables, tales como órganos de divulgación, 
sistemas administrativos para la medición de la producción académica y valoración 
de la misma a través de pares. La investigación transdisciplinar, al moverse todavía 
entre dichas estructuras, suele carecer de esas instancias institucionales, lo que 




Como quiera que los investigadores transdisciplinares pertenecen a diferentes 
“comunidades de prácticas”, debe adelantarse un proceso de alineación (alignment) 
a través del cual se coordinen “energías, acciones y prácticas”. Aparece la figura del 
mediador, o broker, como alguien que “facilita el flujo entre diferentes formas de 
conocimiento y know-how que dominan las partes que interactúan” (Mansfeld, 2008); 
convoca, coordina y articula experticias poniéndolas al servicio del problema común. 
En ese sentido, el bróker cumple un rol similar al del objeto de frontera. Al igual que 
este, su función consiste en unir distintos universos epistemológicos. Es por 
definición un actor fronterizo que facilita la traducción de intereses, expectativas y la 
creación de representaciones comunes, creando “varias formas de continuidad 
dentro de las comunidades de prácticas” (Bunders y Reeger 2003: 14).  
Según estos autores, el mediador cuenta con lo que Collins y Evans (2002,2009) 
denominan “experticia interaccional”, que consiste en “el dominio completo del 
lenguaje de un campo especializado sin contar con la competencia práctica” (Collins 
y Evans, 2009:14). El experto interaccional, como el crítico de arte, domina un 
acervo conceptual que le permite interactuar dentro del universo social del cual 
hacen parte los artistas, sin que necesariamente sea capaz de crear una obra de 
arte.  
Como se puede ver, estas aproximaciones teóricas abordan el problema de la 
interacción a partir de un proceso de alineación de intereses a través de múltiples 
traducciones. En ese proceso median un conjunto de actores humanos y no 
humanos: objetos de frontera, knowledge brokers o expertos interaccionales que 




En la medida en que el gobierno ético de la investigación dice basarse en el control 
centralizado que ejerce el CEI sobre las comunidades disciplinares vigiladas, 
pareciera no tener mucha relación con dinámicas de coordinación como las descritas 
por la literatura que se acaba de exponer. No obstante, como se verá en los 
capítulos siguientes, ese no es el caso. En efecto, la centralidad del entrepreneur (rol 
que en este caso podría atribuirse al CEI debido a su deber reglamentario de 
supervisión sobre el investigador), disminuye significativamente si se tiene en 
cuenta, por ejemplo, que dentro del organismo se ha defendido con relativo éxito la 
idea de que la autonomía es uno de los activos más preciados de la investigación; 
que en respuesta a ello se ha procurado no invadir espacios de auto regulación de 
las comunidades disciplinares y, finalmente, que buena parte del ejercicio de 
supervisión se basa en la capacidad del investigador de representarse la dimensión 
ética de su trabajo y comunicarla el CEI. De hecho, la valoración del investigador y la 
de los pares académicos constituye uno de los insumos más importantes para la 
labor del organismo. A diferencia de los escenarios descritos por Latour (1988), 
Callon (1985), Law (1987) Callon y Law (1982), la mediación dentro del gobierno 
ético de la investigación evidencia ser más un trabajo de coordinación con el sujeto 









Sección I: RED INSTITUCIONAL DE GOBIERNO ÉTICO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
Una de las tareas que más tiempo demandó al CEI-A fue la definición de su rol en 
tanto órgano llamado a satisfacer las exigencias legales de supervisión ética de la 
investigación dentro de la Universidad. Fue formalmente creado en agosto de 2005, 
en la misma norma que dio la estructura administrativa a la Vicerrectoría de 
Investigación. Inicialmente concebido como cuerpo colegiado del nivel consultivo de 
dicha sección administrativa universitaria, sus tareas primordiales eran la 
formulación de la política en la materia para la Universidad y la emisión de 
“conceptos éticos sobre proyectos de investigación que (involucrasen) seres vivos o 
materiales procedentes de los mismos”, cuando fuesen requeridos (arts. 8 y 9, 
Acuerdo “A” de 2005 que crea el CEI-A).  
La norma que le dio origen no señaló, sin embargo, la manera en que cumpliría sus 




regulatorio el CEI-A contó con autonomía relativa para construir el espacio social y 
epistémico dentro del cual se desenvolvería. De un lado, debió llenar la ausencia de 
aquellos estándares reuniendo y estructurando un discurso normativo localmente 
razonable pero, por otro lado, debió también insertarse dentro de una red 
institucional de gobierno ético de la investigación que para entonces tendía a 
estabilizarse alrededor de la exigencia y circulación de avales de ética, lo que de 
algún modo empujó a este organismo dentro de trayectorias regulatorias de las 
cuales no podía marginarse. 
Por red institucional de gobierno ético de la investigación se hace referencia al 
conjunto de actores heterogéneos que desde distintos roles institucionales se 
articulan alrededor de la vigilancia del cumplimiento de estándares éticos en la 
investigación. De esta hacen parte las entidades receptoras¸ la organización matriz, 
los CEI y, desde luego, las comunidades disciplinares vigiladas.  
Describir la referida red e identificar algunas de las causas originarias de las 
tensiones que afloran entre las trayectorias de estos actores y los esfuerzos de 
configuración local del CEI-A son los objetivos de esta sección. En primer lugar, se 
explora la naturaleza y agencia del aval de ética en la estabilización de la misma. En 
segundo lugar se analiza el posicionamiento local del CEI-A dentro de la 
organización matriz (“Om), enfatizando en la relación que mantiene con la dirección 
(“D”) de la misma y la comunidad vigilada (Cv), denominaciones estas que se 






Objetos de frontera y estabilidad de la red 
 
Si bien la a través de la Resolución 8430 de 1993 se buscó instituir unos organismos 
capaces de autorizar o impedir la ejecución de una investigación, los CEI que se 
crearon durante los años siguientes a la expedición de la Resolución nacieron como 
cuerpos consultivos con la función de asesorar a las directivas de la organización 
matriz, lo que implicaba que el resultado de sus deliberaciones no tenía de por sí 
fuerza vinculante (Ver: Res. 152 de 1996, mediante la cual se crea el CEI de la 
Facultad de Medicina de la Universidad Nacional; Ac. “A” de 2006, que crea el CEI-
A; Res. 594 de 1996, mediante la cual se crea el CEI del Instituto Nacional de Salud-
INS de Colombia). 
Como resultado de su estatus jurídico, en la práctica la ausencia de la autorización 
no impedía la ejecución de un proyecto de investigación. Desde su inicio esta 
condición marcó el proceso de consolidación de los CEI en el país. Los CEI tuviero n 
que arreglárselas, por un lado, con una posición institucional en cierta medida 
precaria y, por otro, con la resistencia de los investigadores a someterse a los 
procedimientos a veces engorrosos para la aprobación de proyectos de 
investigación o a la reticencia a ser supervisado.  
Cuando los avales de ética comenzaron a exigirse en forma regular por parte de las 
revistas académicas y las entidades públicas que financiaban la investigación los 




función de evaluar éticamente proyectos de investigación. En un estudio adelantado 
en 2002 pero publicado en 2006 por Alterio, Alvarado, Cifuentes y Garzón (2006), se 
encontró que entre el año 1999 -cuando el entonces Instituto Colombiano para el 
Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología 'Francisco José de Caldas’ (hoy 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación, en adelante 
Colciencias) incluyó avales de ética en los términos de referencia de las 
convocatorias (Miranda, 2006)-, y el año 2001, se crearon gran parte de los CEI que 
hoy en día existen (Alterio et al. 2008:106). 
Ello obedece, sin duda, a que Colciencias constituye uno de los principales 
administradores de recursos públicos para investigación científica (ver datos 
aportados por Lucio et al., 2009), y para acceder a ellos los investigadores debían 
adaptarse a las exigencias de la entidad. En ese proceso los avales lograron 
estabilizar los vínculos entre investigadores, centros de producción de conocimiento 
y administradores de recursos públicos y privados para la investigación, creando la 
red misma y convirtiendo a los CEI en lo que Callon (1986) llamaría “puntos de paso 
obligado” dentro de ella. En otras palabras, a través de su rol avalador estos 
organismos centralizaron funcionalmente el juicio ético de la investigación. 
Los avales son instrumentos que certifican que la investigación ha sido diseñada 
cumpliendo estándares éticos. Pueden ser negados, concedidos o concedidos 
condicionalmente. Cuando son concedidos incondicionalmente suelen encontrarse 
como textos en los que se aprecian algunos de los elementos que le dotan de una 
identidad sólida y estable, como la apelación al respaldo institucional y la fuente 




Mejor se aprecia su capacidad de articular los distintos actores de la red cuando se 
ha solicitado emitirlos sobre investigaciones ya adelantadas. En una sesión del CEI 
del INS colombiano, por ejemplo, surgió la discusión en torno a una petición 
presentada por un investigador que había desarrollado su proyecto con recursos del 
Instituto y que debido a sus buenos resultados fue considerada para ser publicada 
en la Revista Panamericana de Salud Publica. La condición del consejo editorial era, 
sin embargo, que se allegara un aval que acreditara que los resultados obtenidos 
con la investigación se habían conseguido con apego a los protocolos de ética. Para 
sorpresa de los comisionados, la investigación se desarrolló sin contar con el mismo.  
Las intervenciones se centraron en el hecho de que se hubiera realizado una 
investigación sin contar con el “permiso” del CEI y sin seguir “el debido proceso”, 
refiriéndose igualmente a las bondades del aval como un “peaje” de garantía. Uno 
de los integrantes manifestó incluso que lo pretendido no era otra cosa que poner los 
intereses del grupo de investigación por encima de la organización matriz del CEI del 
INS, mientras que otros consideraron que la solicitud excedía su competencia, 
decidiendo al final que el editor evaluara por su cuenta el proyecto y los resultados 
(CEI-INS, septiembre 1, 2011; ver también, por ejemplo, CEI de la Universidad del 
Cauca, junio 10, 2011).  
El uso de expresiones con sentido metafórico como “permiso”, “peaje” y “debido 
proceso”, describe una imagen del CEI como punto de paso obligado desde el cual 
ejerce control centralizado de un proceso “debido”; es decir, de una trayectoria 
estabilizada y normal. Es así como los avales han jugado un papel determinante al 




investigación en el país. Como todo objeto producido por instituciones estables, goza 
de solidez y confiabilidad. Circula como entidad indiscutida que ordena y materializa 
las demandas públicas de control ético de la actividad científica, poniendo en 
relación y movimiento instituciones, recursos y personas. 
En ese orden, los avales gozan de las características de lo que Leigh Star y 
Griesemer (1989) denominan “objetos de frontera”, entidades que transitan en 
distintas “comunidades de prácticas” (Wenger, 2002; Bunders y Reeger, 2003; 
Bowker y Leigh Star, 1999) y que contribuyen a articular universos sociales y 
epistemológicos heterogéneos. En términos de Leigh Star y Griesemer (1989), el 
aval es lo suficientemente sólido como para mantener una identidad estable, pero 
goza de la versatilidad necesaria para transitar por dichos “espacios heterogéneos” 
organizando a su alrededor distintos intereses y expectativas. 
El aval de ética es un documento críptico, según se puede apreciar en el contenido 
de su inscripción (ver: CEI-A, agosto 23, 2006). Hace público lo estrictamente 
necesario para el fin para el que ha sido concebido. En realidad, está diseñado para 
esconder más de lo que revela. Quienes lo reciben, y cualquier persona que no 
tenga conocimiento de su manufactura no podría entender en qué consiste a ciencia 
cierta el proceso de evaluación a que allí se alude. Es un texto que una vez emitido 
ordena una realidad normativa ambigua por definición, asegurándose de reducir al 
máximo su flexibilidad interpretativa. 
Su potencial estructurador de la red de gobierno institucional de la ética de la 




sesión, uno de los integrantes recién designados en representación de la 
Comunidad Científica Externa quiso abrir esa “caja negra” cuestionando la 
legitimidad de Colciencias para exigir avales de ética, “especialmente si se acepta 
que una de las características de ese bien inmaterial (el conocimiento) es la 
neutralidad, concepto ampliamente aceptado por la comunidad académica y 
filosóficamente sustentado por pensadores de la altura de Kant”. Según planteó “los 
asuntos éticos deben ser objeto de políticas o principios morales pero nunca objeto 
de reglamentaciones o normas que los justifiquen” (CEI-A, abril 9, 2007:3-4).  
Sin que quedara registro en el acta del comisionado o comisionados que 
respondieron al representante de la Comunidad Científica Externa, lo cierto es que 
hicieron explícitos los presupuestos de la relación con Colciencias y la razón por la 
que se aceptaba, sin más, la exigencia de avales de ética: 
La respuesta plantea que tanto los requisitos de COLCIENCIAS como las 
mismas normas legales buscan ajustar un formalismo antes que constituir 
medidas represivas. La idea es acompañar al investigador en la ejecución de 
su proyecto para que incluya la perspectiva ética en relación con los 
resultados de su trabajo. La intención es que el Comité contribuya a la 
consideración ética del accionar de investigación…de manera que se haga 
posible permear con consideraciones éticas los espacios de la ciencia y la 





En relación con COLCIENCIAS se considera que el accionar del 
Comité estará siempre del lado de la Universidad y de ninguna manera 
constituirá un comité represivo o censor (CEI-A, abri l 9, 2007:4). 
Contra ello argumentó el representante de la Comunidad Científica Externa que 
existían “aparentes visos inquisidores” en la conformación del CEI-A, y que la 
exigencia de avales suponía, en sí misma, “desconfianza en las acciones del 
investigador”, siendo, al contrario, que era la “confianza en su desempeño ético y 
moral” la razón por la cual se expedía el aval de ética (CEI-A, abril 9, 2007: 4). 
Este debate sirvió para hacer explícita la fatalidad con la que los miembros más 
antiguos del CEI-A perciben el aval de ética e, igualmente, que Colciencias es un 
actor predominante dentro de la red, con agencia suficiente para configurar, a través 
del aval, la identidad y rol institucional de otros actores como los CEI. A raíz de las 
críticas formuladas por el representante de la Comunidad Científica Externa a 
Colciencias y al propio CEI,  integrantes más antiguos del organismo tratan de 
devolver al aval su carácter inofensivo planteando que su exigencia constituye un 
“formulismo” legal y no medidas represivas contra la investigación. El representante 
de la Comunidad Científica Externa ve con recelo a Colciencias como agente de 
obligaciones foráneas que no existen si no fuese por la desconfianza en el 
comportamiento del investigador, lo cual reprocha, mientras que los comisionados 
más antiguos perciben a Colciencias y su orden asociado como una realidad 
normativa heterónoma e ineludible, al tiempo que tra tan de hacerle ver al otro 




Así, a pesar del arrojo del representante de la Comunidad Científica Externa, que se 
atreve a cuestionar un objeto obvio para los demás integrantes del CEI-A, es 
también evidente que su voz parece acallarse con la respuesta de estos últimos, 
quienes de algún modo intentan normalizar al nuevo integrante haciendo explícitos 
los presupuestos, que para ellos ya son tácitos, de funcionamiento de la comunidad 
de prácticas que se está consolidando. Presupuestos tales como, por ejemplo, que 
uno de los roles institucionales del CEI es expedir avales con el objetivo de que, a 
cambio “Fn” devuelva recursos para la investigación.  
Se aprecia, asimismo, el modo en que el aval contribuye a ordenar y estabilizar las 
demandas de control ético y a configurar las características del modelo de vigilancia 
institucional de la ética de la investigación. Primero, constituye el medio a través del 
cual Colciencias configura al CEI una razón de ser o identidad institucional dentro de 
la red, que consiste en producirlo haciendo uso, se supone, de los elementos 
sustantivos de la ética de la investigación, lo que posiciona a este organismo como 
punto de paso obligado sobre el que se centraliza la expectativa de supervisión 
oficial. Segundo, concede a los resultados de la supervisión ética estatus óntico o un 
pasaporte de existencia en el mundo de las cosas, en la medida en que el aval y la 
reflexión ética terminan, en principio, siendo tratados por los actores del gobierno 
ético como materialidades indiscutidas. 
A menos que, como en este caso, su naturalidad sea cuestionada y, de paso, la 
predominancia de actores como Colciencias. Este episodio es importante ya que por 
primera vez desde que el CEI-A fue instalado en 2006 el aval de ética comenzó a 




del reglamento interno del cuerpo colegiado, se llegó a tocar el tema de la 
competencia para emitir avales. Se propuso que la revisión de proyectos de 
investigación fuese tarea de los CEI de facultad y hubo consenso en que el CEI-A 
sería una segunda instancia (CEI-A, mayo 22 de 2006). No obstante, el aval y su 
exigencia nunca fueron cuestionados. Con la llegada del representante de la 
Comunidad Científica Externa el aval dejó de ser un objeto pacífico dentro del 
organismo. Por así decirlo, el aval perdió su inocencia desde este debate. Dejó de 
ser el objeto inofensivo que simplemente acredita la corrección ética de un proyecto 
de investigación, para convertirse en una amenaza externa permanente. Este debate 
constituye el antecedente más antiguo de futuras discusiones en las que el aval (y 
sus distintas interpretaciones) volvería a aparecer como objeto emergente, o 
“artefacto” (Latour y Woolgar, 1986), dentro del cuerpo colegiado.  
 
  
Organización matriz, comunidad vigilada y organizaciones receptoras 
 
La literatura presentada en la revisión bibliográfica realizada en el primer capítulo no 
presta mayor atención a los contextos institucionales heterogéneos dentro de los 
cuales se desenvuelve la labor de los CEI. Por ello se precisa una mirada de este 
organismo como parte de un entorno administrativo más amplio, formado por otros 
cuerpos colegiados y dependencias de la organización matriz, pero también por las 




estos últimos los llamaremos entidades receptoras, debido a que su rol dentro del 
gobierno ético de la investigación se circunscribe a exigir el cumplimiento de 
estándares éticos, que se demuestra con la presentación de los avales. 
La gráfica que se muestra a continuación esquematiza un modelo de la red 
institucional del gobierno ético de la investigación con sus actores. Aunque se trata 
de dar cuenta del circuito institucional al cual pertenece el CEI-A, este esquema 
sirve para describir otras configuraciones institucionales. En la gráfica, “Om” 
representa la organización matriz (que aloja reglamentariamente al CEI-A) y, dentro 
de esta, “D” que representa la dirección o el órgano de gobierno de la investigación 
que asume la vocería institucional de “Om” dentro del CEI; “Cv1” y “Cv2” las 
comunidades vigiladas locales y las distintas ascendencias disciplinares de los 
integrantes del CEI, mientras que “T” otras instancias técnicas, jurídicas y científicas 
de la organización matriz. “Fn”, por su parte, representanta las instancias de 
financiación (públicas, como Colciencias, o privadas), mientras que “P” los medios 
de divulgación académica como las revistas.  
En tanto entidad receptora, “Fn” condiciona la provisión de recursos para financiar 
algunos proyectos de investigación a que estos últimos hayan sido aprobados 
(avalados) por un CEI. El circuito representado con las líneas de color rojo indica la 
dirección en la que se desarrolla la relación entre “Om”, el CEI y “Fn”. En el caso de 
Colciencias es de aclarar, no obstante, que según información aportada por la 
Dirección de Fomento de la Investigación de dicha institución, no se exige valoración 
“especializada” de un CEI en todos los casos. Únicamente cuando los “métodos” y 




posibles impactos en la vida de personas o comunidades”. Por ejemplo, explicó el 
funcionario encargado de la Dirección de Fomento de la Investigación, “la 
convocatoria 569, abierta a investigaciones en todas las áreas del conocimiento, 
especificaba presentar los soportes de valoración ética como requisito “solo en 
caso de ser necesario”, estando cada proponente en la necesidad de discernir, 
desde su idoneidad disciplinar, si la investigación que estaba planteando requería o 
no de dicha valoración de carácter independiente” (Dirección de Fomento de la 
Investigación, Colciencias, 2012). De acuerdo a lo indicado por el funcionario, las 
exigencias de las convocatorias para presentar proyectos de investigación no 
siempre se establecían siguiendo “mandatos legales”, sino más bien 
motivaciones de carácter técnico y disciplinar; “la ca lidad es el elemento técnico que 
fundamenta y motiva cualquier proceso de convocatoria para la 
conformación de bancos de proyectos elegibles. La elegibilidad se basa, por regla 
principal, en la calidad de los planteamientos que sean puestos a consideración” 
(Dirección de Fomento de la Investigación, Colciencias, 2012). Para el funcionario, 
indagar por los aspectos éticos de la investigación resultaba imprescindible en  
“el caso de las ciencias biológicas, biomédicas y de la salud, en donde con 
frecuencia es necesario adelantar experimentación directa sobre los 
organismos de seres humanos o se hace imperioso el empleo de modelos 
animales; la biotecnología donde la disponibilidad de nuevos conocimientos y 
tecnologías plantean significativas cuestiones éticas (como la clonación, la 
modificación genética, la experimentación con células madre, etc.), y las 




prescindir del contacto con individuos y comunidades” (Dirección de Fomento 
de la Investigación, Colciencias, 2012). 
A la luz de la información aportada por la Dirección de Fomento de la Investigación, 
si bien no existe una obligación formal expresa de condicionar la entrega de 
recursos para investigación al aval expedido por un CEI, la mayor parte de áreas de 
investigación (ciencias naturales, sociales y humanas) conllevan implicaciones éticas 
importantes debido a las cuales, de hecho, Colciencias termina exigiendo avales. 
Aunque podría pensarse que investigaciones que no aspiren a obtener recursos 
públicos o se lleven a cabo con financiación privada escapan a la supervisión ética 
de la investigación, la posición de “P” (órganos y sistemas de publicación 
académica), terminan por volver imperativa la exigencia de avales, por lo menos 
para aquellas investigaciones que aspiren ser publicadas en dichos medios. Con “P” 
la red institucional de gobierno ético de la investigación posee una barrera de difícil 
sobrepaso, dada la actual dinámica de producción de conocimiento, particularmente 
en las universidades, en donde la publicación de papers con resultados de 
investigación constituye uno de los objetivos de la actividad investigativa. Es de 
anotar, además, que el artículo 36 de la Declaración de Helsinki de la Asamblea 
Médica Mundial estipula que “Los informes sobre investigaciones que no se ciñan a 
los principios descritos en la Declaración no deben ser aceptados para su 
publicación”. Pese a no ser un mandato vinculante en el orden nacional, las 
instituciones, públicas o privadas, que cuentan con revistas académicas indexadas, 
acogen esta recomendación y exigen avales de ética (Ver, a manera de ejemplo, 




http://www.scielo.org.co/revistas/bio/einstruc.htm, y requisitos de publicación en la 
Revista Ciencias de la Salud, de la Universidad del Rosario, disponibles en 
http://www.urosario.edu.co/emcs/ur/publicaciones/cienciassalud/ur/comopublicar/#.V
EAzB2d5NVQ). En la gráfica el circuito entre “Om”, CEI y “P” se simboliza con las 
líneas de color morado. 
 






Las relaciones entre los distintos actores de la red se entrecruzan en un conjunto 
muy amplio de combinaciones. “Fn” y “P” (organizaciones receptoras como 
Colciencias o la Revista Panamericana de Salud Pública, para poner por caso), 
tienen vínculos con la dirección (D) de la organización matriz (Om) a través de 
materialidades como, por ejemplo, los recursos para la investigación, los sistemas de 
categorización de los grupos de investigación o las plataformas para la publicación 
de artículos científicos. No obstante, por esos mismos medios “Fn” y “P” también 
mantiene lazos con las comunidades vigiladas locales o grupos de investigación 
(Cv1 y Cv2), que acuden a ellas en busca de los recursos o legitiman a través de su 
reconocimiento y uso dichas plataformas y sistemas académicos. Desde su rol de 
supervisión, como se vio en la conversación que mantuvieron los integrantes del 
CEI-A en torno a la legitimidad de Colciencias para exigir avales de ética, el 
organismo está llamado a operar en medio de la agencia de “Fn” y “P” (que dentro 
del cuerpo colegiado se manifiesta fundamentalmente a través de la exigencia de 
avales), pero también entre una probable alineación, que se estudiará más adelante, 
entre “Cv” y “D” alrededor de la investigación como interés o proyecto  unificador de 
“Om”. El CEI, por su parte, parece habitar en un espacio intermedio entre la 
organización matriz, “Cv”, “Fn” y “P”. 
“D” ejerce la secretaria técnica del CEI-A (ver Resolución “B” de 2006 que 
reglamenta la organización y funcionamiento del CEI-A) pero existe también como 
órgano de gobierno de la investigación dentro la organización matriz y formaliza la 
designación de los integrantes que provienen de “Cv (1, 2)” (ver Acuerdo “A” de 




Con las líneas amarillas que envuelven “Cv (1 y 2)”, “D” y se extiende hasta el CEI, 
se quiere significar una relación continua entre “Cv (1 y 2)”, quienes se mueven entre 
sus comunidades de prácticas originarias y su pertenencia al CEI. Los integrantes 
del CEI son elegidos entre las comunidades disciplinares a las cuales pertenecen los 
mismos investigadores sobre los que el CEI-A deben ejercer control. Es decir, este 
organismo está conformado por potenciales miembros de la comunidad que vigila.  
Por “Cv (1, 2)” me estoy refiriendo, concretamente, a representantes de las 
siguientes áreas disciplinares, que estatutariamente debían integrar el CEI entre 
2006 y 2012: “ciencias sociales y económicas”; “ciencias exactas e ingenierías”; 
“ciencias biológicas”; “humanidades y artes”; “ciencias jurídicas”; “salud”;  “animales 
de experimentación” (ver Acuerdo “A” de 2005 que da la estructura general al CEI-
A). Esto comisionados son nombrados por el Consejo Académico de la Universidad, 
previa postulación efectuada autónomamente por los comités de ética o los comités 
de investigación de cada instituto o facultad que cuente con ellos. De acuerdo a lo 
explicado por el relator del CEI-A, “Tal vez el mayor requisito es que el docente 
quisiera participar. Que quisiera asistir a los comités”, aclarando también que el 
único comisionado que debía contar con experiencia específica, debido a la propia 
denominación de la membrecía, era el “experto en animales de laboratorio” (Relator 
del CEI-A, entrevista de octubre de 2014: 00:13:00), quien desde luego debería 
tener experiencia en el manejo de animales con usos experimentales. 
A su turno, el representante de la Comunidad Científica Externa es designado por el 
mismo Consejo Académico, de nombre propuesto por el Consejo Nacional de 




investigación de la Universidad, que la Vicerrectoría preside (ver Acuerdo “A” de 
2005 que da la estructura general al CEI-A).  
Entre el año 2006 y el año 2012, según lo explicó el relator del CEI-A, solo dos 
personas ocuparon esta posición: “el más extraño de los representantes de la  
Comunidad Científica Externa fue el primero que se nombró, que era un abogado y 
él llegó ahí a esa reunión y decía: “y por qué me nombraron, a mí por qué me 
nombraron…Yo por qué estoy aquí si yo no sé nada de ética”…era o es un 
connotado jurista experto en propiedad intelectual, en derechos de autor. Yo lo había 
recomendado para otro curso, unos cursos…que estábamos organizando. No sé si 
por esa razón resultó ahí…Creo que no fue sino él y después fue nuestro difunto 
maestro emérito quien participó allí”, refiriéndose al segundo representante de la 
Comunidad Científica Externa, filósofo formado en misma Universidad (Om), quien 
estuvo durante 3 periodos consecutivos por 6 años en total. Sobre la designación de 
este último miembro del CEI-A el relator explicó: “ese cambio se dio pues con esa 
base, conociendo que él era profesor pensionado de aquí, que trabajaba en la 
Javeriana, que seguía trabajando el tema de la ética que era toda su pasión; 
entonces fue propuesta directa del Vicerrector”  (Relator del CEI-A, entrevista de 
octubre de 2014: 00:09:18). El relator señaló más adelante que la selección 
respondió a conocimiento e invitación personal de este último funcionario. El modo 
en que se efectuaron estos dos nombramientos evidencia que la selección de q uien 
representa a la comunidad científica externa es un procedimiento no regulado en lo 
sustancial y que, al final, obedece probablemente a incidentes producto de 




encargado de la selección o alguno de sus asesores, sin que existan criterios 
homogéneos y claros sobre los requisitos o cualidades de los candidatos.  
Si bien el que se acaba de presentar es un modelo que busca describir el circuito 
institucional en el que se aloja el CEI-A, puede hacerse extensivo a otros CEI. Ello 
debido fundamentalmente a que en la mayoría de diseños institucionales locales 
este cuerpo colegiado hace parte de la organización matriz. Puede haber, sin 
embargo, algunas variaciones. “Fn” y “P”, por ejemplo, también hacen parte de la 
organización matriz, como ocurre en el mismo CEI-A. Como también sucede en el 
circuito institucional de esta organización, en donde se han venido creando CEI en 
algunas de las facultades e institutos, es probable que dentro de ella opere más de 
uno de estos cuerpos colegiados. Eventualmente, como ocurre en el CEI del INS 
colombiano, que financia proyectos en áreas sensibles de salud pública que son 
ejecutados por entidades externas bajo la modalidad de convenios, la supervisión es 
ejercida sobre grupos que no pertenecen al Instituto.  
A continuación se abordará la complejidad de este modelo organizativo y sus 
implicaciones para la vigilancia ética de la investigación, haciendo énfasis en el 
posicionamiento del CEI-A dentro de la organización matriz a partir de las tensiones 








Posicionamiento local dentro de la organización matriz  
 
La solicitud presentada a varios CEI durante la fase de investigación de este trabajo 
ofreció la oportunidad de identificar una de las variables más significativas para 
entender el modo de operar del CEI-A: la autonomía relativa respecto de la 
organización matriz y de otras instancias administrativas dentro de esta. 
Particularmente la que guarda con relación a “D”. Entenderemos por “D” el órgano 
universitario de la investigación que dentro del CEI representa institucionalmente a 
“Om”. Dependiendo de la complejidad de la organización matriz “D” puede ser una 
autoridad personal o colectiva más o menos identificable.  
Pueden observarse varios tipos de acomodamientos: “D” se puede identificar con 
facilidad en una estructura compacta y piramidal como la del INS, en donde, en el 
marco de la investigación adelantada para este trabajo, presenté al CEI una solicitud 
de ingreso en calidad de observador. El CEI del INS fue creado por “D”, quien 
igualmente designa a los miembros con voz y voto de profesionales externos con 
experiencia en bioética y elige a quienes representan al Instituto de ternas 
propuestas por las subdirecciones (Ver: Resolución 594 de julio de 1996, que 
conforma y reglamente el CEI del INS; Resoluciones 1373 de septiembre de 2006 y 
1394 de agosto de 2009, que modifican la anterior). En la respuesta del Director 
General del INS a la solicitud de ingreso se informa que “los miembros (del CEI) en 




(sic) sin su consentimiento y aprobación (del director), por ser un órgano asesor a la 
(sic) Dirección General, por lo cual le sugieren que el Director tome la decisión” (Ver 
INS, 2011b: 1). Es decir, los integrantes del CEI del INS se reconocieron como 
cuerpo consultivo de “D”, aceptaron las jerarquías institucionales dentro del Instituto 
y, a partir de ahí, decidieron que “D” era la dependencia competente para resolver la 
solicitud. Puede decirse, en ese sentido, que el CEI del INS existe como parte de un 
propósito institucional más general, que es el propio Instituto. Así, por ejemplo, no 
aparece en el organigrama oficial, pues para dichos menesteres cuenta como parte 
de “Om” o, incluso, de “D”.  
En el caso de la Universidad no resulta tan fácil asignar tal rol a alguna autoridad en 
particular. Aunque estatutariamente el CEI-A hace parte de la Vicerrectoría de 
Investigación, el titular de esta sección de la Universidad cuenta con una si lla 
permanente dentro del organismo e, inclusive, las reuniones tienen lugar en una de 
sus salas de juntas, la relación de dependencia que podía generarse con ocasión de 
la adscripción a la Vicerrectoría no fue un asunto pacífico en la trayectoria de este 
cuerpo colegiado.  
Desde los albores de su creación el CEI-A mantuvo una relación ambivalente con 
dicho órgano de gobierno universitario. Al tiempo que este último hacía parte del 
organismo, fue visto por los demás comisionados, durante las primeras sesiones, 
como un potencial agente de intereses que podía menoscabar su independencia. 
Esto se retrata de mejor manera en la sesión inaugural del CEI-A, en mayo de 2006, 
cuando, ni bien haberse instalado los comisionados fueron bienvenidos por la 




más de veinte proyectos de investigación que se planeaba presentar a una 
convocatoria en Colciencias. 
Luego de la presentación de rigor, de invocar la norma que dio origen al CEI-A y de 
presentar al funcionario que la reemplazaría en el cargo, la Vicerrectora de 
Investigación, quien por disposición estatutaria lo presidiría, abordó sin mayores 
preámbulos el objetivo de la citación, que según consideró era “el aval ético para 
veintiocho proyectos que deberán ser presentados en un par de días a las 
convocatorias de COLCIENCIAS” (CEI-A, mayo 22, 2006:1). 
La profesora designada por la Facultad de Odontología recordó a los presentes que 
la metodología para el análisis de proyectos exigía la lectura de todos los 
documentos e invitó a “iniciar bien el trabajo del Comité, el cual debe empezar por 
fijar pautas para emprender labores como la presentada por la Vicerrectoría y por el 
establecimiento de un reglamento que enmarque las acciones que el Comité pueda 
adelantar respecto a la ética en la Investigación en la Universidad” (CEI-A, mayo 22, 
2006:2). 
El representante del área de Ciencias Jurídicas intervino para apoyar el anterior 
planteamiento, hacer énfasis en “las responsabilidades implícitas en las acciones” 
del CEI y un llamado a “la definición de políticas, reglas y procedimientos” que 
asegurasen que actuaría “con la Ética (sic) que su función le exige” (CEI-A, mayo 
22, 2006:2). 
Ante esta situación la Vicerrectora ripostó que la revisión efectuada por la asesora 




Comité”, aunque reconoció que este era plenamente autónomo en la definición de 
“su forma de actuar”. No obstante, indicó también que los “intereses de los 
investigadores (eran) muy importantes para la Universidad y de ninguna manera 
deberían verse perjudicados en el trámite de su propuesta de investigación” (CEI-A, 
mayo 22, 2006:2). 
El Vicerrector recién designado, que se encontraba en empalme con la funcionaria 
saliente, dijo haber leído “los claros y exigentes planteamientos de la Organización 
Mundial de la Salud respecto a los Comité de Ética”, los cuales lo llevaban a 
considerar que debía “estudiarse el replanteamiento de la dirección del Comité 
mismo, pues de ninguna manera se considera ético que dependa jerárquicamente 
del gobierno de la institución y menos aún si su interés está en la ética en 
investigación” (CEI-A, mayo 22, 2006:2). 
El rechazo unánime de los comisionados a la solicitud de revisión ética y emisión de 
aval no sólo obligó a la funcionaria a retirar dicha solicitud sino que fue el punto de 
inflexión para que se promoviera la modificación de la norma que creó el organismo  
(ver Resolución “B” de 2006 que fija el reglamento interno del CEI-A), reservándole 
la facultad de darse su propio reglamento.  
Casi dos años después de haber iniciado sus sesiones y de que dos funcionarios se 
sucedieran en ese órgano de gobierno de la Universidad, la discusión acerca de su 
posición jerárquica dentro del cuerpo colegiado se resolvió sin mayores  
controversias como un problema menor o, como diría alguno de los comisionados, 




calidades de quien representara a la Vicerrectoría era de esperarse que actuara de 
manera ética y que se marginara de las discusiones en las que hubiese un evidente 
conflicto de intereses. Para algunos comisionados, llegado el momento ese sería un 
asunto manejable, siendo entretanto más importante para el cuerpo colegiado contar 
con su apoyo logístico. 
Luego de las discusiones acerca del reglamento, que quedarían en principio 
resueltas en una resolución de 2006 de la Vicerrectoría de Investigación, se definió 
que pese a ser un órgano asesor de la Vicerrectoría esta última ejercería 
únicamente la función de Secretaría Técnica de Comité, y en tal condición 
participaría “en las deliberaciones pero su opinión no (contaría) para el consenso” 
(art. 3, Resolución “B” de 2006 que fija el reglamento interno del CEI-A).  
Lo importante de estos episodios y en general del vínculo que el CEI-A construyó 
con la Vicerrectoría es que configuró un espacio de autoridad y autonomía lo 
bastante robusto como para oponerse y rechazar la labor fundamental para la cual, 
supuestamente, había sido convocado (la emisión de los avales para la convocatoria 
de Colciencias). Dentro del CEI-A se planteó de manera explícita los riesgos de la 
dependencia jerárquica de la Vicerrectoría y al hacerlo logró demarcarse o, por lo 
menos, responder a la autoridad institucional que este actor representa.  
Para ello fueron determinantes los procedimientos de designación de los 
comisionados. Así, por ejemplo, mientras que los miembros del CEI del INS son 
designados directamente por “D” a través de invitación personal que se hace con 




miembros del CEI-A son nombrados por el Consejo Académico de la Universidad, un 
órgano que no tiene mayor incidencia en sus decisiones, a partir de postulación 
previamente efectuada por institutos y facultades. Este tipo de procedimientos 
impersonales disminuyen sustancialmente la capacidad de “D” de generar alianzas 
con los integrantes del CEI-A recién nombrados, pues aunque pudiera establecerlas 
con aquellos que provienen de su propia comunidad disciplinar, sería difícil lograrlo 
con todos los demás integrantes en cuya designación no ha incidido directamente.  
Ahora bien, el hecho de que dentro del CEI-A se haya cuestionado abiertamente la 
jerarquía institucional del representante de “D” no lleva a desconocer el influjo que 
desde su posición puede ejercer a través de otras formas de autoridad no 
estatutaria. La Vicerrectoría de Investigación es la directa encargada de trazar 
políticas en su área de influencia e incidir en el destino de los recursos que la 
Universidad administra para tal rubro. Es, por tanto, la primera responsable de los 
resultados de un área de particular interés para la imagen pública de la institución, 
además de lo cual debe tenerse en cuenta que el CEI está integrado en su mayoría 
por representantes de facultades e institutos que participan por recursos para el 
fomento de la investigación. Es de resaltar, no obstante, que más allá del episodio 
arriba relatado -en donde se evidenció que el propósito fundamental de la 
Vicerrectora era conseguir el aval con urgencia debido a que la convocatoria de 
Colciencias vencía en pocos días-, no se ha identificado que el/la funcionario/a 
respectivo/a ejerza una defensa particularmente abierta a favor de los 
investigadores. Parecieran más bien asumir un rol neutral, incluso aliados de un 




En síntesis, con lo documentado en esta sección se puede decir que el 
posicionamiento del CEI-A dentro de la red institucional de gobierno ético de la 
investigación se caracteriza por los siguientes factores: en primer lugar, como se 
pudo apreciar en el debate acerca de la jerarquía institucional de “D”, por una 
posición un tanto ambivalente con “D” y con “Om”, pues pese a haber sido 
concebido estatutariamente como un cuerpo asesor de “D” sus integrantes han 
defendido y conseguido autonomía en su trabajo. Esta autonomía puede arrojar 
luces acerca del modo en que dentro del organismo se ha configurado una forma 
particular de entender y ejercer el gobierno ético de la investigación, que será 
estudiado en la Sección II de este trabajo. 
En segundo lugar, es evidente que debido a la amplia agencia de las materialidades 
que administra Colciencias (recursos económicos para la investigación, sistemas de 
categorización de grupos de investigación), se ha constituido en un actor con 
predominancia dentro de la red, capaz de condicionar los roles de los demás actores 
a través de la exigencia de avales de ética. A pesar de que su posición dentro de la 
red fue contestada a través del intento del representante de la Comunidad Científica 
Externa del CEI-A de desnaturalizar el aval (CEI-A, abril 9, 2007), la visión imperante 
dentro del organismo, o la trayectoria normal, dejó ver la imposibilidad de 
emanciparse de su deber de evaluación ética de proyectos de investigación, 









Sección II: TENSIONES DE UN MODELO DE SUPERVISIÓN CENTRALIZADO  
 
En esta sección se revisa la relación entre el CEI-A y las comunidades disciplinares 
vigiladas, punto en el que podrán apreciarse las tensiones que resultan del ejercicio 
local de gobierno ético de la investigación. A partir de la controversia alrededor de la 
revisión ética de trabajos de grado de posgrado se da cuenta de la emergencia del 
aval de ética como objeto de interés para el CEI-A, a través de su desnaturalización 
(desmitificación) y posterior naturalización (remitificación). Como parte de este 
ejercicio de deconstrucción y reconstrucción de su condición ontológica se harán 
explícitas variantes ideológicas y discursivas (alrededor del docente, el investigador, 
del CEI) y un permanente trabajo de administración de fronteras (Bijker, et al, 2009; 
Miller, 2001; Guston, 1999, 2001; Kelly, 2003; Gieryn, 1983), en orden a configurar la 
identidad institucional y el alcance del rol estatutario del CEI-A. Producto de estas 
discusiones, dentro del CEI-A hizo carrera y se fue convirtiendo en la postura oficial 
del organismo, la idea de que debe preservarse un espacio de auto regulación para 




Paso 1, la deconstrucción. El aval de ética pierde su inocencia.  
 
La evidencia muestra que pese a la instauración de un modelo que concentra la 
supervisión ética en los CEI, la autonomía de las comunidades vigiladas sigue 
siendo un recurso retórico cotidiano de algunos de los integrantes de estos 
organismos. Como se demostrará a continuación, la definición del alcance de la 
supervisión institucional ha sido un punto controversial dentro del CEI-A, en dónde 
ha aflorado lo que Jasanoff (1987) denomina el ethos público de la ciencia, al ser 
vista la acción del investigador como objetiva, neutral, desinteresada y socialmente 
valiosa.  
Ahora bien, estos recursos discursivos (así serán vistos aquí) que, en términos de 
Gieryn (1983) hacen parte de un repertorio ideológico a través del cual se busca 
construir fronteras y órdenes disciplinares, se hicieron explícitos dentro del CEI-A 
gracias de un proceso que comenzó y tuvo su punto de cierre (por lo menos 
provisionalmente) con la deconstrucción del aval (en trabajos de grado de posgrado) 
como objeto que circulaba naturalmente entre el CEI, Cv (1, 2), “Fn”. Este ejercicio 
de deconstrucción se enmarca, a su vez, en los esfuerzos por reconfigurar la 
identidad y rol institucional del organismo, que intenta promoverse desde ciertas 
posturas internas, en respuesta a la agencia de actores predominantes dentro de la 
red como Colciencias.  
La necesidad de avalar los trabajos de posgrado no fue un tema central del CEI-A 




consultó si los trabajos de maestría en la modalidad de profundización debían ser 
evaluados por un cuerpo colegiado de esta naturaleza. Sin que quedara registro de 
debate alguno, el acta respectiva informa que hubo “consenso entre los miembros 
del CEI” en el sentido de que dichos trabajos requerían aval de ética, aduciendo 
para el efecto que era tarea de los investigadores y los CEI garantizar “la protección 
de las personas que participen en el proyecto” (CEI-A, agosto 4, 2010:6). Se aprecia, 
así, una primera y quizá espontánea respuesta del CEI-A a la inquietud formulada 
por el CEI de facultad. En ese momento el aval para trabajos de grado de posgrado 
no parecía ser todavía un asunto controversial pues, según consta en el acta, hubo 
consenso generalizado en el sentido de que ese tipo de trabajos también deberían 
ser avalados.  
Llama la atención la aparente unanimidad del CEI-A en torno a la inquietud 
formulada por el CEI de la Facultad de Enfermería dado que una sesión antes, 
cuando se debatía la formulación de una política para la definición de una ética del 
manejo de animales de laboratorio en la Universidad, el representante de la 
Comunidad Científica Externa dejó ver su preocupación por la intención de someter 
todos los proyectos de investigación a aprobación de un CEI. Con ello se corría “el 
riesgo de restar autonomía a los directores de los trabajos”, en quienes en principio 
debía existir “gran confianza”, puesto que eran quienes orientaban ese tipo de 
trabajos (CEI-A, abri l 5, 2010:6). Es decir, antes de la pregunta formulada por el CEI 
de la Facultad de Enfermería este comisionado ya había tratado de posicionar el 
problema del alcance de la acción administrativa del CEI-A con relación a ciertas 




Sorprende, por ello, que el punto se hubiese despachado sin controversia. Más aún 
considerando que en la sesión en donde se debatió la ética del manejo de animales 
de laboratorio era posible identificar algunos puntos de desacuerdo. En efecto, para 
la representante de la Facultad de Odontología, quien en el acta es identificada 
como “experta en animales de laboratorio” (CEI-A, abril 5, 2010:6), según su 
experiencia, existía un “profundo desconocimiento” por parte de profesores y 
estudiantes acerca de las consideraciones éticas de la investigación en seres 
humanos.  
Esta integrante del CEI-A asume una postura que apela a una buena dosis de 
pragmatismo cuando trata de relativizar, como en este caso, los planteamientos del 
representante de la Comunidad Científica Externa acerca de la pérdida de 
autonomía de los directores de trabajo de grado. A diferencia de este último la 
representante de la Facultad de Odontología cuestiona la capacidad de los docentes 
e investigadores encargados de la dirección de los trabajos de grado de ejercer un 
control eficaz. Para esta comisionada, más importante que el valor de la autonomía 
de los docentes es la aplicación de controles efectivos que garanticen conductas 
éticas de los estudiantes que adelantan las investigaciones. 
El tema del aval de ética en trabajos de grado volvió a tocarse, esta vez con mayor 
profundidad, en la sesión de marzo 1 de 2011. A diferencia de lo ocurrido en la 
sesión de agosto 4 de 2010, de repente dentro del organismo comenzaron a 
escucharse otras voces acerca del verdadero alcance de la tarea de supervisión que 





Aunque en el acta no se precisan las razones por las que se retomó el debate 
(aparece en la sección de “varios”), en ese momento dejó de ser obvio el hecho de 
que ese tipo de trabajos debiera ser avalado éticamente. Como ya había ocurrido en 
la sesión en la que el representante de la Comunidad Científica Externa cuestionó la 
legitimidad de Colciencias para exigir avales (CEI-A, abril 9, 2007), estos volvieron a 
convertirse en un objeto problemático dentro del CEI-A. Como lo veremos a 
continuación, desde dos sectores en controversia se tratará de poner a prueba su 
solidez y estabilidad. Los actores involucrados en la misma buscarán mantener o 
reconstruir su estatus ontológico (dispositivo de control o mecanismo pedagógico), 
desplegando en ello una variedad de recursos discursivos y retóricos. Al final, un 
sector de la controversia logrará perfilar su definición como voz institucional del CEI-
A, gracias a una suerte de consenso silencioso; es decir, por el acallamiento de las 
voces en la controversia. 
Desafortunadamente en el acta no se identificaron los comisionados que participaron 
durante la discusión. Se sabe, eso sí, que ese día se hicieron presentes los 
representantes de “D”, la Comunidad Científica Externa, el Área de Ciencias 
Biológicas, el de Medicina Veterinaria y Zootecnia y el área de Ciencias Humanas y 
Económicas. Ninguno de estos comisionados, a excepción del representante de la 
Comunidad Científica Externa, era integrante del CEI-A durante el debate sobre la 
legitimidad de Colciencias para exigir avales. Es interesante notar que no obstante lo 
anterior, las dos posturas que se presentarán a continuación (postura 1 y 2) 





Pese a que no se puede identificar con precisión a los autores de las intervenciones, 
esta parte del acta conserva un estilo de redacción en forma de “diálogo” (CEI-A, 
marzo 1 de 2011: 4-5), de acuerdo con el cual se separan en párrafos cada una de 
las intervenciones, lo cual ayuda a identificar las distintas posiciones esgrimidas, 
mas no los actores. A continuación presentaré los principales puntos en controversia 
y para mejor claridad los agruparé en posturas conceptuales (postura 1 y 2), 
manteniendo el orden en el que aparecen consignados en el acta con el fin de no 
alterar la secuencia original. Valga aclarar que debido a la falta de identificación en 
el acta dichas posturas no corresponden a comisionados determinados o a un sector 
de ellos, aunque la postura 1 luce muy cercana a la que por el debate acerca de la 
legitimidad de Colciencias para exigir avales de ética (CEI-A, abril 9 de 2007) ya se 
sabe defendía el representante de la Comunidad Científica Externa. 
La conversación se abrió con la invitación de uno de los integrantes del organismo a 
“reflexionar sobre el aval ético en las Facultades en cuanto se considera que no 
debe ser un requisito académico sino una acción naturalmente originada en el propio 
estudiante” (CEI-A, marzo 1 de 2011: 4). En ese sentido, quien propuso el debate 
claramente quiso dirigir la discusión en el sentido que ya había sido abordada en la 
sesión de abril 5 de 2010; es decir, en relación con el alcance del radio de acción 
institucional de los CEI. 
Uno de los comisionados (postura 1) comenzó planteando que “aplicando la teoría 
moral de Kant” cabría esperar que el director del trabajo de grado fuese el garante 
de que el estudiante tratara “su tema de investigación con la seriedad académica 




postura expresa confianza en el director de trabajo de grado como “garante” de la 
“seriedad académica” del trabajo del estudiante, sin que “seriedad académica” 
excluya “seriedad” ética, sino que, al contrario, la suponga. Es claro, además, que la 
confianza no radica en el estudiante-investigador, sino en el docente que dirige su 
trabajo. Es el docente el que goza de autoridad moral (y epistémica).  
El otro sector del debate (postura 2) inició su intervención prefiriendo no controvertir 
directamente la postura 1. Comenzó argumentando que en algunas investigaciones–
“como el análisis de Micobacterium tuberculosis”- era razonable plantear un “riesgo 
biológico” ante el cual el investigador debía hacer manifiesto “su compromiso ético” 
(CEI-A, marzo 1º, 2011:4). La investigación que involucra agentes biológicos es vista 
a menudo como una fuente considerable de riesgos por lo que se alude a ella como 
un caso límite en el cual, invariablemente, deben hacerse explícitas las posiciones 
éticas del investigador.  
La postura 1 intervino para indicar que “Los resultados académicos (deberían) ser 
prueba suficiente de las calidades del investigador y la investigación”, por lo que no 
era aconsejable valerse de “la ética para introducir más requisitos a la investigación”, 
contra lo cual se adujo desde la postura 2 que “El no cumplir una reglamentación 
(implicaba) un comportamiento contrario a la ética” (CEI-A, marzo 1º, 2011:4).  
Aparece así el problema de la demarcación entre ética y derecho como otro topos 
del debate. El sector 1 de la controversia muestra renuencia a asociar la ética con 
las normas al tiempo que expresa desconfianza en estas últimas por ver en ellas 




lo ético y lo legal, viendo en lo ético un universo compatible con lo científico, pero en 
la “norma” –o lo legal- un fenómeno ajeno a la práctica investigativa. Desde el otro 
lado de la controversia se despliega una estrategia diferente: en lugar de depurar 
ética y derecho se pone en evidencia la relación entre una y otro (violar una regla es 
antiético), con lo que se diluyen fronteras conceptuales y disciplinares.  
El sector 1 del debate insistió, no obstante, en que la “revisión ética” debía “ser 
posterior”, ya que si un proyecto contaba con “aval institucional era gracias a que 
comportaba un aval ético” (CEI-A, marzo 1º, 2011:4), afirmación que corresponde 
con la estrategia de asociar lo “académico” y lo ético como asuntos inseparables.  
Del otro lado de la controversia se aludió, sin embargo, al “caso del ministro de 
defensa alemán, Karl-Theodor zu Guttenberg, quien renunció a su cargo ante la 
evidencia de plagio en su trabajo de docto rado en la Universidad de Bayreuth”, para 
señalar que “los avales del director y el subdirector del trabajo de grado se han 
reducido a acciones casi burocráticas” (CEI-A, marzo 1º, 2011:5). Lo que se pone en 
duda es, ni más ni menos, la capacidad de los docentes de ejercer un control 
sustancial, no puramente burocrático, sobre la investigación de sus estudiantes. 
Gracias a ello la postura 2 vuelca su confianza sobre los instrumentos institucionales 
diseñados para ejercer supervisión, dentro de los cuales se encuentran las propias 
reglas para el control de la investigación y, desde luego, los CEI a través de su rol 
avalador. Como se aprecia en la siguiente cita: 
Parece existir una pertinencia especial para el aval ético en el trabajo con 




requieren entes externos e internacionales especificando que debe ser 
expedido por un Comité Institucional de Cuidado y Uso de Animales de 
Laboratorio, igualmente se exige como requisito para publicar art ículos 
relacionados con la investigación en seres vivos y para participar por recursos 
antes los fondos nacionales de investigación. Adicionalmente, es necesario 
considerar que los directores del proyecto de investigación no reúnen las 
características que se presumen deberían tener (CEI-A, marzo 1º, 2011:5).  
Luego, no solamente no se cuestiona la bondad y legitimidad de las reglas sino que, 
de nuevo, se duda de la eficacia de los controles ejercidos por los directores de la 
investigación.  
En este punto comienzan a distinguirse con mejor definición dos formas de 
comprender la ética de la investigación (y los CEI), pero también dos estrategias 
discursivas distintas: de un lado aquella a la cual recurre la postura 1, que apela 
reiterativamente a la idea de la ética como diálogo y reflexión filosófica; mantiene 
una profunda confianza en el docente-director; rechaza la hibridación entre ética y 
derecho; suele invocar a su favor aliados como Kant y recurre al argumento 
conceptualmente fundado. De otro lado la postura 2, que parece confiar en las 
normas para la vigilancia de la corrección ética de la investigación y en instituciones 
como los CEI; pone en evidencia los problemas de entender lo ético y lo legal como 
universos incompatibles; entiende la ética de la investigación y la dinámica operativa 
de los CEI a partir del uso de las reglas y estándares técnicos para su 




funcionamiento) y, por último, recurre a la retórica de la experiencia situada antes 
que al argumento conceptualmente fundado (ver tabla síntesis de posturas 1 y 2).  
En este momento de la deliberación se planteó desde la postura 1 si era “posible 
trasladar la responsabilidad y el saber a instituciones burocratizadas”, trayendo a 
colación “el caso de un profesor…que sacrificó en sus procedimientos el triple de los 
animales realmente necesarios sin que hubiese pronunciamiento oficial sobre ello”; 
es decir, pronunciamiento de parte de aquellas instituciones a las cuales se les ha 
confiado la vigilancia ética. Este estilo retórico, más cercano a la posición 2, buscaba 
poner en evidencia la ineficiencia de dichas instituciones, cuestionando con ello el 
presupuesto de su funcionalidad sobre el cual se cimienta esta última. 
Contra ello se adujo, una vez más, que “no todos los investigadores son profesores 
formados para las labores experimentales” (CEI-A, marzo 1º, 2011:5), a lo cual se 
respondió que no era “conveniente fraccionar la docencia y la investigación. El 
profesor ti tular hace docencia con su pupilo”, apreciándose aquí un nuevo tópico en 
el que se despliegan estrategias de hibridación o purificación: la docencia y la  
investigación. La posición 1 rechaza la demarcación sobre la cual se basa el 
planteamiento de la posición 2 en el sentido de que no todos los profesores cuentan 
con experiencia investigativa, señalando que no conviene separar investigación y 
docencia.  
Además de la confianza en los mecanismos institucionales de supervisión la postura 
2 confía en el aval “en cuanto…forma de mejorar la disciplina de los grupos y de los 




“sujetos menos éticos” que quienes lo solicitan. En todo caso, se volvió a indicar 
desde la posición 2, la solicitud del aval contribuye “en la conformación de escuela”, 
además de constituir “un requisito que impulsa la consideración ética sobre el 
impacto de los resultados de investigación” (CEI-A, marzo 1º, 2011:5). Como es de 
esperar, la postura 1 desconfía en las bondades del aval (puede ser emitido por 
sujetos menos éticos que el investigador). La postura 2, por su parte, quiso salirle al 
paso al reproche buscando reconfigurar las cualidades del objeto; no como un 
simple mecanismo de control sino como elemento aglutinador y agente del impulso 
de las consideraciones éticas dentro de las comunidades vigiladas. 
Desde la posición 2 se explicó que “algunos proyectos que no son presentados para 
aval ético resultan ejecutándose con las mayores falencias experimentales y en 
tiempos que no permiten alcanzar conclusiones científicas”, preguntándose a 
continuación si “una tesis que ha sido plagiada bajo la dirección de un profesor ¿no 
deberá ser objeto de análisis por el comité de ética? (CEI-A, marzo 1º, 2011:5). Este 
argumento refuerza las “deficiencias” de proyectos de investigación adelantados sin 
previo aval de ética, al tiempo que intenta mostrar que aún las tesis que se han 
desarrollado bajo la dirección de un docente pueden ser objeto de plagio.  
En este punto del debate se cuestionó el intento de “separar lo científico de lo ético”, 
incluso “para satisfacer las demandas de COLCIENCIAS”, con el argumento de que 
“por esa vía se (llegaba) a que la ciencia y la tecnología (olvidaran) a la sociedad” 
(CEI-A, marzo 1º, 2011:6). La postura 1, que defiende lo que se suele denominar 
“avales institucionales” -a los que atrás nos referimos- reflejados en la “seriedad 




epistémica -y ética- de la investigación, despliega aquí una estrategia de hibridación 
entre la ciencia, la tecnología y la ética como conceptos y universos indisolubles. Si 
la corrección “académica” garantiza o por lo menos favorece la corrección ética de 
un trabajo, una y otra resultan siendo una entidad híbrida que no debe purificarse, so 
pena de que la ciencia y la tecnología “olviden a la sociedad”.  
La postura 1 recabó en “recuperar la esencia del profesor de la universidad pública”, 
que se ha perdido pero “todavía existe”, y añadió que “No es posible permitir que 
movimientos político económicos recientes nos cambien valores por normas. Si no 
es posible confiar en los valores, no es aceptable reemplazarlos por normas”.  
Aunque en la primera parte del debate la postura 1 afirmó su confianza en el  
director-docente, en esta cita ello se hace explícito. El docente es legitimado como 
un actor social versátil, capaz no solo de desempeñar su rol de especialista sino de 
ser un actor social importante. Se añora una “esencia” que se ha perdido a causa de 
dinámicas contemporáneas que buscan reemplazar valores por normas en las que 
no es posible confiar. Desde esta postura (1) se critican con cierta exuberancia 
burlesca los “movimientos político económicos” de los que se queja la anterior 
intervención: “Nos han adentrado en un silogismo que señala que: la universidad no 
vale si no es de investigación, la investigación no sirve aún si es ética por que debe 
cumplir protocolos, y el porqué de cumplir protocolos es porque la vida se acaba”.  
El debate se cierra con una intervención, que comenta la que se acaba de citar, en 




- Ese raciocinio (citado dos párrafos atrás) recuerda un pasaje de Kant 
en que refiere a un tendero y a un niño que compra leche, el actuar del 
tendero en la transacción no es correcto y al preguntársele ¿porqué actúa 
así? Su respuesta es: porque así se hace. Esto para plantear que: es posible 
pensar que el ciudadano actúa por moral y no sólo por derecho. La esencia 
del profesor universitario es esa. El aval ético no puede reemplazar la 
responsabilidad científica. El comité de ética debe ser un promotor dentro del 
cuerpo profesoral del actuar ético (CEI-A, marzo 1, 2011:6). 
Algunas sesiones después, en agosto 2 de 2011, esta vez a raíz de solicitud del 
Comité de Posgrado de la Facultad de Enfermería, el debate se mantuvo, quizá 
porque además de los comisionados que asistieron a la sesión de marzo 1 de 2011 
en la sesión de agosto 2 de 2011 asistió la representante del Área de la Salud y el 
Vicerrector de Investigación, que no se hicieron presentes en aquella oportunidad.  
La primera intervención consideró -sin que de nuevo quedaran registrados los 
autores de los planteamientos- la “complejidad” de adelantar investigación sin aval 
ética cuando se adelanta financiada con recursos de “diverso origen”. “Cualquiera 
sea la situación -se planteó en contrario- no debe olvidarse que la esencia de la 
Universidad se fundamenta en sus profesores, no es posible actuar como ángel 
moralista o reglamentar todas las actividades” (CEI-A, agosto 2, 2011:3) 
reafirmándose claramente los presupuestos ideológicos sobre los cuales descansa 




Sin controvertir el anterior planteamiento, pero buscando casos límites 
excepcionales en los cuales fuese necesario avalar la investigación de posgrado 
(similares a la investigación con microorganismos aducida al inicio de la 
controversia) se planteó que si la consulta versaba sobre “avales solicitados por 
entidades externas o sobre actividades” ya consumadas, “no deberían otorgarse”.  
Ante tal circunstancia, se preguntó qué se debía “hacer con un trabajo de doctorado 
que no recibió aval ético” e, igualmente, ¿qué función cumple al respecto el 
seminario de investigación, si no es avalar éticamente la propuesta de 
investigación?”, retomándose el mismo argumento que ya se había planteado en la 
sesión de marzo 1 de 2011. A ello se respondió en los mismos términos en que se 
hizo en la sesión antes aludida: “La discusión que se da en ese foro (seminario de 
investigación) debe ser suficiente como juicio ético del proyecto”. Más aun, se indicó: 
“Un proyecto de maestría no debería requerir aval -pues- debería ser requisito que el 
Comité de Ética participe en el seminario de investigación” (CEI-A, agosto 2, 2011:3) 
En seguida se planteó la necesidad de “educar en ética a la Universidad…”, siendo 
lo primero lograr “eliminar la sospecha de que la bioética es parta (sic) prohibir”, 
cuando lo que busca “es una reflexión ética que no debe realizarla en primera 
instancia el Comité”. “Lo fundamental –se prosiguió- es que se dé una discusión 
previa amplia y suficiente y que al Comité de Ética se llegue sólo en última instancia. 
El aval ético no debe exigirse si no está reglamentado en una norma (CEI-A, agosto 
2, 2011:3), lo que muestra la resistencia que para el sector 1 generando el aval, 
percibido como dispositivo de control impuesto por dinámicas de regulación externas 




Con esta intervención pareció cerrarse el debate acerca del aval de los trabajos de 
posgrado y el papel de los CEI en la inspección de la investigación adelantada por 
estudiantes bajo la supervisión de los directores de tesis. Se puede apreciar, 
primero, que la postura que aquí identificamos como 1 mantuvo relativa coherencia 
durante las dos sesiones (o tres, se si incluye la sesión de abril 9 de 2007) y que 
responde, en esa medida, a una línea argumentativa y teórica bien definida. Esta 
resulta ser una posición que cuenta con una trayectoria reconocida dentro del CEI-A 
y que goza también de la autoridad y legitimidad –o las obtiene- a partir de defensas 
radicales del docente, la autonomía de las comunidades disciplinares, incluso 
cuestionando la legitimidad de las normas y arreglos institucionales que rigen el CEI.  
Esta postura fue cada vez menos contestada. El debate de esta última sesión de 
agosto 2 de 2011 fue mucho menos extenso que el de la sesión pasada en la que se 
abordó el mismo punto. Discurre, además, bajo una dinámica diferente. Mientras que 
en la primera sesión (marzo 1 de 2011) se escuchan con claridad voces que tratan 
de hacer ver los riesgos de no ejercer control sobre los trabajos de posgrado, en 
esta última se limitan a proponer casos límite que parecen agotarse cada vez más y 
que, en todo caso, no significan una oposición directa y abierta contra la posición 1. 
La postura 2 parece ceder una vez alguien responde desde la postura opuesta con 
afirmaciones concluyentes y sin visos de vacilación, pues no se registra contestación 
y no prosigue la controversia. Es decir, se presenta una especie de consenso 
silencioso. 
A partir de ese momento la postura 1 se fue perfilando paulatinamente como 




que, siguiendo las trayectorias de sus intervenciones pasadas, a dicho sector 
podrían adscribirse los comisionados que cuentan con una formación filosófica o 
humanística bien definida, como el representante de la Comunidad Científica 
Externa y, en su momento, el representante del Área de Ciencias Humanas y 
Económicas. El representante de la Comunidad Científica Externa, como se vio en la 
Sección I, fue el primero en atreverse a cuestionar la legitimidad de Colciencias para 
exigir avales de ética y en plantear sus implicaciones como mecanismo a través del 
terminaba invadiéndose la “autonomía universitaria”. Sobre este punto el relator del 
CEI-A explicó lo siguiente:  
En ese punto específico el delegado de la Comunidad Científica Externa era 
muy claro. O sea, lo fundamental en una institución como esta que se supone 
que trabaja sobre la excelencia con la gente más capacitada y más honesta y 
demás, del país, el entrar a calificar los programas o los trabajos de 
investigación de posgrado era desconocer esas cualidades; o sea, la idea es 
que en una Universidad, en una academia, el académico es tan íntegro, tan 
responsable en su trabajo, que el solo hecho de saber que un estudiante 
trabaja con él, debe implicar que lo está haciendo de manera acorde con la 
ética (Relator del CEI-A, entrevista de octubre de 2014: 00:40:45). 
El representante de la Comunidad Científica Externa es el que más tiempo 
permaneció dentro del organismo (6 años). Llegó en reemplazo del primer 
representante de la Comunidad Científica Externa y estuvo allí hasta el año 2012. Su 
larga trayectoria dentro del CEI-A explica su amplia influencia en la definición de la 




señalar que al “nivel de él” no se encontraba ningún comisionado: “… en la filosofía 
en la base científica de la ética era él” (Relator del CEI-A, entrevista de octubre de 
2014: 00:50:40). 
Que se trata de un miembro de la comunidad científica externa es un decir, por 
cuanto este filósofo, formado bajo la ética dialógica habermasiana, contaba con una 
larga trayectoria en temas éticos dentro de la Universidad, pese a no estar vinculado 
a ella cuando fue designado. No deja de llamar la atención el hecho de que los más 
acérrimos defensores de la autonomía y la autoridad moral del docente-director sean 
los representantes de las denominadas “ciencias blandas”. Sorprende que el 
autonomismo sea defendido hoy en día por miembros de disciplinas diferentes a las 
tradicionales “ciencias duras”, cuando históricamente han sido las tradiciones más 
humanistas dentro de estas últimas las que han promovido la vigilancia de la 
investigación. 
Esta controversia nos permite observar que en cuerpos colegiados cerrados como el 
CEI-A se presentan solo pequeñas variaciones conceptuales en las posiciones (ver 
tabla: Resumen del debate sobre revisión ética de trabajos de grado de posgrado). 
No hay grandes desacuerdos alrededor, por ejemplo, de la ética de la investigación 
o el ethos del organismo. Las dos posturas reconocen la importancia de la ética en 
la ciencia y tecnología contemporáneas e, igualmente, ven en el CEI un espacio 
para el diálogo interdisciplinar. Esto corresponde con lo explicado por el relator del 
CEI-A, quien al preguntársele por su apreciación sobre la conformación de  posturas 
ideológicas dentro del organismo lo describió como en “general” muy “homogéneo” 




preguntársele por su percepción sobre los cambios que significaron la llegada del 
representante de la Comunidad Científica Externa al CEI-A, el relator recordó a la 
primera comisionada experta en animales de laboratorio, de la Facultad de 
Odontología, ejercicio en el cual se evidencia la existencia de dos formas de 
entender y ejercer el trabajo del organismo. Refiriéndose a esta comisionada indicó:  
Entre otras está en Chile…en este momento ella es un referente 
internacional; ella se pensionó aquí y se fue a trabajar con unos de esos 
grupos, no sé si el de Miguel Kotow…Y es muy buena en ese sentido. O 
sea, en el manejo de animales…cómo debe de (sic) hacer y cómo se lleva 
un bioterio…Pero a ese nivel…pero que le diga a uno que si Descartes, o 
que si Aristóteles…que si Spinoza…nula, ahí no hay de dónde. Ella se va 
a las Tres Erres y todas esas cosas recientes (Relator del CEI-A, 
entrevista de octubre de 2014: 00:52:00). 
De modo pues que mientras algunos integrantes del CEI dominan los rudimentos de 
la bioética o la ética de la investigación, por ejemplo las normas y recomendaciones 
internacionales para el manejo de animales usados con fines experimentales , otros, 
mejor ponderados por el relator, dominan el discurso filosófico y las habilidades 
dialógicas. Estos dos perfiles son los que aparecen en la controversia sobre la 
revisión de trabajos de grado de posgrado. En efecto, la postura 2  tiende a postular 
una defensa de las normas y diseños institucionales y a asociar la ética de la 
investigación con las normas, mientras que la postura 1 entroniza el ejercicio 
dialéctico y se niega a unificar la ética con las normas. La aceptación por parte del 




Ahora bien, pese a los acuerdos generales, los desacuerdos se expresan en el 
alcance de esas ideas comunes. En efecto, aceptar la importancia de la ética de la 
investigación o la condición dialógica de los CEI no lleva a una misma conclusión en 
torno a al aval de proyectos de investigación de grado de posgrado. Bajo la 
flexibilidad interpretativa de la ética los acuerdos sobre los grandes principios no 
garantizan unanimidad en su aplicación (Stark, 2012). 
Para abrir el aval fue necesario retar la dureza (relativa) de sectores de la red 
conformada a su alrededor. Fue necesario deslegitimarlo desnudando su condición 
de dispositivo de control exógeno y ajeno a la comunidad científica, poniendo en 
duda su utilidad dada la facultad de esta última de autorregularse. Fue necesario 
argumentar que la exigencia del mismo radicaba en la desconfianza en el docente-
director aún cuando él era el “sujeto moral por excelencia”, reintegrando así la 
autoridad socioepistémica de este actor. Fue necesario, sobre todo, buscar la 
desintitucionalización de la ética de la investigación, en el sentido de que esta última 
no se limita a los cuerpos burocráticos que la aplican, sino que constituye una 
preocupación personal del investigador, que por lo mismo excede la posibilidad de 
ser gobernada por normas e instituciones, desmontando con ello las expectativas de 
centralización de la vigilancia ética en los CEI. 
Cuando el aval deja de ser un objeto pacífico porque actores como los que 
representan la postura 1 ponen en riesgo el estatus del mismo, se aprecia la 
complejidad de sus distintas dimensiones. El aval condensa juicios acerca del 
estatus moral del docente universitario y del investigador; el aval guarda una 




la “comunidad científica” e instituciones ajenas a ella, que la amenazan, o puede ser 
un útil instrumento pedagógico; el aval, además, da cuenta de los principios, 
filiaciones ideológicas y el carácter de los comisionados que lo expiden. El aval es, 
en ese sentido, un poderoso contenedor de significados.  
Pero, fundamentalmente, en tanto mecanismo de interacción entre los actores de la 
red, el aval es portador del poder de configuración que dentro de la ella posee, por 
ejemplo, Colciencias. La descajanegrización del aval que promueve la postura 1 es 
una forma de resistencia a la configuración institucional del CEI-A como espacio 
burocrático que se limita a la producción de avales. La postura 1 contesta esta 
configuración convirtiendo el aval de ética en objeto de interés y controversia, 
buscando reconstruir, en su alcance interpretativo, los roles institucionales. Desde la 
perspectiva de la postura 1 el aval no es, entonces, un objeto neutral, sino un 
peligroso dispositivo. 
El aval como objeto de controversia constituyó una oportunidad importante para que 
el CEI-A configurara relaciones con los demás actores de la red. Particularmente con 
las comunidades disciplinares, con las que se alineó en respuesta a la presencia 
dominante de Colciencias dentro de la red. Gracias a este debate, el CEI-A se 
posicionará como defensor de la autonomía de la comunidad científica en general, y 
buscará desarrollar medidas administrativas que bajo el principio de la menor 
intervención respeten dicha autonomía o que intervengan, cuando sea necesario, 




(En la siguiente tabla se muestra un resumen de la controversia con dos ejes 
centrales. La fila superior, que identifica las posturas en disputa y el aval como 
objeto central de la misma (derecha e izquierda), y la columna central que reúne 
algunos de los temas más importantes alrededor de los cuales discurrió el debate. 
Las celdas inferiores a la columna “postura 1” y “postura 2” indican los puntos 





Tabla de resumen del debate sobre revisión ética de PITGP 
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Paso 2, estrategias y recursos. Órdenes normativos emergentes.  
 
El trabajo de construcción de fronteras (bien a través de ejercicios depurativos o 
hibridatorios) entre ética, derecho y ciencia es un topos del debate en torno a la 
necesidad de avalar trabajos de grado de posgrado. Particularmente se pueden 
observar tres escenarios fronterizos de frecuentes disputas: entre ciencia y ética, 
entre investigación y docencia y entre derecho y ética (ver Tabla de resumen del 
debate sobre revisión ética de PITGP). 
Como se pudo observar, es frecuente que quienes dentro del CEI-A representan al 
sector 1 de la controversia apliquen “mecanismos discursivos de coordinación” 
(Miller, 2001) o prácticas de hibridación (Latour, 1993), estableciendo identidad entre 
lo ético y lo científico y la docencia y la investigación, buscando diluir fronteras 
conceptuales (Bijker et al, 2009; Miller, 2001). Al hacer tales asociaciones se 
fortalece la idea de que la aprobación “institucional” del director de trabajo de grado 
o la autoridad académica de la facultad son a la vez juicios éticos y científicos. O, 
igualmente, que la “seriedad académica” implica la corrección ética de la 
investigación. Esta estrategia se convierte en un poderoso recurso discursivo en 
contra de quienes defienden la necesidad de un control efectivo de los CEI sobre 
ese tipo de proyectos de investigación, en la medida en que sería innecesario 
establecer “instancias burocráticas”–como con tono despectivo se les denomina- 
cuando la supervisión del director de trabajo de grado conlleva juicios “académicos” 




Si dicha postura se construye a partir de la integración del mundo social y natural, de 
lo moral y lo científico, o de las acciones de enseñar e investigar, vale la pena 
destacar que se construya, también, en una oscura disgregación del universo 
normativo en dos dimensiones diferentes: las normas simples o las reglas formales y 
el razonamiento ético y moral. El encuentro entre los universos epistémicos de la 
ética y el derecho se debe fundamentalmente a que los CEI son creados bajo un 
mandato reglamentario de supervisión, por lo que una lectura de la ética de la 
investigación que relega parte de esa tarea a las comunidades vigiladas choca, a 
menudo, con aquel mandato. En esa medida se hace necesario (para los actores 
involucrados) desarrollar recursos discursivos para hacer frente a la aparente 
contradicción. Uno de ellos es disociar o hacer borrosas –según los intereses del 
agente- las fronteras entre la norma (jurídica) y la reflexión (ética).  
La postura 1 emplea una argumentación que propone una contradicción insalvable 
entre las normas y reglamentos y un actuar propiamente ético. “La ley”, “la regla” o 
“el derecho” suelen asociarse, cuando no a mandatos que contradicen la esencia del 
docente o el investigador, por lo menos a formalismos y requisitos que más que 
nada constituyen trabas burocráticas indeseadas. La moral y la ética, por su parte, 
suelen verse como entidades etéreas, “potenciales” (CEI-A, agosto 4, 2010:4); 
indescifrablemente emergentes; en ocasiones, como una habilidad o casi una 
sensibilidad (de percibir una dimensión ética) (CEI-A, febrero 2, 2009:2), que por la 





En ese sentido, la ética y la moral parecen habilidades esotéricas que solo dominan 
algunos iniciados. Están asociadas con una especial capacidad intelectual de 
reflexión y razonamiento individual. La moral –o la ética- no se reducen al puro y 
simple ejercicio lógico deductivo de aplicación de un enunciado normativo, sino que 
consisten más bien en la acción discursiva y dialógica en sí misma. De ahí que para 
la postura 1 la ética o los resultados de esa acción discursiva sean “potenciales” y no 
existan sino hasta después de que esta acción ocurre. La principal característica es, 
sin embargo, que la ética y la moral conciernen a la capacidad del individuo de guiar 
autónoma y racionalmente su conducta, sin la influencia de reglas heterónomas 
A decir verdad, los límites entre ética, moral y derecho no lucen, en lo absoluto, bien 
definidos. La línea divisoria que para la postura 1 existe, por lo menos entre las dos 
primeras y el derecho, es una delicada franja conceptual difícil de distinguir. Si algo 
es evidente es la reticencia de la postura 1 a asociar las normas y los arreglos 
institucionales de lo que he denominado gobierno ético de la investigación con la  
Ética de la investigación. Esta podría ser la línea más clara que divide dichos 
universos normativos. Para la postura 1 las normas jurídicas imponen dinámicas 
reguladoras que intentan institucionalizar la ética, desconociendo que esta es un 
asunto que concierne fundamentalmente al individuo. 
La postura 2 le apuesta al trabajo de fronteras inverso; o sea, intenta mantener 
borrosos los contornos de la distinción entre ética y derecho, pues le conviene que 
se entienda que el respecto por las normas y los diseños institucionales de la 
supervisión ética de la investigación equivale a respetar la ética, como cuando se 




Aunque para la postura 2 la ética y las normas también son vistas como un conjunto 
de “formulismos” impuestos por dinámicas regulatorias internacionales y realidades 
normativas heterónomas, suele ser más benevolente en el sentido de que las 
entiende como parte de los arreglos que componen la ética de la investigación y que 
por lo tanto deben ser respetadas. 
A la luz de lo explicado por el relator del CEI-A es posible plantear, igualmente, que 
quienes defienden tal imbricación entre ética y normas son probablemente quienes 
dominan los rudimentos de la bioética consignados en las reglas y recomendaciones 
internacionales de la ética de la investigación (por ejemplo las Pautas Éticas 
Internacionales para la Investigación Biomédica en Seres Humanos, CIOMS-OMS, 
2014). 
Tal parece, entonces, que detrás de este trabajo de administración de fronteras 
(hibridación/purificación) hay dos experticias diferentes y posiblemente enfrentadas. 
De un lado, una experticia “técnica” en el conocimiento y el dominio de las normas y 
las reglas propias de una comunidad profesional, más parecida a la experticia legal, 
y otra experticia que se caracteriza por el dominio y exaltación de la acción 
discursiva comunicativa, y por el razonamiento filosófico y teórico. La controversia no 
comporta únicamente dos formas de entender la ética de la investigación sino dos 
formas de practicarla. 
Es posible predicar fines estratégicos de estos ejercicios: La postura 2 legitima su 
experticia si cuenta con los CEI como escenarios para poner en práctica su saber 




misma. Como resultado configuraría un rol institucional del CEI conforme al cual este 
se dedica a aplicar dichas reglas y ejercer controles directos sobre las comunidades 
disciplinares vigiladas. El efecto es menor independencia para estas últimas. 
La acción de demarcación discursiva entre lo ético y lo legal –que dicho sea de paso 
ha sido producida y administrada dentro del CEI-A como ninguna otra- tiene que ver 
con la reconfiguración del rol institucional del CEI-A, en el sentido de que no es un 
cuerpo burocrático para la aplicación de “simples” reglas ajenas a la comunidad 
científica, sino que es un ágora para el intercambio de reflexiones éticas. Este 
ejercicio de demarcación puede explicarse como reacción de la postura 1 a una 
dinámica de supervisión de la investigación que desplaza la responsabilidad del 
investigador y la “cosifica” en el aval. Termina significando, desde el punto de vista 
de quienes lo despliegan, mayor autonomía en el trabajo del docente-director, en 
quien se confía como “sujeto moral por excelencia”. La autonomía de este último y 
las comunidades disciplinares a las que pertenece pueden ser, quizá, el principal 
efecto del éxito de la postura 1.  
Este ejercicio de purificación/hibridación tiene, en síntesis, fines institucionales 
estratégicos, en la medida en que termina aduciéndose como justificación para 








Paso 3, la reconstrucción. Otro orden institucional 
 
Como resultado del ejercicio de reconstrucción (remitificación y renaturalización) de 
órdenes normativos dentro del CEI-A, este cuerpo colegiado comenzará a adoptar 
algunas medidas administrativas que mostrarán el alcance del éxito de la postura 
que logró influenciar con mayor definición su imagen institucional. Este punto se 
abordará a propósito del modo en que el organismo manejó un par de casos 
relacionados, el primero de ellos, con controversias entre docentes y, el segundo, 
con presuntas faltas éticas cometidas por docentes de la Universidad. A diferencia 
de lo visto en el anterior acápite, en estos dos asuntos no quedó registro de que se 
hubieran presentado mayores debates. Las actas dan cuenta de un consenso 
relativo acerca de la manera en la que el organismo debía proceder. El CEI-A pasó, 
así, del debate ideológico a la adopción de medidas administrativas concretas.  
Aunque la controversia sobre la revisión ética de trabajos de grado de posgrado 
tuvo, sin duda, efectos institucionales (se envió un mensaje a los CEI de facultad en 
el sentido de que esos proyectos de investigación no requerían ser avalados),  la 
intervención del CEI-A en la solución de controversias entre docentes o por 
presuntas faltas éticas de los docentes pondrá en evidencia que como proyecto 
institucional definido el organismo buscó mantener el control de la corrección ética 
de la investigación en las comunidades disciplinares en las cuales esta se produce. 




administrativa de su rol supervisor. Cuando, como en el segundo caso que aquí se 
tratará, el CEI-A intervino de alguna manera, lo fue en defensa del ethos de la 
“comunidad científica”. Tal forma de operar riñe con la noción de que estos cuerpos 
colegiados constituyen espacios de control y vigilancia heterónoma de la sociedad 
hacia la comunidad científica. En su lugar, se hace patente que la ética de la 
investigación ha sido un espacio epistémico permeado por los valores tradicionales 
del ethos público de la ciencia.  
Una de las características de la postura que logró posicionarse como voz oficial del 
CEI-A en la controversia sobre revisión de trabajos de grado de posgrado es que 
quiso configurar una relación entre el cuerpo colegiado y las comunidades 
disciplinares vigiladas, basada en el respeto por los espacios de control autóctonos 
de dichas comunidades. Otro campo en el que el CEI-A tuvo la oportunidad de 
configurar una relación con la comunidad supervisada fue en el manejo de conflictos 
por presuntas faltas éticas de docentes. A continuación nos referiremos a dos 
eventos en los que se pudo apreciar la dinámica de esa relación con el ánimo de 
profundizar en las medidas administrativas concretas adoptadas por el CEI-A. 
El primer caso tiene que ver con lo debatido en la sesión de noviembre 1 de 2011, 
solo algunos meses después de la controversia sobre la revisión de trabajos de 
grado de posgrado, cuando el CEI-A abordó el estudio de un caso que llegó a su 
conocimiento por interés directo de unos de los involucrados (cuyo nombre se omite 
en aras de mantener confidencialidad), quien buscó apoyo en el organismo para 
resolver una controversia surgida con una docente de otra facultad por el manejo de 




acudió al CEI-A retenía injustificadamente dicho material, según se quejó la 
vicedecana de investigación de la facultad encargada del proyecto (CEI-A, 
noviembre 1 de 2011:3). 
Es interesante notar que este asunto fue estudiado justo después de que se 
discutiera la competencia del CEI en materia de asuntos docentes. En esa 
oportunidad el representante de la Comunidad Científica Externa propuso adelantar 
un seminario acerca del tema de la ética en la profesión docente, a lo que el 
Vicerrector se opuso pues el cuerpo colegiado debía ocuparse únicamente de 
“asuntos relacionados con investigación”, ya que “cualquiera otra actividad 
relacionada con el desempeño académico” correspondía a un sistema diferente de 
seguimiento en la universidad. Si bien “las publicaciones, por su relación directa con 
la investigación, sí podrían ser objeto de consideración en el Comité” –habida cuenta 
“algunos problemas generados en la citación bibliográfica entre investigadores y otro 
tipo de anomalías”-, la propuesta del representante de la Comunidad Científica 
Externa tenía sentido “en relación con el papel del investigador”, concluyó el 
funcionario (CEI-A, noviembre 1 de 2011:2). 
El representante de la Comunidad Científica Externa insistió en su propuesta 
argumentando que la ética no dependía de la situación. “Por esta vía podría 
entenderse que las investigaciones en ciencias humanas no requieran de aval 
porque la ley no incluye la ética como factor común a todas las áreas”, señaló. 
Adicionalmente, continuó, un proyecto de investigación implicaba “muchas 
actividades y el manejo de los resultados” podría dar lugar a también diversos 




Finalmente la discusión se concentró en algunos mecanismos -como el sistema de 
quejas y reclamos- para ejercer control sobre el desempeño docente, sin que se 
avanzara en alguna conclusión sobre el tema (CEI-A, noviembre 1 de 2011:2).  
Esta discusión es importante por sus efectos institucionales. En efecto, sirvió de 
abrebocas para que el CEI-A se involucrara en una tarea que no aparecía 
expresamente asignada en su reglamento: la mediación en controversias en las que 
estuviese en juego la ética de la actividad docente. Esto es lo que se puede 
interpretar cuando, después de dicha discusión, sin mayores preámbulos ni 
controversia, el CEI-A abocó el estudio del conflicto surgido por el manejo de las 
muestras obtenidas en una investigación. Ningún comisionado cuestionó la medida, 
como si hubiese sido obvio que el CEI-A debiera involucrarse en dicha materia. 
El conflicto se comenzó manejando con la designación de una comisión que “a 
través del diálogo...como la vía inicial y óptima” trataría de resolverlo. “El asunto –se 
indicó- debe resolverse en el plano humano antes que en el legal” (CEI-A, febrero 7, 
2012:2), quedando claro, así, cuál sería el enfoque que habría de dársele en lo 
sucesivo. 
La comisión presentó un documento ofreciendo a los involucrados una posible 
solución y propuso adelantar una reunión con los docentes a fin de que pudiesen 
dirimir sus diferencias (CEI-A, julio 3, 2012:2). Aunque finalmente los buenos oficios 
del CEI no dieron resultados (CEI-A, noviembre 6, 2012) porque fue imposible 
mediar con los profesores, la manera en que esta labor fue abordada nos permite 




Se aprecia una sucesión de acciones del CEI-A que mejor se cataloga como 
paradójica. En un primer movimiento el organismo se abrogó una competencia que 
no tenía expresamente, lo que podría leerse como contradictorio a la luz de la 
tendencia (representada en la postura 1) de entregar parte del control a las 
comunidades disciplinares locales. Una vez hacerlo, sin embargo, se asume de 
entrada que su labor será de mediación y que evitará acudir a “instancias 
burocráticas”. Difícil que la postura 1 del CEI-A encontrara una oportunidad igual, 
primero, para constituirse en la voz que identificaría al organismo y, segundo, para 
demostrar el alcance práctico de sus posiciones ideológicas (y de paso, obviamente, 
las del organismo). Consumado este primer movimiento, el CEI-A (cabe decir “CEI-
A” a esta altura) renueva sus votos conceptuales y decide no ventilar los conflictos 
docentes por fuera de la comunidad disciplinar respectiva buscando salvaguardar la 
autonomía de estas.  
El CEI-A conoció también de otro caso, más grave por sus implicaciones, de un 
docente que habría publicado más de veinte artículos en un mismo año en la misma 
revista de la cual era miembro del consejo editorial. El asunto llegó a conocimiento 
del organismo gracias a información remitida por el comité que se encarga de 
estudiar y asignar el puntaje a los docentes de acuerdo a su producción académica. 
Tras analizar cuál sería el “radio de acción” del CEI de cara a un problema “a todas 
luces contrario a la ética académica” se decidió –no se especifica en el acta los 
comisionados que intervienen- enviar una comunicación a la revista “manifestando la 
extrañeza por el comportamiento del autor editor y de la revista al propiciar la 




cometida en contra de la comunidad académico y (sic) sus costumbres” (CEI-A, 
marzo 6, 2012:2). 
Al respecto se planteó lo siguiente:  
Como Comité de Ética la función fundamental en casos como este es la 
denuncia pública. Esa denuncia concuerda con la normatividad vigente y hace 
uso de los derechos de la comunidad científica en general. Se pregunta si 
conviene elaborar un documento que plantee el comportamiento ético en la 
comunidad científica. La denuncia es la campaña que requiere el 
comportamiento ético (CEI-A, marzo 6, 2012:2). 
La idea de comunidad científica que circula con naturalidad dentro del cuerpo 
colegiado dista de ser la de una comunidad subordinada sobre la cual se ejerce 
vigilancia. Al contrario, es la alineación ideológica entre el CEI-A y la comunidad 
científica, cuando se observa que el primero se postula como defensor de esta 
última y de sus costumbres. 
En la siguiente sesión se habló de la comunicación que se habría enviado a la 
revista y que estaba pendiente otra adicional dirigida a los docentes implicados.  
Se resalta que el texto del documento define lo que es un 
comportamiento ajeno a la ética en una publicación. Pero igualmente, se 
recrimina el que no se haya enfrentado el origen del problema al aceptar 
legislación externa a la academia para regular un tema tan importante para el 
desempeño docente. Es necesario denunciar las leyes que son contrarias al 




necesita intervenir en la asignación de puntaje para cumplir su función de 
administrar las publicaciones científicas del país (CEI-A, marzo 6, 2012:2). 
Se hace patente una defensa abierta de la comunidad científica, incluso 
responsabilizando de las prácticas que atentan contra ella a instituciones como 
Colciencias, a quien se la considera un cuerpo extraño dentro de la comunidad 
científica. No es gratuito entonces que el papel más activo asumido por el CEI-A 
haya sido justamente en un caso en donde se puso en peligro la imagen pública de 
la ciencia y las costumbres de la comunidad científica. 
Como se puede apreciar a partir de estos dos casos, cuando el CEI-A se ha 
involucrado en controversias docentes ha preferido recurrir a la “amigable 
composición” y a acompañar las partes involucradas en la solución de sus propios 
conflictos. En particular, en este último caso, la “denuncia pública” terminó 
concretándose en un par de comunicaciones dirigidas a los supuestos responsables 
con el ánimo de hacerles caer en cuenta de su conducta no ética, evitando llevar la 
controversia a escenarios diferentes a la propia “comunidad científica” e, incluso, de 
los propios involucrados. Esta es un apreciación que también exteriorizó el relator, 
quien manifestó su opinión en el sentido de que “la acción del Comité…también fue 
la más suave posible. Digamos (hace gesto de hablar al oído) “oiga profe, eso no se 
hace”. Sí, así en voz baja : “… eso está mal hecho” (Relator del CEI-A, entrevista de 
octubre de 2014: 00:30:10). Y aunque el relator reconoció que “el Comité tampoco 
tiene dientes como para llegar a acciones más allá del escarnio público”…ello debió 
ser suficiente; “pero cuando el escarnio público se hace en privado pues ya no era 




El organismo ha optado, sin lugar a dudas, por relegar el ejercicio del control en las 
comunidades disciplinares antes que acudir a procedimientos legales. Estos son 
deslegitimados de tajo con el argumento de que debe buscarse la solución a través 
del diálogo, procurando evitar “otras instancias académicas o administrativas”; “la 
solución al problema no puede ser jurídica”, se escucha con frecuencia, por cuanto 
“los acuerdos académicos deben primar sobre las acciones directivas” (CEI-A, junio 
5, 2012:2) 
En síntesis, tanto la controversia alrededor de la revisión de trabajos de grado de 
posgrado como los dos casos recién presentados sustentan la afirmación de que en 
el trabajo de supervisión del CEI-A coexisten manifestaciones ostensibles de la 
ideología autonomista, según la cual el científico y el investigador se encuentran 
dentro de comunidades que ejercen eficazmente sus propios mecanismos de 
control.  
Es incuestionable que dentro del cuerpo colegiado asoman con perseverancia 
algunos elementos de lo que Jasanoff (1987) denominaría el ethos público de la 
ciencia. Se alude, no de manera aislada sino sistemática, a la investigación como 
una actividad neutral, “…concepto ampliamente aceptado por la comunidad 
académica y filosóficamente sustentado por pensadores de la altura de Kant” (CEI-
A, abril 9, 2007: 4), como lo sostuvo el representante de la Comunidad Científica 
Externa. Desde luego, así presentada la ética debe ser un asunto que concierne 




Lejos de haber una relación de subordinación entre vigilante y vigilada, el CEI-A se 
alinea en defensa de las costumbres y valores de la “comunidad científica”, al punto 
que intervino rápidamente cuando estos fueron amenazados por presuntas faltas 
éticas de algunos docentes. En este caso el organismo desplegó algunas acciones 
de control. Aunque bien vistas, para ser justos, tales acciones constituyeron más que 
nada un llamado de atención a través del cual se buscó evitar que el problema se 
ventilara en espacios de regulación externos. Incluso se llegó a responsabilizar al 
propio diseño institucional e instituciones como Colciencias de ser el origen del 
problema.  
 En suma, las alusiones al respecto de la autonomía y costumbres de la comunidad 
científica; al estatus moral del docente; el rechazo del aval de ética como dispositivo 
de control agenciado por entidades externas a la comunidad científica y el 
permanente trabajo de administración de fronteras (a través de estrategias de 
purificación –ética y derecho- o hibridación –entre docencia e investigación y entre 
ética y ciencia- conceptual), no son simples expresiones ideológicas del sector que 
se convirtió en la voz institucional del CEI-A. Estos recursos discursivos se 
corporeizan en acciones y medidas administrativas concretas que configuran una 
relación específica de confianza en mecanismos de control propios de las 
comunidades disciplinares locales. 
Ahora bien, vale la pena preguntarse por qué un organismo como el CEI-A, teniendo 
la oportunidad de ejercer un control directo sobre lo que aquí hemos llamado 
comunidad vigilada, optó por un modelo de controles administrativos blandos. Lo 




constituido por miembros potenciales de las comunidades vigiladas locales, dado 
que como se vio sus integrantes son seleccionados entre estas últimas. Habida 
cuenta lo anterior, estos organismos deben balancear su rol supervisor y la 
autonomía que sus integrantes probablemente echan de menos en sus actividades 
docentes e investigativas regulares. Al preguntársele al relator acerca del 
acomodamiento de los comisionados recién designados a la comunidad de prácticas 
del CEI-A explicó que una de las dificultades consistía en la manera de entender la 
ética “a la colombiana”. En ocasiones, ante prácticas académicas reprochables, la 
primera acción era “tomar partido del lado del acusado; o sea, es un docente, es un 
compañero, es un colega, acusado…es inconcebible. Algo tiene que andar mal”. En 
esta apreciación, pero también en el último caso presentado en este acápite se 
puede apreciar que la tendencia hacia la autonomía tiene raíces profundas en el 
hecho de la ascendencia disciplinar local de los comisionados. Además de lo 
anterior debe considerarse que el único comisionado externo a la Universidad, 
haciendo gala de su condición de representante de la comunidad científica externa, 
resultó ser un acérrimo defensor del ethos de la comunidad científica, incluso de 
manera más decidida que los propios comisionados provenientes de las 
comunidades disciplinares locales, algunos de los cuales eran incluso amigos del rol 
estatutario de supervisión.  
Ahora bien, la respuesta a este interrogante pasa también por el problema de la 
responsabilidad social de la investigación, sus riesgos y resultados. A pesar del 
diseño institucional el CEI-A ha sido reacio a centralizar los cuestionamientos é ticos 




incipiente. Al reintegrar en los docentes-investigadores un espacio de 
autorregulación, creemos, este cuerpo colegiado busca en parte evitar que las 
expectativas sociales de control de la investigación y los efectos de la misma se 
depositen sobre él. 
A la luz de este planteamiento uno de los presupuestos sobre los nacieron los IRB 
en Estados Unidos (esto es, que los científicos no debían hacerse responsables, 
solos, de las consecuencias de la investigación), que a la postre se convirtió en 
elemento característico del modelo de supervisión institucional de la ética de la 
investigación (la multidisciplinariedad) adquiere un cariz un poco diferente. No se 
trataba, o por lo menos no solamente, de una decisión más o menos altruista que 
buscara “democratizar el conocimiento” ofreciendo a públicos y experticias el acceso 
a espacios de toma de decisiones sobre ciencia y tecnología de los que antes 
estaban excluidas, como a menudo suele celebrarse la integración heterogénea de 
los CEI en algunos escenarios oficiales (ver: CIOMS-OMS, 2014). Se trataba 
también de un problema de distribución de responsabilidades, en esos públicos y 
experticias heterogéneas que integran el CEI, de los efectos de la investigación. El 
CEI termina convirtiéndose en espacio de santificación de decisiones controversiales 
en la investigación y siendo útil como medio de legitimación del trabajo de las 
comunidades disciplinares. 
A pesar de que son publicitados como necesarios para la protección de las personas 
que participan de la investigación –lo cual no se pone en duda-, es inocultable que 
estos organismos ofrecen una oportunidad, a quienes hacen investigación, de 




disciplinas que lo integran. Será imposible no voltear la mirada hacia los CEI cuando 
algo salga mal.  
Ésta, de hecho, fue una preocupación permanente el día que CEI-A comenzó a 
sesionar. El representante del área de ciencias jurídicas fue el primero en resaltar 
“las responsabilidades implícitas en las acciones del Comité”. Después de haber 
revisado “las carátulas” de algunos proyectos que presentó la Vicerrectoría para ser 
avalados, indicó que hacía “falta información para juzgar temas de áreas de la salud, 
razón por la cual asumir una responsabilidad como otorgar el aval requerido se 
convierte en un compromiso que implica graves riesgos” (CEI-A, mayo 22, 2006:3). 
Propuso la constitución de “pólizas de responsabilidad civil como mecanismo de 
protección para las personas que deciden sobre estos temas” (CEI-A, mayo 22, 
2006:3). Adicionalmente, la elaboración de un formato para ser diligenciado por el 
investigador, “en el cual reconoce que acata y cumple las leyes y la ética en la 
formulación del proyecto” (CEI-A, mayo 22, 2006:4). 
Kelly Moore ha hablado de este tipo de organismos como “válvulas de seguridad” 
contra la pérdida de legitimidad del científico desde mediados de la década de 1960 
en Estados Unidos. Según esta autora, este tipo de organizaciones multidisciplinares 
han contribuido a mantener la integridad de la ciencia y la autoridad moral de los 
científicos (Moore; 1996, 2006, 2008). Susan Kelly (1996) coincide en ello y además 
apunta que han relegitimado “la autonomía profesional de los científicos” respecto de 
las demandas de diversos públicos y actores a través de la “ambigüedad discursiva” 
y posterior “repurificación” de su rol. Lo que debe tenerse en cuenta es que ello 




organismos, de evitar el efecto centralizador del modelo de supervisión institucional 









Sección III. ANOMALÍAS DE UN MODELO DE SUPERVISIÓN BASADO EN LA 
CONVERGENCIA DE “COMUNIDADES DE PRÁCTICAS” 
 
El objetivo de esta Sección es analizar el impacto del modo de organización 
disciplinar del CEI-A en la evaluación de proyectos de investigación, función en torno 
a la cual se han suscitado numerosas controversias. Desde su instalación este 
cuerpo colegiado optó por delegar la mayor parte de este trabajo a los CEI de 
facultad. Para justificar esta decisión se argumentó que estos últimos eran más 
“operativos”. No obstante, esta decisión puede interpretarse también como un 
movimiento dirigido a mantener la supervisión ética de la investigación en las 
comunidades disciplinares donde se produce.  
Es en este punto donde la concurrencia de distintas “comunidades de prácticas” se 
convierte en un problema de singular importancia para analizar la dinámica del 
gobierno institucional de la ética de la investigación y la articulación e intermediación 




CEI-A y las comunidades disciplinares que se basa en el respeto por la autonomía  
de estas últimas está estrechamente asociado con el problema de la interacción 
entre distintas “comunidades de prácticas”, propio del modelo de organización 
multidisciplinar bajo el cual han sido concebidos estos organismos. 
En efecto, las Pautas Éticas Internacionales para la Investigación Biomédica en 
Seres Humanos del Consejo de Organizaciones Internacionales de las Ciencias 
Médicas (CIOMS, 2002) en colaboración con la Organización Mundial de la Salud 
recomiendan que los CEI estén conformados de manera multi o pluridisciplinar, de 
modo que “sean capaces de proporcionar una evaluación completa y adecuada de 
las propuestas de investigación presentadas. Por lo general, se considera que 
debieran incluir médicos, científicos y otros profesionales como enfermeras, 
abogados, eticistas y religiosos, así como también legos calificados para representar 
los valores culturales y morales de la comunidad y asegurar que los derechos de los 
sujetos serán respetados. Debieran incluir hombres y mujeres”, al igual que 
representantes de otras comunidades de impacto. 
En este punto vale la pena introducir algunas claridades conceptuales. Los términos 
multi, pluri y trans disciplinar han sido usados sin mucha precisión. Los estudios 
transdisciplinares europeos (Ut supra, p. 61) aluden a lo multidisciplinar como el tipo 
de articulación disciplinar prototípica del “Modo 1” de producción de conocimiento 
(Bunders y Regeer, 2009) por cuanto se limita a una reunión de disciplinas sin 
integración conceptual. Mientras que lo multidisciplinar suele entenderse como la 
sola agrupación de disciplinas –y, desde luego, asumimos, de representantes de 




conceptos, métodos y axiomas entre varias disciplinas” (Apostel et al., 1972: 106). 
Lo transdisciplinar ha sido entendido, por su parte, como la integración completa de 
conceptos, métodos y axiomas, en orden a la producción de un conocimiento nuevo 
que no corresponde a ninguna de las disciplinas (Klein et al., 2001: 7). 
A decir verdad, los términos aquí estudiados suelen emplearse indistintamente o, en 
el mejor de los casos, en el primero de los sentidos; es decir, en cuanto hace 
relación a la concurrencia de diversos actores disciplinares para la solución de 
ciertos problemas. Preferimos hablar de “comunidades de prácticas” (Wenger, 2002). 
Debe tenerse en cuenta que una de las cualidades fundamentales de las 
comunidades de prácticas es que pueden coexistir en el mismo tiempo y espacio. 
Según Bowker y Leigh Star (1999), objetos y personas habitan al tiempo en varias 
de ellas.  
Esta noción permite entender, de un lado, el hecho de que los comisionados cuentan 
con sus propias trayectorias disciplinares, forjadas al seno de las comunidades 
académicas que les han encargado su representación. No obstante, para que el 
cuerpo colegiado opere como una unidad organizativa debe construir un campo de 
entendimiento mutuo incorporando objetos, textos, reglas y conceptos (no 
únicamente conceptos disciplinares) que auspicien la traducción o alineamiento de 
cada una de las trayectorias. Es decir, debe consolidarse una comunidad de 






La experticia bioética en la revisión de proyectos de proyectos de 
investigación  
 
Ya se vio en la Sección anterior la reticencia del CEI-A a que se le considerara un 
cuerpo colegiado dedicado a avalar proyectos de investigación. Ello se debió, como 
se pudo observar, al rechazo del aval de ética como dispositivo de contro l sobre la 
comunidad vigilada. Como resultado de los debates acerca de la función del 
organismo en materia de revisión ética y emisión de avales, terminó relegándose 
dicha labor a los CEI de facultad. 
El represente del área de Ciencias Jurídicas fue el primero en proponer, en la sesión 
inaugural, que el CEI-A fuese una suerte de segunda instancia de los CEI de 
facultad, e incidió en la decisión de la Vicerrectora de enviar los proyectos que había 
presentado para aval a dichos cuerpos colegiados (CEI-A, mayo 22, 2006:1-5). En la 
segunda sesión, en plena discusión del reglamento, se propuso que los CEI de 
facultad evaluaran todos los proyectos según su área de conocimiento. El 
Vicerrector recién designado indicó que a partir de ese momento se llevarían al CEI-
A sólo aquéllos proyectos que constituyeran una “excepción indelegable” para los 
antes mencionados (CEI-A, junio 27, 2006:5). Finalmente, la resolución que fijó el 
reglamento interno del CEI-A señaló de manera expresa que se evaluarían 
proyectos de investigación en segunda instancia, o cuando involucraran “seres vivos 
o materiales procedentes de los mismos” (ver Acuerdo “A” de 2005 que crea el CEI-




En la séptima sesión, ante pregunta formulada por el recién designado 
representante de la Comunidad Científica Externa, se planteó que se asumiría la 
función de avalar un proyecto de investigación únicamente en el evento de que el 
CEI del área o de la facultad correspondiente hubiese encontrado “conflictos para 
atender debidamente tal decisión” (CEI-A, abril 9, 2007:3).  
Por excepciones indelegables se entendieron, básicamente, los proyectos 
presentados por investigadores externos en convenio con la Universidad, dentro de 
los cuales se incluyen un par de solicitudes presentadas por estudiantes de 
universidades extranjeras que planeaban adelantar sus trabajos en Colombia. En 
total, a enero de 2012 el CEI-A no había revisado más que unas 6 propuestas de 
investigación amparado en su decisión de revisar sólo aquello que no pudiera ser 
revisado por los CEI de facultad.  
Esta decisión puede interpretarse como parte de las respuestas del organismo al 
problema de la articulación disciplinar y la comunicación eficiente entre diferentes 
expertos y experticias. Lo que demuestra la trayectoria de este CEI son 
precisamente las dificultades que entraña el trabajo de un cuerpo colegiado 
seriamente concebido para albergar en un mismo sitio y bajo el mismo objetivo 
múltiples “comunidades de prácticas”. Como plantean Bunders y Reeger (2003) las 
aproximaciones multidisciplinares a menudo tienden a desconocer las dificultades 
operativas que entraña un “diálogo entre saberes” dentro de estructuras y procesos 
de formación académica fundamentalmente disciplinares. Ello nos lleva a 
preguntarnos, primero, por los problemas que ha suscitado la definición de un marco 




que le han permitido al organismo enfrentarlos; es decir, por la formación de 
contextos comunes de traducibilidad (Leigh Star y Griesemer, 1989; Fujimura, 1992) 
que les permiten cumplir con su trabajo. 
El día que comenzó a sesionar el CEI-A, una de las primeras inquietudes 
expresadas por el representante del Área de Ciencias Jurídicas, tras la solicitud 
planteada por la Vicerrectoría de Investigación de evaluar y emitir aval ético a varios 
proyectos pendientes de enviar a Colciencias para participar en una convocatoria, 
fue recogida de la siguiente manera en el acta de la respectiva sesión:  
El profesor U quien ha revisado las carátulas de buena parte de los proyectos 
pendientes de aval ético, señala que hace falta información para juzgar temas 
de áreas de la salud, razón por la cual asumir una responsabilidad como 
otorgar el aval requerido se convierte en un compromiso que implica graves 
riesgos (CEI-A, mayo 22, 2006:3). 
Punto que por paradójico que pudiera resultar fue retomado después por el abogado 
que entonces representaba a la Comunidad Científica Externa: 
si las valoraciones éticas han de darse sobre áreas o temas que no son de su 
conocimiento mal podría aceptar emitir juicios sobre lo que no entiende, razón 
por la cual no considera adecuada su nominación dentro del Comité y prefiere 
dimitir antes que enfrentar retos más allá de su juicio (CEI-A, mayo 22, 
2006:4). 
Más adelante el profesor designado por el área de Ciencias Jurídicas intervino para 




Externa y rati ficar que los temas sometidos a consideración le parecían 
“…demasiado densos para su formación profesional” (CEI-A, mayo 22, 2006:4). 
El representante de Humanidades y Artes objetó dicho planteamiento, pues 
consideró que “como filósofo podría hacer un planteamiento semejante al de los 
abogados”. Estimó, no obstante, que “la formación de todos los invitados a integrar 
el Comité los (calificaba) para la toma de decisiones, pues no se (trataba) de realizar 
juicios científicos sino de juzgar los efectos de esas acciones científicas para lo cual 
los referentes generales (eran) conocidos para todos y se (basaban)” en los “juicios 
de Núremberg y otro par de casos” (CEI-A, mayo 22, 2006:4). Con todo, para el 
representante de la Comunidad Científica Externa, era un reto inaceptable asumir 
responsabilidades sin tener reglas claras. 
Este episodio es importante por dos razones: primero, porque evidencia la reacción 
espontánea de algunos de los integrantes del CEI-A ante una situación de 
incertidumbre normativa dentro de una “comunidad de prácticas” apenas emergente. 
Es evidente el impacto de la ausencia de mecanismos de decisión y procedimientos 
que operativizaran el trabajo del cuerpo colegiado. A ello se refería el representante 
de la Comunidad Científica Externa cuando habló de la falta de reglas claras. Se 
desconocía en qué consistía la revisión ética de los proyectos y cómo debían 
adelantar su trabajo. De ahí que se hubiese considerado “un reto inaceptable” y que 
finalmente se desatendiera la solicitud de revisión formulada por la Vicerrectora. 
Como veremos en el siguiente acápite, esos mecanismos y procedimientos para la 




propia del trabajo del organismo, garantizando procesos de traducibilidad y 
conmensurabilidad que le permiten cumplir con sus mandatos reglamentarios. 
La otra razón por la que es importante el episodio descrito es porque relieva el uso 
estratégico de la experticia, como recurso discursivo, dentro del gobierno ético de la 
investigación. Se apela a ella no solo para incluirse dentro de una controversia sino 
también para marginarse de ella. De ese modo puede ser vista la reacción de los 
representantes del área de Ciencias Jurídicas y la Comunidad Científica Externa, 
quienes adujeron su incompetencia en las materias discutidas para argumentar su 
incapacidad de intervenir en la discusión.  
Ahora bien, es importante notar que el afán de estos dos comisionados de dejar “que 
los expertos hablaran” no obedeció necesariamente a la confianza en las habilidades 
esotéricas de posiciones (experto, no experto) que todavía no se encontraban bien 
definidas debido a que la reunión recién había comenzado. Como lo revelan las 
alusiones reiteradas de estos dos comisionados, lo que se evidencia es el temor de 
asumir las “responsabilidades implícitas” de la labor para la que el CEI-A había sido 
convocado. Es decir, estos integrantes adujeron la condición de no expertos que 
ellos mismos se adjudicaron estratégicamente en el debate, para evitar asumir la  
responsabilidad de haber avalado proyectos de investigación en campos en los que 
ellos mismos se consideraron legos. 
Sobre la condición de experto recae, entonces, una doble expectativa. En primer 
lugar, se espera de él que domine un saber especializado – la ética de la 




pronunciarse sobre los fenómenos propios de su experticia. Pero, como se pudo ver 
en el debate descrito al inicio de este acápite, por ello mismo adquiere visibilidad 
pública y termina asumiendo cargas sociales en el cumplimiento de su trabajo. En 
tanto recurso discursivo, la condición de experto o no experto puede ser usada 
estratégicamente para adoptar una voz privilegiada dentro de un debate pero 
también para evadir las consecuencias que de allí se derivan. Dicho estatus no es 
un atributo personal connatural a alguna trayectoria disciplinar sino parte de lo que 
se define durante una controversia. 
La condición de experto o no experto no era una posición con fronteras claras y 
definidas en el episodio que se acabó de relatar. Menos durante los primeros 
momentos de la sesión, en medio de la confusión que la rodeó e incluso sin que 
probablemente los comisionados se conocieran con antelación. Además, no todos 
los comisionados recién designados contaban con entrenamiento en bioética (por 
ejemplo, los representantes de la Comunidad Científica Externa y del Área de 
Ciencias Jurídicas contaban con experiencia en temas legales como propiedad 
intelectual) de modo que no tenían por qué saber que los “expertos” en el contexto 
de la reunión eran aquellos miembros del CEI-A presentados como expertos en 
animales de laboratorio o alguna de las otras disciplinas presuntivamente afines con 
los menesteres de un CEI. 
El posicionamiento como experto dentro del CEI-A comenzó a gestarse a través de 
un despliegue público de exhibición de credenciales y dominio de un lenguaje 
especializado. La representante experta en animales de laboratorio, procedente de 




de laboratorio pero fue también la primera en cuestionar abiertamente la solicitud de 
la Vicerrectoría.  
Además de hacer visible su conocimiento acerca de la evaluación ética, hizo 
referencia a la existencia de pautas internacionales homogéneas para el desarrollo 
de esta actividad, producidas por organizaciones como la UNESCO y la OMS (CEI-
A, mayo 22, 2006:2). Las estrategias no fueron siempre tan implícitas. Así, por 
ejemplo, desacreditó con propiedad a la asesora de la Vicerrectoría que dijo haber 
revisado previamente los proyectos de investigación según los lineamientos de la 
Resolución 8430 de 1993, sin que ninguno de los intervinientes se atreviera a 
cuestionarla: 
La profesora…aporta que el formato de declaraciones éticas que se ha 
propuesto también está definido en las pautas internacionales existentes, y 
resalta que las observaciones de (la asesora) no se ajustan a los requisitos de 
forma que deben atenderse para realizar la valoración ética (CEI-A, mayo 22, 
2006:7). 
Un argumento reiterado de esta comisionada, lo mismo que la representante del 
Área de Ciencias Biológicas y el de Humanidades y Artes tiene que ver con la 
existencia de un conjunto de pautas internacionales supuestamente homogéneas y 
estables para la conformación de CEI y la evaluación ética. El posicionamiento de 
este grupo como conocedores del tema, durante la primera sesión del CEI-A, se 
aprecia así en la exhibición pública del manejo de un lenguaje especializado y en la 




dominar los pormenores del mismo. De este modo la experta en animales de 
laboratorio posicionar su experticia como la experticia relevante para las 
necesidades del CEI. Fue tan efectivo el posicionamiento de esta comisionada en 
tanto voz autorizada de la ética de la investigación que en esa misma sesión el 
Vicerrector recién designado le encargo la elaboración del proyecto de reforma de la 
norma que creó el organismo.  
 
 
División interna del trabajo y homogeneización de espacios 
 
Los orígenes de la conformación del CEI-A ponen en evidencia una primera y tal vez 
paradójica reacción a la coexistencia de distintas comunidades de prácticas y 
trayectorias disciplinares: evadir la concurrencia misma a través de la división interna 
del trabajo en secciones que agrupan trayectorias epistémicas y disciplinares 
compatibles.  
Siguiendo la trayectoria de constitución del CEI-A es interesante mirar que para la 
revisión del primer proyecto de investigación (agosto de 2006), que consistía en 
analizar las variables clínicas y genéticas asociadas a desórdenes de movimiento, 
demencias y trastornos del afecto, se designó a profesionales del área de la salud 




hacer referencia en el acápite precedente) para que se encargaran de adelantar la 
respectiva evaluación (CEI-A, agosto 14, 2006). 
Aunque en el acta no quedó consignado quién formuló al CEI-A la solicitud de 
revisión ni, según se quejaron los comisionados, se allegó copia del proyecto de 
investigación, se tenía conocimiento de que el CEI de la Facultad de Medicina de la 
Universidad había revisado en diversas oportunidades el proyecto y, a pesar de que 
el investigador había “respondido aceptando las modificaciones sugeridas”, no las 
había incorporado realmente, “entre otras razones porque no es posible modificar la 
metodología ya establecida ante COLCIENCIAS. La metodología propuesta 
aparentemente (adolecía) de fundamentos éticos en el manejo de pacientes, 
específicamente en el establecimiento de la muestra de referencia o pacientes 
sanos”.  
Algún integrante del CEI-A opinó:  
no es un asunto fácil el establecer los pares de pacientes para un estudio 
como el propuesto (…) tal actividad requiere que se llegue a consideraciones 
como el estrato socioeconómico, la región biogeográfica de habitación, la 
edad y otros parámetros, no obvios para todo investigador. No obstante, 
existe suficiente información y casos de referencia que deben permitir 
conducir el estudio con las previsiones éticas necesarias”.  
Se aludió, igualmente, al “precedente histórico del tema de investigación y la 




pares externos según las cuales el proyecto es claro, coherente y pertinente en la 
mayoría de sus aspectos” (CEI-A, agosto 14, 2006:4). 
Lo primero que vale la pena resaltar de este caso es que a pesar de su reciente 
creación la reiterada negativa del CEI de la Facultad de Medicina llegara a 
conocimiento del CEI-A. Esto, sumado al hecho de que no se contara con el 
proyecto y se hicieran algunos comentarios con base en “aquello de lo que se tenía 
conocimiento” hace pensar que la solicitud se tramitó a través de medios personales. 
Lo cual no sorprende, dado que la solicitud llegó apenas en la tercera sesión, 
cuando estaba en pleno debate el alcance funcional y conformación interna del 
organismo, por lo que no había claridad acerca de los asuntos que recaían bajo su 
competencia.  
Precisamente tal incertidumbre llevó a que no se encontrara ningún impedimento en 
plantear la posibilidad de acudir a “jueces externos” o finalmente delegar a dos 
miembros del CEI-A el estudio del proyecto y la emisión del aval ante la premura que 
tal vez requería el análisis del asunto, debido a que el mismo tenía que enviarse a 
Colciencias rápidamente. Sobre el particular se planteó en la sesión:  
Respecto a una decisión del (CEI-A) contraria a la dispuesta por el Comité de 
Facultad se comenta que no solo es posible, sino que para su establecimiento 
puede recurrirse a jueces externos, tarea para la cual resulta inmejorable el 
Comité de Ética del Instituto Nacional de Salud. Por esta vía podrán 




Facultades y deban dirimirse por el (CEI) precedente histórico (CEI-A, agosto 
14, 2006:4). 
Llama la atención que tal determinación hubiera tenido lugar justo en medio de una 
situación de incertidumbre estatutaria y operativa como la aquí descrita, pues 
demuestra que bajo tales condiciones integrantes del cuerpo colegiado con 
diferentes trayectorias disciplinares prefieren seguir criterios de eficiencia en el 
trabajo, diseccionando el proceso de toma de decisiones en grupos y temas menos 
heterogéneos. La designación de dos de sus integrantes que precisamente 
provenían del Área de la Salud justo cuando este intentaba comenzar a operar 
después de largas discusiones acerca de sus funciones y competencia sugiere la 
existencia de dinámicas espontáneas en las cuales se aprecia una tendencia a evitar 
la concurrencia disciplinar debido a que resulta costosa en términos prácticos.  
Posteriormente, en la sesión de febrero de 2009, se repitió esta práctica en el marco 
de lo que los comisionados denominaron comités ad hoc. Si bien un funcionario de 
la oficina jurídica de la Universidad conceptuó que el CEI-A no tenía competencia 
para conformar ese tipo de comités, señaló que podía invitar a expertos asesores. 
Acto seguido, el organismo acordó solicitar a una profesora del Instituto de 
Biotecnología-que llegó a ser designada presidente de CEI del INS-, “estudiar dos 
propuestas, una relacionada con tortuga chalapa (sic) y otra con micos, y elaborar y 
presentar los respectivos conceptos para la decisión” (CEI-A, febrero 2, 2009:4).  
Esta no es una dinámica exclusiva del CEI de la Universidad. Stark (2012: 23) habla 




del IRB. Al interior del CEI del Instituto Nacional de Salud parece ser que el trabajo 
se divide también conforme a especialidades, pues cuando aparecen temas que 
requieren de alguna experticia en particular hay un criterio de división del trabajo 
conforme al área que domine cada uno de los miembros (CEI-INS, 2011).  
Es evidente, por tanto, que una de las respuestas a la concurrencia de comunidades 
de prácticas en la evaluación ética de la investigación es la homogeneización de 
espacios. Pese a la existencia de un espacio institucional diseñado con el fin de 
auspiciar el debate ético de la investigación desde diferentes experticias, ello no 
ocurre como resultado de la inercia del diseño estatutario. Los diferentes actores 
organizan su trabajo operando en entornos menos heterogéneos y problemáticos.  
A pesar de los discursos que publicitan estas instituciones, la incertidumbre que 
genera el acceso eficiente a campos de conocimiento en los que no se es experto da 
lugar a dinámicas de auto-organización que en la práctica revierten los fines 
explícitos con los que han sido concebidas. Puede pensarse que la articulación en 
estos escenarios resulta ser más costosa entre más heterogénea sea su 
composición. Homogeneizar experticias sería, entonces, una respuesta práctica a la 
dificultad que entrañan los procesos de traducción necesarios para la formación de 
una comunidad de prácticas sólida y estable. 
La “multidisciplinariedad”, en ese orden, parece más bien una ficción generada por la 
visión retrospectiva del trabajo que se hace dentro de la institución de frontera, al 
verse detrás de su elaboración un intrincado arreglo institucional y la concurrencia 




conforme a las divisiones disciplinares y epistémicas tradicionales. La confianza 
generada por la autoridad de quienes participan o derivada de la simple 
estructuración de la evaluación ética termina siendo el factor que permite la 
articulación entre distintos expertos e instancias, dentro de las cuales se encuentran, 
naturalmente, los CEI. 
 
 
El papel del investigador y las comunidades disciplinares locales  
 
Aunque más escasos, el CEI-A ha abocado en plenaria el estudio de algunos 
proyectos de investigación, en su mayoría en ciencias sociales y adelantados por 
estudiantes de universidades extranjeras, caso en el cual se consideró que los CEI 
de facultad no operaban óptimamente para responder a esas solicitudes (CEI-A, 
mayo 3, 2011). 
Para hacerlo, según se verá, ha empleado mecanismos de intermediación que le 
permiten superar las barreras disciplinares que separan a sus integrantes del 
lenguaje y saberes especializados sobre los cuales versa cada uno de los proyectos 
que revisa. A través de aquellos y del despliegue de una narrativa que apela al 
impacto social de la investigación, logra generar consenso y cumplir con su misión 




Para que ello hubiese ocurrido (es decir, para que este cuerpo colegiado comenzara 
a adelantar evaluaciones en plenaria), tuvieron que pasar, sin embargo, casi dos 
años desde su instalación. Esto revela la existencia de una comunidad de prácticas 
con procedimientos regulares, mecanismos de decisión y una batería normativa y 
conceptual autóctona para procesar las solicitudes de revisión. Muestra, 
adicionalmente, que el tiempo de permanencia y, probablemente, el establecimiento 
de lazos personales entre sus integrantes es fundamental en la formación de ese 
espacio de mutuo entendimiento. 
Pues bien, hacer de un evento futuro – la investigación y sus resultados- una entidad 
manejable en el presente, obliga al CEI a poner en práctica un conjunto de 
estrategias de representación de lo (naturalmente) posible y lo (moralmente) 
permitido. Para ello debe desplegar ciertas narrativas -como la dicotomía entre 
riesgo y beneficio- pero también medidas empíricas para hacerle frente a la 
incertidumbre.  
Para la revisión ética de proyectos de investigación el CEI-A ha exigido la 
presentación de un “resumen ejecutivo, consideraciones éticas, guías de entrevista, 
consentimientos informados y hojas de vida del investigador principal” (CEI-A 
octubre 5, 2009:2). Durante las primeras sesiones se planteó que según los 
estándares internacionales el proyecto debía estar redactado en un lenguaje 
comprensible para un “estudiante de 5º o 6º grado de enseñanza” (CEI-A, agosto 14, 
2006:4). Se ha requerido igualmente la evaluación de pares académicos o 
conceptos técnicos externos que respalden la corrección de los procedimientos y 




modificación del reglamento interno del CEI-A en el año 2006, los requerimientos 
para tramitar la revisión ética fueron los siguientes: 
a. Carta dirigida al Comité solicitando la evaluación. 
b. Protocolo original de la investigación según formato de la Universidad y las 
modificaciones previas, si las hubiese, y los formularios, declaraciones o 
demás documentos que las pautas éticas en investigación relacionadas con el 
campo de conocimiento del proyecto exijan. 
c. Concepto técnico de dos expertos en el campo objeto de estudio del 
proyecto. 
d. Hojas de vida actualizada del investigador principal.  
e. Conceptos entregados por los comités de ética a los que haya sido 
sometido el proyecto. 
La materia prima del trabajo del CEI-A (y el de otros organismos del mismo tipo) la 
constituyen los proyectos de investigación. En torno a al proyecto se desarrolla 
buena parte de la labor del organismo, dado que la revisión se efectúa a partir de 
juicios elaborados sobre la propuesta y las consideraciones éticas que el 
investigador hace de esta última. Ello implica, desde luego, confianza en que el 
proceso de investigación se adelantará como se propone y certeza acerca de la 
agencia de los objetos y sujetos involucrados en la investigación; es decir, control de 
los actores humanos y no humanos en juego. Se confía en el proyecto de 




capaz de ordenar el curso del proceso investigativo y recoger el universo de 
variables involucradas dentro del mismo.  
Naturalmente, dentro del CEI se espera que el protocolo de investigación, como 
cualquier otro protocolo, describa de manera organizada y metódica una situación 
problema, un procedimiento técnico y las hipótesis que el investigador quiere 
verificar. Desde ese punto de vista constituye un performance de los investigadores 
que busca, a través del despliegue técnico, generar la impresión de control y 
previsión; una representación de la actividad científica como estructurada y 
ordenada, en suma. 
Ahora bien, no ha sido poca la literatura contemporánea que ha se ha ocupado de la 
incapacidad de la ciencia de responder a tales demandas (Jasanoff, 1990, 2009; 
Ezrahi, 1990). En algún momento los procesos experimentales biomédicos o la 
investigación social llevan inevitablemente a dar un salto al vacío. El CEI debe, en 
ese sentido, responder a la incertidumbre que caracteriza el proceso de supervisión 
ética de la investigación. Para hacerlo emplea mecanismos de intermediación con el 
investigador y acreditación de la propuesta investigativa que, paradójicamente, 
terminan convirtiéndola en una suerte de ser fenomenológico; en un objeto del cual 
finalmente solo queda su rastro en las inscripciones que de él se producen.  
Una vez recibida la solicitud, generalmente a través de la Vicerrectoría de 
Investigación, el CEI presenta la propuesta investigativa en plenaria. Vale la pena 
resaltar que a diferencia de otros organismos no emplea formularios o guías. En su 




los aspectos del proyecto que le interesan y que a la postre justifican su decisión. El 
investigador es quien debe hacer explícitas las consideraciones éticas de su 
proyecto. 
Además, el CEI-A emplea el método de revisión de pares para acreditar la 
corrección técnica del proyecto. Estos expertos son voces autorizadas que 
contribuyen a generar confianza en la suficiencia técnica del mismo. Este en 
particular es un mecanismo de intermediación muy poderoso, debido a la tende ncia 
de los no expertos a juzgar la corrección de un saber en el cual se consideran legos 
a partir de la posición social del hablante (Wynne, 1996), o de acuerdo a sus 
credenciales (Collins y Evans, 2009).  
Así, por ejemplo, en la sesión en la que el CEI-A deliberó sobre la solicitud de 
revisión ética de un proyecto formulado por un docente de la Facultad de Medicina 
(referido en el segundo acápite de esta sección), uno de los argumentos aducidos 
para respaldar provisionalmente -ya que sería evaluado por un subcomité- la 
viabilidad ética del proyecto fue “las evaluaciones analíticas realizadas por pares 
externos según las cuales el proyecto es claro, coherente y pertinente en la mayoría 
de sus aspectos” (CEI-A, agosto 14, 2006).  
Indudablemente, en el marco de escenarios sociales heterogéneos e instituciones de 
frontera que lidian con objetos ambiguos, la acreditación de experiencia y, sobre 
todo, las evaluaciones favorables de pares académicos sirven de dispositivos de 




de traducción y comunicación entre actores que transitan por distintas comunidades 
de prácticas.  
Es precisamente en este punto del proceso donde la materia prima con base en la 
cual el organismo ejerce la revisión ética del proyecto de investigación ya no es este 
propiamente sino las múltiples traducciones que de él se han incorporado. Primero, 
la del investigador, quien en un aparte del proyecto de investigación debe incluir un 
acápite de consideraciones éticas de la investigación que aspira adelantar, lo cual lo 
obliga a hacer emerger la dimensión ética de su trabajo; segundo, la traducción 
incorporada por los pares que, desde luego, deben ofrecer al CEI un criterio útil para 
su trabajo.  
A veces la utilidad de las evaluaciones efectuadas por pares académicos resulta 
demasiado literal. Así, por ejemplo, en el aval que se produjo con ocasión de la 
revisión ética mencionada párrafos antes se consigna la siguiente inscripción: “El 
CEI-A…evaluó el proyecto ANÁLISIS DE VARIABLES CLÍNICAS Y GENÉTICAS 
ASOCIADAS A DESÓRDENES DEL MOVIMIENTO…y decidió conceder el aval 
ético considerando la importancia del mismo, la evaluación positiva de los pares 
académicos, la experiencia e idoneidad de sus investigaciones y que en general se 
ajusta a los lineamientos establecidos en la Resolución 8430 de 1993…” (CEI-A, 
agosto 23, 2006). Se apela, así, a la experiencia demostrada del investigador y a la 
evaluación de los pares académicos como razones que por sí mismas respaldan la 
idoneidad ética del proyecto. El cuerpo colegiado convive, en suma, con documentos 




la ética de la investigación, en cuya construcción han intervenido incluso los 
miembros de las comunidades que vigila. 
En esa tarea los investigadores han debido desarrollar una verdadera “experticia 
interaccional” (Collins y Evans, 2009) en orden a representarse su propuesta en la 
dimensión normativa de la ética. De hecho, en su labor pedagógica de “sensibilizar” 
a los investigadores, el CEI-A adelantó talleres, encuentros y seminarios con el 
ánimo de familiarizarlos con conceptos propios de la ética de la investigación.  
Es en esta fase de la evaluación ética en donde el CEI-A pone en funcionamiento 
una narrativa a la vez práctica e ideológicamente conveniente que le permite juzgar 
la propuesta investigativa. Al tiempo que produce esa realidad –de la corrección 
ética de un proyecto- en un ejercicio de performatividad -esto es, invocándola-, le 
permite justificar o, como lo diría, Charles Tilly (2006), “dar razones” acordes con las 
expectativas del contexto público dentro del cual se desenvuelve la supervisión ética 
de la investigación.  
La razón que más ha esgrimido el CEI-A para decidir respecto de las propuestas ha 
sido su impacto social. “No se trata de hacer juicios científicos –dijo uno de los 
comisionados- sino de juzgar sus consecuencias”. En un mismo día el organismo 
estudió dos propuestas, aduciendo similares razones. La primera de ellas tenía que 
ver con una solicitud presentada por una estudiante de una universidad extranjera, 
interesada en analizar el impacto del litigio en el derecho a la salud en Colombia.  
El Comité hizo un análisis colegiado en torno a los principales aspectos que 




determinaciones de la Sentencia 760 de 2008 y las repercusiones que ello 
tiene en los escenarios asistenciales colombianos ratificando la salud como 
derecho humano. Considerando que el abordaje y estudio de las condiciones 
de aplicación normativa mencionada expresan una condición de protección a 
los más vulnerables, especialmente a los grupos minoritarios nacionales por 
lo que será un aporte determinante para el sistema colombiano el que se 
consiga con ésta (sic) investigación. Así mismo el proyecto constituirá un 
mecanismo de retroalimentación sobre determinaciones fundamentales de los 
derechos ciudadanos por lo que será muy importante el desarrollo de este 
proyecto y su publicación amplia para que los resultados lleguen a todos los 
niveles tanto de decisión como de aplicación. El Comité reconoce que aunque 
la formulación de la propuesta es adecuada no permite conocer los criterios 
de selección e inclusión o exclusión de los entrevistados por lo que se 
recomienda que se tenga en cuenta los principales protagonistas de la 
definición de la política así como los actores encargados de su evaluación 
cotidiana (CEI-A, noviembre 9, 2009:3). 
En la siguiente evaluación, que versaba sobre una revisión de “Ph metría esofágica 
de 24 horas en lactantes con ALTE (evento que aparentemente amenaza la vida)… 
comparada con la de lactantes con ALTE sin causa determinadas”, el CEI-A sostuvo 
lo siguiente:  
Las evaluaciones y las autorizaciones hechas a la propuesta evidencian 
asertividad en la orientación del proyecto y pertinencia además de constituir 




conclusión el Comité Nacional de Ética en Investigación considera que haber 
iniciado un proceso que es importante y urgente para los servicios 
asistenciales, que ha generado expectativas y esperanza en su población no 
se puede detener por unas consideraciones administrativas. Por tanto el 
concepto del Comité es que se le conceda la prórroga solicitada por el 
profesor y se le de (sic) un voto de confianza a la labor que está desarrollando 
(CEI-A, noviembre 9, 2009:3). 
Ahora bien, este tipo de argumentos son exhibidos de manera más o menos 
aleatoria. A decir verdad, como lo plantea Stark (2012) en punto a los casos por ella 
estudiados, no hay grandes debates o discusiones. Parece haber más bien un 
consenso tácito en la manera de resolver y argumentar los motivos por los cuales se 
validan las distintas propuestas. 
En ese sentido, el impacto social de la investigación con relación a ciertos grupos en 
condición de desprotección, como se vio en uno de los casos citados, se convierte 
en un recurso retórico versátil que se puede aplicar a una variedad significativa de 
situaciones. El organismo cuenta, de este modo, con una justificación social 
poderosa que puede esgrimir para racionalizar sus determinaciones. Es decir, como 
lo plantea Stark (2012), para generar la impresión de que no son arbitrarias o 
fortuitas sino producto de un juicio ponderado. 
Es evidente, con todo, que si algo reina dentro del CEI-A durante el proceso de 
revisión de proyectos de investigación es el consenso. Es la regla y no la excepción. 




tarea se trata generalmente la redacción se modifica. En efecto, aparece un actor no 
mencionado antes, el propio CEI. Pese a que las actas suelen están escritas 
resaltando los disensos, cuando se trata de revisión de proyectos, después de hacer 
una presentación global de la propuesta, pueden leerse expresiones como “El 
Comité hizo un análisis colegiado en torno a los principales aspectos que aborda el 
proyecto” (CEI-A, noviembre 9, 2009:3).  
A esto es a lo que Bowker y Leigh Star (1999) denominan “categorical work”, que 
consiste en la gestión de los desajustes causados por la pertenencia a múltiples 
membrecías y la naturalización de objetos en diversas “comunidades de prácticas” 
(Wenger, 2002) a través de la enunciación de juicios universales, absolutos, que 
invisibilizan las configuraciones locales del trabajo de coordinación.  
No se está afirmando, desde luego, que las actas hayan dejado por fuera algunos 
aspectos de la deliberación, si es que tal acción cabe para este caso. Sencillamente 
parece no haber desacuerdos. Aparece una suerte de raciocinio tácito que oscurece 
cualquier posibilidad de disenso, si es que lo hay. En síntesis, a pesar de lo 
heterogéneo del espacio los puntos de vista no son tan divergentes o por lo menos 
no se aprecian grandes desacuerdos en esta tarea del CEI-A de estudiar éticamente 
proyectos o protocolos de investigación con miras a emitir avales para su ejecución.  
Podemos afirmar entonces que la evaluación ética de un proyecto es una labor que 
conlleva de forma indisoluble juicios acerca de las calidades personales del 
investigador, en la que se emplean un conjunto de medidas y objetos en orden a 




ordenándola en ese proceso: en efecto, produce una versión oficial o autorizada de 
la sustentabilidad ética del proyecto, que se objetiva en el aval de ética.  
Una mirada a las dinámicas y arreglos locales a través de los cuales esta tarea es 
ejercida evidencia, primero, la dificultad que para los integrantes del CEI conlleva 
actuar como meta expertos que juzgan la corrección técnica y ética de saberes que 
no todos dominan. Es por ello que al justificar las decisiones sobre las propuestas 
de investigación se ha acudido con mayor frecuencia a un repertorio discursivo que 
enfatiza más en los efectos sociales de ella que en la revisión de sus pormenores 
técnicos. Para esto último, según se planteó, el CEI confía profundamente en la 
“seriedad” académica del investigador, atributo que intuye de sus “credenciales” o 
trayectoria profesional y los aliados que, en calidad de pares académicos, testifican 
a su favor. 
Una mirada a esta labor del CEI-A permite observar la importancia del rol que 
juegan los investigadores y las comunidades disciplinares vigiladas al ofrecer al 
organismo una traducción útil o versión accesible de la propuesta investigativa. 
Puede afirmarse que habida cuenta de las dificultades que implica la trasgresión de 
fronteras disciplinares, propia del modelo multidisciplinar de gobierno ético de la 
investigación, los miembros del cuerpo colegiado han optado por concentrar el 
proceso de supervisión en el juicio del investigador o un par académico neutral y en 
la dimensión social de la investigación. El ejercicio de supervisión reside más en la 
habilidad del investigador de comunicar al CEI las implicaciones éticas y los efectos 
sociales más significativos de su propuesta, que en la habilidad del organismo de 




Es bajo esta óptica que cobra sentido la idea de que el problema de la autonomía o, 
mejor, de la configuración de una frontera discursiva, funcional e institucional entre 
la acción del órgano de supervisión y la comunidad vigilada es también 
consecuencia del problema de las meta experticias; es decir, del modo en que 
outsiders o no expertos juzgan la corrección y conveniencia de saberes esotéricos. 
Para los integrantes del CEI que no dominan esas experticias resulta mucho más 
económico acudir a mecanismos que le permiten verificar la confiabilidad profesional 
del investigador, y con esta la credibilidad en su estatus moral, sin adentrarse 
excesivamente en pormenores que desde la perspectiva del no experto sólo 
dominan los iniciados. Las comunidades disciplinares terminan, en ese orden, 
preservando y legitimando un espacio de autonomía a través de su condición 
esotérica. El CEI, por su parte y quizá en contra de sus objetivos misionales, termina 
convirtiéndose en una arena en la que los límites de su intervención sobre dichas 
comunidades son negociados, con saldos favorables para aquellas comunidades 






En este trabajo se adelantó un estudio de la dinámica del modelo de supervisión 
institucional de la ética de la investigación a partir del estudio del caso del CEI-A. 
Este organismo fue analizado desde dos perspectivas complementarias: en primer 
lugar, una dimensión institucional o de los actores que conforman la red –
institucional- de gobierno ético de la investigación. En segundo lugar, su dimensión 
interaccional, o de las dinámicas de intermediación, articulación y traducción sobre 
las cuales se basa un modelo de supervisión ética de la investigación constituido 
sobre el paradigma comunicativo habermasiano que entroniza el pluralismo experto 
y la deliberación racional como un fin en sí mismo. 
La noción de red institucional se empleó con el ánimo de reunir al conjunto de 
actores que tienen que ver con la supervisión ética de la investigación alrededor del 
aval de ética como “objeto de frontera” (Leigh Star y Greisemer, 1989) que articuló 
diversos actores como Colciencias, las comunidades vigiladas locales y la 
organización matriz. Se hizo énfasis en la irreversibilidad con la que la exigencia de 
avales dotó aquella red y la centralidad de la que gozan las entidades receptoras 
que al instaurar su exigencia posicionaron al CEI como punto de paso obligado, en 
tanto centro de producción del aval.  
Al describir la red se dio cuenta del posicionamiento del CEI-A en medio de las ya 
aludidas entidades receptoras, comunidad vigilada y organización matriz, y se dio 




no solo por representantes de esta última, de los que trató de desmarcarse, sino 
también por potenciales miembros de las comunidades disciplinares sobre las 
cuales debe ejercer control. Se planteó que pese a sus amplias posibilidades de 
configuración local, derivadas entre otras razones de la ausencia de reglamentación, 
debió insertarse dentro de dinámicas regulatorias y trayectorias ineludibles desde su 
rol institucional, las cuales imponían marcos de razonabilidad propios de una 
comunidad de prácticas (Wenger, 2002) constituida alrededor de la supervisión ética 
de la investigación. Así, pese a los cuestionamientos que pudieran existir con 
relación a la legitimidad de Colciencias para exigir avales y el carácter 
innecesariamente burocrático de este, el cuerpo colegiado no estaba en condiciones 
de dejar de emitirlos cuando fuese requerido para tal fin. 
Ahora bien, la trayectoria del aval de ética dentro del organismo puso de presente 
los esfuerzos desplegados por reconfigurar dicho rol institucional agenciado por 
actores predominantes dentro de la red, como Colciencias y las materialidades que 
administra (recursos económicos, sistemas de categorización de grupos 
académicos). La problematización del aval, producto del esfuerzo desplegado por 
una postura dentro del cuerpo colegiado que buscaba “descajanegrizarlo”, haría 
explícitas las estrategias discursivas sobre las cuales se cimienta la ética de la 
investigación como discurso público dentro del CEI.  
Se logró determinar que si bien existían posiciones encontradas en torno al rol que 
estaba llamado a cumplir, dentro del CEI-A tuvo éxito la idea que debía preservarse 
la autonomía de la comunidad vigilada para juzgar la corrección ética de su trabajo. 




de trabajos de posgrado se hizo patente que el autonomismo derivado de uno de los 
atributos del ethos del quehacer investigativo -la búsqueda desinteresada del 
conocimiento-, es un recurso discursivo vigente y, lo más interesante, lo sigue 
siendo aún dentro de un organismo concebido con un propósito diferente.  
Esta posición en particular fue defendida sistemáticamente por un grupo 
encabezado por quien durante varios años representó dentro del cuerpo colegiado a 
la Comunidad Científica Externa, quien apelando a una “integridad moral” connatural 
al investigador-científico puso bajo cuestión la intromisión en el trabajo de los 
docentes-directores a través de los avales de ética. Estos últimos fueron 
reconocidos en algún momento como requisitos burocráticos indeseables e 
innecesarios, cuya exigencia resultaba redundante dado el estatus moral del 
docente que directamente supervisaba la ejecución del trabajo investigativo.  
Como resultado de estos debates el CEI-A tomó parte en la estabilización de un 
orden moral local y emergente a través de dos movimientos estratégicos: uno de 
“hibridación” y otro de “purificación” (Latour, 2002; Miller, 2001; Bijker et al, 2009). 
De un lado, se buscó la disolución de los límites conceptuales de la ética. Se adujo 
para el efecto que la primera era universal y, por lo mismo, abarcaba cualquier 
disciplina o campo de conocimiento. Este primer movimiento le permitió al organismo 
posicionarse respecto de la comunidad vigilada en la medida en que justificó la 
vigilancia ética misma. En efecto, si la ética goza de dicho atributo es ra zonable 
plantearse cuestionamientos de ese tipo (éticos) sobre cualquier área disciplinar. Al 
lado del anterior tuvo lugar un interesante trabajo de “purificación” de dos órdenes 




autonomía de la comunidad vigilada solía aludir al derecho y, en general, a algunas 
reglas formales de la Universidad o, incluso, a algunas normas que gobiernan la 
investigación, como trabas burocráticas que desconocían el estatus moral de los 
investigadores. 
No se trató, o por lo menos no únicamente, de discusiones ideológicas. Producto de 
estas el organismo optó por lo que denominamos controles administrativos blandos, 
o medidas para la solución de disputas entre los miembros de la comunidad vigilada 
basadas en el diálogo y la amigable composición, como se pudo ver con las 
controversias docentes. Estas medidas privilegiaron escenarios de control propios 
de la comunidad vigilada contribuyendo así a reforzar su autonomía profesional. Se 
hizo patente que lejos del discurso oficial que tiende a presentarlos como centros de 
supervisión heterónoma o top down, los CEI  mantienen con dichas comunidades 
relaciones de coordinación que contribuyen a mantener el esoterismo e 
independencia de aquella. 
Una de las razones para explicar este fenómeno puede ser, se dejó planteado, su 
propio modelo organizativo. Es probable que al estar integrado por miembros de las 
comunidades disciplinares locales supervisadas exista una tendencia a mantener la 
misma autonomía que probablemente demandarán cuando asuman este último rol. 
No obstante lo anterior, ello puede obedecer también a los problemas que vienen de 
la mano con la concentración de las expectativas sociales de la revisión ética. Un 
modelo concentrado como el desarrollado durante la segunda mitad del siglo XX, 
hoy imperante, en el que un organismo es el principal garante del cumplimiento de 




de responder por las consecuencias de dos actividades caracterizadas por algún 
margen de incertidumbre: la investigación y la revisión ética. 
Ahora bien, en la último sección de este trabajo se desarrolló la idea de que el 
problema de la autonomía o, mejor, de la configuración de una frontera discursiva, 
funcional e institucional entre la acción del órgano de supervisión y la comunidad 
vigilada se entrelaza con el problema de la interacción entre miembros de 
comunidades de prácticas heterogéneas concurrentes.  
Para ello fue necesario entender, primero, que los CEI y la ética de la investigación 
surgieron en buena medida sobre el paradigma comunicativo habermasiano, dentro 
del cual abundan definiciones procedimentales que profundizan no tanto en el 
contenido conceptual de la ética como en el hecho del diálogo y el consenso en sí. 
Se pudo ver que los miembros del CEI-A que defendieron con mayor vehemencia la 
autonomía de la comunidad vigilada preferían aludir a la ética y al organismo como 
espacios sociales para la deliberación, reflexión y construcción de consenso, antes 
que identificarla con las reglas que gobiernan la investigación, ya fueran nacionales 
o internacionales. 
Se dio cuenta, primero, de los “desajustes” (Bowker y Leigh Star, 1999) causados 
por la coexistencia de múltiples comunidades de prácticas o ascendencias 
disciplinares y las estrategias de un organismo como el CEI-A para resolverlos. 
Como lo plantean Bowker y Leigh Star (1999), cuando una persona u objeto es 
ajeno a alguna de dichas comunidades interrumpe “el flujo de expectativas” - aquello 




diálogo que sostuvieron los representantes del área de Ciencias Jurídicas y otros 
comisionados en punto a su incompetencia para pronunciarse en torno a temas 
relacionados con el área de la salud. 
En el cumplimento de una de sus labores misionales como lo es la revisión ética de 
proyectos de investigación, un cuerpo colegiado tan marcadamente multidisciplinar 
como el CEI-A, conformado por representantes de la mayoría de facultades e 
institutos de la Universidad, respondió de tres maneras distintas a dichos 
desajustes: como primera medida, recién instalado optó por la conformación de 
subcomités integrados por comisionados del área de la salud con entrenamiento en 
bioética, a los cuales se les delegó con plena autonomía la revisión de los 
proyectos. Por esa razón no quedó registro de las evaluaciones. El subcomité se 
pronunciaba respecto de la solicitud y el CEI-A acogía dicha valoración sin 
cuestionamientos. En segundo lugar, casi coetáneamente decidió entregar la 
revisión de los proyectos a unos CEI muchos más homogéneos, como lo son los 
CEI de facultad, con el argumento de que eran mucho más “funcionales” y contaban 
con mayor experticia y trayectoria en dicha tarea . Revisó proyectos sólo de manera 
excepcional, bajo la consideración de que su trabajo tenía un componente más 
“filosófico” o de diseño de la política de gobierno ético para la Universidad. Como 
tercera medida, abordó el estudio de algunos proyectos que desde su punto de vista 
consistían excepciones a la regla según la cual debían ser estudiados por los CEI 
de facultad, particularmente dos tipos: solicitudes de investigaciones  adelantadas 
por universidades extranjeras y proyectos cuyo aval ético había sido negado en 




Las primeras dos medidas pueden ser vistas como estrategias destinadas a 
establecer espacios disciplinares o “comunidades de prácticas” homogéneas para 
enfrentar los problemas de autoridad –o legitimidad- y responsabilidad asociados 
con el acceso a campos de conocimiento en los que no se es experto. Bajo 
circunstancias de incertidumbre reglamentaria y funcional como las que rodearon la 
integración y funcionamiento del organismo durante sus primeras sesiones, la 
primera reacción, unánime e incontrovertida, consistió en delegar la revisión de los 
proyectos de investigación a grupos pequeños de comisionados que previamente 
durante las reuniones habían desplegado demostraciones públicas de conocer la 
bioética. Al tomar estas decisiones el CEI-A operó bajo la lógica de “dejar que los 
expertos hablen”, sobre la cual se tejen buena parte de las relaciones entre los 
públicos y los expertos. Esta descansa sobre la autoridad y, derivada de ella, sobre 
la confianza que se deposita en estos últimos como detentadores de un saber único 
capaz de describir el mundo (natural, social) tal y como es.  
Quienes eficazmente lograron posicionarse dentro del cuerpo colegiado como 
expertos en ética o bioética consiguieron, sin duda, constituirse en una voz 
autorizada. Así ocurrió durante las primeras sesiones con la representante de la 
Facultad de Odontología, experta en animales de laboratorio, y posteriormente con 
el representante de la Comunidad Científica Externa. El rol de experto, sin embargo, 
fue también aducido para apartarse del debate, como se observó en el caso del 
representante del Área de Ciencias Jurídicas y el primer representante de la 
Comunidad Científica Externa. Estos dos comisionados apelaron a su 




implicaba para no revisar los proyectos de investigación cuyo estudio perentorio se 
había solicitado. 
La tercera reacción del CEI-A con relación a esta labor puso en evidencia los medios 
y actores a través de los cuales el organismo logró estabilizar un lenguaje, recursos 
retóricos y estándares normativos (una comunidad de prácticas, en suma), que bajo 
el ropaje de una herramienta conceptual racional fue útil para resolver casos 
particulares. El impacto social de la investigación respecto de grupos en condición 
de desprotección fue un recurso retórico versátil y una justificación social poderosa 
que el organismo esgrimió para racionalizar sus determinaciones o, como lo planteó 
Stark (2012), generar la impresión de que son producto de un juicio ponderado. 
Es preciso subrayar, con todo, que durante la revisión ética de proyectos de 
investigación el investigador debe desarrollar lo que Collins y Evans (2009) 
llamarían habilidades interaccionales, con tal de comunicar efectivamente la 
dimensión ética de su trabajo al ente supervisor. Se pudo establecer que una parte 
del trabajo del CEI se organiza a partir de dichas valoraciones y de las que efectúan 
los pares académicos. Unas y otras constituyen dispositivos de intermediación que 
permiten poner en contacto comunidades de prácticas heterogéneas pero que, a la 
vez, confinan una parte del trabajo de supervisión ética a los juicios que hace la 
propia comunidad vigilada.  
Puede afirmarse, en suma, que las tensiones que aparecen con ocasión de la 
heterogeneidad disciplinar parecen influenciar la dinámica de la frontera discursiva, 




vigilada. La inminencia de las solicitudes de revisión llevó al CEI-A a adoptar 
estrategias de división interna del trabajo y mecanismos de intermediación y 
traducción sin los cuales no hubiese podido juzgar la dimensión ética de campos de 
conocimiento tan diversos como aquellos en los cuales se realizan las 
investigaciones. Esas estrategias y mecanismos contribuyeron, no obstante, a 
entronizar el esoterismo e independencia cognitiva de las comunidades vigiladas. 
Las dos primeras son movimientos claramente dirigidos a mantener el control ético 
dentro de grupos de expertos en bioética o centros de control cercanos a aquellas 
comunidades, como en el caso de la decisión de entregar la revisión de proyectos a 
los CEI de facultad. La reacción inicial del CEI-A mostró, además, que en 
situaciones de incertidumbre la confianza social sigue estando depositada en los 
expertos. Lejos de ser un actor pasivo sobre el cual se ejerce una supervisión 
heterónoma los investigadores realmente han contribuido a configurar el rol del CEI-
A dentro de la red institucional. De ahí que sea pertinente afirmar que dado el 
modelo organizativo sobre el cual se han erigido este cuerpo colegiado contribuye a 
reforzar el esoterismo e independencia cognitiva y moral de aquellos a los cuales 
debe, presuntivamente, vigilar.  
Este trabajo constituye una primera aproximación al fenómeno de la supervisión 
ética de la investigación en Colombia, en donde quise, primero, posicionar la noción 
de gobierno ético con el objetivo de analizar el trabajo que realizan los CEI como 
parte de una dinámica macro que se articula en la red institucional de gobierno ético 
de la investigación. El primer esfuerzo del trabajo condujo, en ese sentido, a tratar 




concurrencia de actores disciplinares e institucionales heterogéneos, ya que la 
mayoría de trabajos realizados sobre estos organismos tienden a concentrarse en el 
análisis de su funcionamiento interno, criticando su falta de homogeneidad o 
simplemente desconociendo los arreglos institucionales dentro de los cuales se 
enmarcan, y que de por sí pueden decirnos mucho acerca de la vigilancia 
institucional de la ética de la investigación. 
Ahora bien, abordar este aspecto exige mucha mayor profundidad que la que 
buenamente se pudo alcanzar dentro de los límites propios de un trabajo de 
maestría. Pese a la condición de punto de paso obligado del CEI dentro de la red 
institucional de gobierno ético de la investigación, esta última debe examinarse no 
únicamente desde las controversias que tienen lugar al seno del organismo. Es 
decir, no basta con seguir a los actores de la red únicamente a partir de la manera 
en que son percibidos por los distintos integrantes del CEI. Es necesario, por 
ejemplo, seguir la trayectoria de objetos de frontera que como el aval han 
cohesionado distintos actores institucionales como “Om”, “Fn” y “P”, con el fin de 
rastrear cómo estos actores son configurados por el objeto de frontera o cómo 
aprovechan la ductilidad del mismo para reinterpretar su contenido. 
Es necesario, también, analizar la verdadera solidez, estabilidad y, sobre todo, 
alcance de la red por cuanto, si bien son muchas las investigaciones que se ven 
forzadas a quedar dentro de ella (para publicar resultados de investigación), un 
número indeterminado de procesos de generación de conocimiento que de algún 
modo implican actividades de experimentación o investigación no pasan por la mesa 




Es imprescindible ampliar los casos de estudio de manera selectiva con el ánimo de 
adelantar trabajos comparativos que den cuenta del verdadero impacto de los 
arreglos institucionales locales en la organización del CEI. Por ejemplo, se precisa 
establecer la influencia del tipo de organización matriz “Om” (pública, privada, 
universidad, hospital o institución oficial, etc.) en los atributos de la vigilancia que 
ejerce el organismo; esto es, en los recursos discursivos que emplea, en el modo de 
relacionarse con las comunidades vigiladas, con “D” o con las organizaciones 
receptoras. Es razonable suponer que el ethos de una universidad pública, para 
poner por caso, difiera sustancialmente del ethos de una universidad privada, un 
hospital o un instituto como el INS. Un trabajo más extenso en términos empíricos 
sería conveniente para constatar las conclusiones a las que se ha arribado en este 
escrito y, dado el caso, reafirmarlas o entenderlas en el marco de la idiosincrasia 
institucional en la que habita el CEI-A. 
Una análisis comparado sería muy diciente, particularmente, en el caso de los CEI 
que cumplen funciones más generales de asesoría y diseño de política, como el 
CEI-A, y los CEI que se dedican más específicamente a evaluación de proyectos de 
investigación. Sería interesante observar cómo operan los grandes relatos o 
recursos discursivos de la ética de la investigación en el trabajo de revisión 
cotidiano, regular y reiterado de estos últimos. 
Ya en el plano más normativo, es muy importante abordar la problemática del 
modelo de la red de gobierno institucional de la ética de la investigación tal y como 
está concebido, sobre todo en cuanto tiene que ver con la adscripción de los CEI a 




Steinbrook, 2002; Green y Geiger, 2006; Emanuel et al., 2004; Wood Grady, 
Emanuel, 2004) a raíz de la alta variabilidad en la toma de decisiones. Otros 
modelos podrían ser, por ejemplo, CEI institucionales de nivel regional, sin ninguna 
relación de subordinación a “Om”. Si bien el CEI-A contó con autonomía relativa 
para configurar sus relaciones con los demás actores, ello se debió probablemente 
a un contexto institucional y mecanismos de designación de los comisionados que 
favorecía la independencia de criterio o, por lo menos, dificultaba a “D” la 
generación de alianzas. Para abordar este aspecto, así sea desde un enfoque 
normativo, sería necesario profundizar en el problema de la autonomía del CEI con 
relación a “Om”. Otro tópico infaltable en un trabajo que quisiese profundizar en las 
conclusiones postuladas en este escrito tendría que ser el de las representaciones 
dentro del CEI. Por razón de la redacción a veces imprecisa de las actas no fue 
posible aquí, como se hubiese querido, ahondar en las formas de representación 
que sirvieron para designar a los comisionados. Se habló, eso sí, de los 
procedimientos a través de los cuales era nombrados y el papel particularmente 
visible que tuvo el representante de la Comunidad Científica Externa a lo largo de su 
permanencia dentro del CEI-A. Valdría la pena seguir minuciosamente la acción de 
cada uno de los representantes a la luz de su ascendencia disciplinar.  
Se espera que este primer esfuerzo analítico suscite inquietudes para profundizar 
en estos y otros posibles campos de interés investigativo acerca de los CEI y la 
(vigilancia) ética de la investigación. Es imperativo adelantar estudios cualitativos 
que junto a otros trabajos cuantitativos ya desarrollados o que estén por 




institucional actual del país parece difícil de revertir. Pese a su importancia, hoy, a 
más de 20 años de la expedición de la Resolución 8430 de 1993, sigue siendo poco 
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